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El presente trabajo se centrará en el análisis jurisprudencial del impuesto de 
industria y comercio, específicamente en los ingresos obtenidos por concepto de 
dividendos. A lo largo de los años, este concepto de ingresos ha llevado a 
discusiones legislativas, administrativas y jurisprudenciales, las cuales han 
permitido que el impuesto crezca y se desarrolle a lo largo de los años, pero aun así 
dejan abiertos litigios e inseguridad jurídica. En efecto, este desarrollo no puede ser 
entendido como claro y constante en algunos aspectos del impuesto, como lo son 
los ingresos por concepto de dividendos. 
Los ingresos por concepto de dividendos han creado diferencias entre la 
administración y el contribuyente, que han debido ser resueltas por el Consejo de 
Estado debido a la falta de acuerdo que se ha presentado entre las entidades y los 
contribuyentes. El conflicto por el concepto de dividendos se centra en la falta de 
evidencia del elemento o concepto que está siendo gravado en el impuesto. A pesar 
de que se han dado indicios o se puede llegar a realizar analogías y extrapolar 
conceptos que lo consideren un elemento gravado, no es posible tener una 
completa certeza o un gravamen explícito del ingreso. 
Debido a esta falta de certeza se ha creado una jurisprudencia amplia y variada 
en el Consejo de Estado. Más que dar claridad total al asunto, ha permitido que se 
manejen consideraciones varias, así como indicios a ser tomados en cuenta por la 
administración, para entender cuándo un ingreso por concepto de dividendos debe 
o no ser gravado. 
El trabajo será desarrollado como una monografía en la que se realizará un 
análisis básico de los conceptos del impuesto de industria y comercio y basados en 
el estudio jurisprudencial de las sentencias emitidas por el Consejo de Estado desde 
1984 hasta la actualidad, abarcándose en este estudio las sentencias que se han 
emitido hasta el año 2019. Este estudio buscará resolver la hipótesis de que los 
ingresos por concepto de dividendos deben ser considerados como gravados por el 
impuesto de industria y comercio.  
Dicha problemática es la que se espera mostrar y resolver en el presente 
trabajo. Se buscará por medio del estudio jurisprudencial de las sentencias emitidas 
por el Consejo de Estado, respecto a los ingresos por concepto de dividendos como 
ingresos a ser gravados por el impuesto de Industria y Comercio, establecer los 
elementos que el Consejo de Estado entiende constituyen el hecho generador del 
impuesto de industria y comercio y apruebe el cobro de ese ingreso. Para lograr 
este objetivo y dilucidar la posición actual, se verán las condiciones que rodean al 
sujeto pasivo para considerarlo encargado del impuesto, intentando revisar, tanto 
su condición de sujeto pasivo, la actividad comercial, así como el desarrollo 
comercial de las actividades gravadas y exentas. 
En un primer capítulo se dará una visión general del impuesto de Industria y 
Comercio, se estudiará el concepto general de este impuesto, haciendo especial 
énfasis en el hecho generador. Posteriormente, el hecho generador se dividirá tanto 
en los aspectos subjetivos, como el objetivo de su estructura. En el aspecto objetivo 
se estudiarán los aspectos territoriales, cuantitativos, espaciales y materiales, el 
objetivo de este aparte es enfocar los aspectos básicos del impuesto de industria y 
comercio, para que sean claros para el lector. Igualmente se mostrará la forma en 
cómo el ingreso, por concepto de dividendos, puede ser entendido en cada uno de 
los aspectos relacionados con el impuesto y las problemáticas que han surgido, 
respecto a las formas de cómo se ha legislado el impuesto de industria y comercio. 
En el aspecto subjetivo se verán los sujetos activos y pasivos del impuesto. Se 
finaliza con el reconocimiento de las excepciones que plantea la Ley 14 de 1983 de 
actividades no gravadas o sujetos no gravados.  
En un segundo capítulo se buscará identificar las sentencias del impuesto de 
Industria y Comercio que ha desarrollado el Consejo de Estado. El objetivo de este 
análisis es realizar un estudio sucinto de las diferentes sentencias que han sido 
emitidas por el Consejo de Estado para determinar en qué momento un sujeto se 
encuentra obligado a pagar el impuesto de industria y comercio por los ingresos 
obtenidos por los conceptos de dividendos. Las diferentes posiciones y 
consideraciones que ha tomado en cuenta el Consejo de Estado, para establecer la 
obligación de pago del impuesto, serán comparadas, estudiadas y se desarrollarán 
líneas jurisprudenciales en las que se permita la visualización panorámica y 
unificada de las sentencias y las consideraciones, así como las decisiones 
derivadas de las mismas.  
Por último, se establecerán las consideraciones que, al final el Consejo de 
Estado ha tomado en determinación de los ingresos obtenidos, por concepto de 
dividendos en la actualidad; con el fin de obtener una información completa que 
permita identificar cómo establece el Consejo de Estado la obligación de pago del 
impuesto de industria, tanto para personas naturales, jurídicas y sociedades de 
hecho, de acuerdo a lo que ha sido establecido históricamente y cómo esto ha 










CAPÍTULO I:  EL IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
El impuesto de Industria y Comercio fue introducido al ordenamiento tributario 
para el distrito de Bogotá bajo la Ley 97 de 1913 y posteriormente desarrollada por 
la Ley 14 de 1983 y Regímenes de Rentas municipales de los diferentes municipios. 
En estos se establecen los elementos esenciales del impuesto como lo son los 
aspectos subjetivos y objetivos: tarifa, base gravable, aspecto temporal y espacial.  
Dado su carácter municipal, se permite que los municipios expidan dentro de 
sus estatutos de renta excepciones o graven, de acuerdo con un parámetro de 
tarifas, así como las actividades establecidas en el decreto, de acuerdo con las 
necesidades del municipio, incluyéndose como un nuevo sujeto de modificación en 
el impuesto, sin embargo, debido a la extensión de los regímenes a nivel nacional 
es imposible entrar a analizarlos. Por lo anterior se tomará como referencia la Ley 
14 de 1983 y se discutirán las generalidades del impuesto establecidos en las 
normas marco nacionales.  
El impuesto permite a los municipios cobrar por la realización de actividades 
comerciales, industriales y de servicio en el territorio; es decir, que se pague un 
valor por la posibilidad de abrir un local comercial o iniciar una actividad comercial 
en el distrito de Bogotá (Piza Rodriguez, 2017, pág. 136).  
El impuesto de industria y comercio inició en la ciudad de Bogotá, pero 
posteriormente, fue adoptado por los demás municipios del país. Con el fin de crear 
un impuesto que les permitiera tener un control sobre los establecimientos y 
servicios que se desarrollan en cada uno de los departamentos, y de esta forma 
tener un recaudo de los tributos pagados por cada uno de los empresarios y 
profesionales. 
Durante todos estos años de desarrollo legal del impuesto, como era de 
esperarse, ha venido sufriendo modificaciones de acuerdo con los desarrollos 
sociales, las nuevas tendencias comerciales y el desarrollo de nuevas actividades 
económicas a ser gravadas por él. 
El impuesto de industria y comercio se encuentra regulado en sus aspectos 
primordiales en la Ley 14 de 1983, en los artículos 32 al 40, igualmente, cada 
municipio adapta el impuesto en sus estatutos municipales los elementos 
necesarios para la formulación de un impuesto.  
Es importante aclarar, dada la condición de territorialidad del impuesto, se 
permitió el libre establecimiento de condiciones adicionales por parte de los 
municipios, siempre que estos no fueran en contra de lo establecido en la Ley y 
decretos reglamentarios nacionales posteriores que regulan el impuesto. Esto 
permitió que los municipios contaran con una cierta libertad en el control y recaudo 
del impuesto, así como la exención y cobro a las actividades que consideraban 
necesarias. 
1.1. Hecho generador.  
El hecho generador se refiere a los preceptos legales y normativos que han sido 
fijados en la Ley y que conllevan a la obligación. Puede entenderse, entonces, que 
el hecho generador son los supuestos fácticos establecidos para que se pueda 
configurar la opción de cobro del impuesto. Así lo indica Mauricio Marín Elizande 
(2017, pág. 313) “el hecho generador es una creación legal, para la que se toma un 
objeto de la realidad, y a partir de él, se describen situaciones cuya realización 
determina el nacimiento de la obligación tributaria”  
En el impuesto de Industria y Comercio, el hecho generador es amplio y permite 
que se tengan diferentes acciones, las cuales derivan en una obligación de pago 
del impuesto de industria y comercio; centrado siempre en las actividades sobre las 
que recaerá el impuesto, al igual que sus sujetos y se encuentra establecido en la 
Ley 14 de 1983, artículo 32 que dice:  
“Artículo 32. El Impuesto de Industria y comercio recaerá, en 
cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades 
comerciales, industriales y de servicio que ejerzan o realicen en 
las respectivas jurisdicciones municipales, directa o 
indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por 
sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma 
permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con 
establecimientos de comercio o sin ellos” (Ley 14, 1983)(Art. 32) 
 Bajo este articulado podemos ver que se integran las consideraciones del 
impuesto, que posteriormente pasaremos a ilustrar de manera más clara e 
independiente, en vista de los aspectos del impuesto. El artículo 32 muestra de 
manera amplia los aspectos básicos del impuesto de industria y comercio; los va 
desarrollando a lo largo de su articulado de manera más detallada. 
Tomando como punto de partida este artículo, se ampliará respecto al elemento 
subjetivo, y sobre los sujetos considerados en el impuesto. Igualmente se tomará 
como base, para los aspectos materiales a tomar en cuenta del impuesto a 
continuación.  
1.2. Elemento subjetivo. 
1.2.1. El sujeto activo. 
El sujeto activo en el impuesto de industria y comercio es el Estado y como 
impuesto de carácter municipal recae sobre el municipio.  
En el caso de los municipios en específico, el recaudo recaería sobre el alcalde; 
no obstante, este puede encargar sus obligaciones tributarias y encomendar su 
obligación de recaudo a las Secretarias de Hacienda, para que sean estas las 
encargadas del recaudo y la actualización del sistema de recaudo e inscripción de 
los sujetos pasivos del tributo. Mientras que, los Concejos y Asambleas municipales 
contarán con la obligación legal de desarrollar la parte jurídica del impuesto y aclarar 
el proceso de cobro, así como las actividades a ser cobradas o que tendrán una 
excepción.  
Los municipios en este caso contaran con las Asambleas y Consejos para 
determinar las obligaciones del Estatuto de rentas de cada municipio. Asignarán las 
obligaciones tributarias de acuerdo con cada uno de los sujetos y tomarán en 
consideración las actividades exentas del impuesto.  
El impuesto de Industria y comercio, al ser un impuesto cobrado por los 
municipios, tiene sus procesos de recaudo establecidos de acuerdo con el 
desarrollo industrial, comercial y de servicios en cada uno de sus territorios; siendo 
de esta forma y, en todo momento, una fuente de ingresos para el municipio 
encargado1. 
1.2.2. El sujeto pasivo. 
El sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio es bastante amplio, como 
se puede evidenciar en el artículo 32 de la Ley 14 de 1983. El aparte más importante 
de este sujeto, en el hecho generador, cita que:  
“El Impuesto de Industria y comercio recaerá, […] en cuanto a 
materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, 
industriales y de servicio que ejerzan o realicen en las 
respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, 
por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya 
sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en 
inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o 
sin ellos” (Ley 14, 1983)(Art.32) (Subrayado fuera del texto). 
 
1 En el presente estudio se tratarán las características generales del Impuesto de industria y comercio, en caso 
de ser requerida la información de un municipio especifico debe remitirse al Código de Rentas Municipales 
del municipio. 
El sujeto pasivo en este caso se refiere a toda persona natural, jurídica o 
sociedad de hecho, por lo que podemos hablar de un sujeto que puede abarcar 
todas las identificaciones societarias. No se limita, el sujeto, a una persona con una 
calidad jurídica determinada; se entiende que cualquier persona puede ser un sujeto 
pasivo del Impuesto de Industria y comercio mientras cumpla con los demás 
aspectos del hecho generador.  
Es posible entender en este caso, que cuando una persona jurídica cuenta con 
un ánimo claro de lucro desarrollando como actividad comercial o del giro ordinario 
de sus negocios, debe ser sujeto del impuesto de industria y comercio respecto a 
su actividad. Es evidente que su actividad debe estar contemplada dentro del 
impuesto y no ser exenta del mismo. Pero si la actividad cuenta con las condiciones 
legales para ser entendida como sociedad mercantil, que desarrolle actividades 
comerciales legalmente circunscritas a las obligaciones tributarias del impuesto de 
industria y comercio, debe ser sujeto pasivo del mismo por sus ingresos obtenidos. 
Igualmente, no se encuentra limitante en la constancia del sujeto respecto a la 
realización de su actividad, o se encuentra determinado a su realización de manera 
temporal o permanente. Una persona que desarrolle una actividad sea gravada por 
el impuesto de industria y comercio, será responsable del pago del impuesto, 
aunque se considere que dicha actividad sea o no realizada de manera temporal o 
continua; este concepto se analizará más adelante, pues tiene una relación directa 
con la necesidad de permanencia de la persona natural o jurídica en la actividad, 
para poder ser considerada como comerciante. Lo que va a entrar en confrontación 
con el hecho de realizar una actividad mercantil, en cuyo caso varían sus 
características, pero permite la temporalidad de la actividad.   
Para poder analizar de manera más profunda a los sujetos pasivos, y ubicar la 
relación de estos con el sujeto pasivo encargado de pago del impuesto de industria 
y Comercio, procederemos a desglosar el concepto de sujeto pasivo de la Ley y 
compararlo con las normas previamente estudiadas de las actividades comerciales. 
Para esto revisaremos a los sujetos y su paralelo con lo establecido en la Ley 
comercial, la Ley tributaria y, finalmente, las excepciones en la Ley; esto de manera 
más completa en el estudio objetivo del impuesto. 
1.3. Elemento objetivo. 
El aspecto material del impuesto se basa en las consideraciones gravables y la 
materia imponible sobre la que recae el impuesto. Podemos ver, en primer lugar, 
las actividades que la Ley entiende desarrollan el impuesto. Es decir, son las 
actividades que, al ser realizadas por los sujetos pasivos darán pie a una actividad 
imponible gravada. Dichas actividades son las actividades de servicios, industriales 
y comerciales.  
Estas actividades marcan los parámetros de desarrollo de las personas 
naturales o jurídicas sobre las que se desarrollarán, e igualmente obtendrán los 
ingresos sobre los que se gravará el impuesto de industria y comercio. Se 
encuentran desarrolladas de manera más amplia en los artículos 34, respecto a las 
actividades industriales; el artículo 35, respecto a las actividades comerciales y el 
artículo 36, respecto de las actividades de servicio de la Ley 14 de 1983. El 
desarrollo de actividades establecidas en la Ley, de manera declarativa, permite 
que se las puedan incluir dentro del concepto, las actividades afines o análogas.  
Las directrices para identificar cada una de las actividades han sido 
desarrolladas tanto de manera legal como jurisprudencial. Dada la magnitud de 
cada una de las actividades para este caso de estudio sólo tomaremos las 
actividades comerciales. Dado que la problemática a tratar en este caso es respecto 
al manejo de los ingresos por concepto de dividendos como ingresos gravados o 
no, por el impuesto de industria y comercio. Es esta actividad la que encierra los 
procesos de acciones y dividendos que guían la tesis. La actividad comercial se 
presenta en los casos en los que se da “[…] la negociación a título oneroso de las 
partes de interés, cuotas o acciones; […]” (Decreto 410, 1971) (Art. 20) 
Las actividades de comercio se relacionan en los aspectos materiales de la Ley 
comercial y se entrecruzan para dar significado completo a la normativa de estas. 
Se revisará más adelante la forma como es entendido este artículo, así como la 
explicación del aspecto material del impuesto de industria y comercio. En este 
mismo sentido, se analizarán las normas tributarias que no se encuentran 
relacionadas en la Ley 14 de 1983. 
Teniendo en cuenta la identificación de las actividades de acuerdo con la Ley y 
centrándonos en las actividades comerciales es importante analizar la descripción 
que la Ley da a las actividades comerciales y los choques que se presentan entre 
las otras planteadas en la Ley, y en las diferentes normativas que la afectan de la 
misma manera.  
La actividad comercial en la Ley 14 de 1983 cita:  
“Artículo 35. Se entienden por actividades comerciales, las 
destinadas al expendio, compraventa, o distribución de bienes o 
mercancías, tanto al por mayor como al por menor, y las demás 
definidas como tales por el Código de Comercio siempre y 
cuando no estén consideradas por el mismo Código o por esta 
Ley, como actividades industriales o de servicios” (Ley 14, 1983)  
(Art. 35) (Subrayas fuera del texto). 
Las actividades comerciales son “las destinadas al expendio, compraventa, o 
distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al  por menor, y las 
demás definidas como tales por el Código de Comercio, siempre y  cuando no estén 
consideradas por el mismo Código o por esta Ley, como actividades industriales o 
de servicios” (Ley 14, 1983) (Art. 33). Dichas actividades se encuentran 
relacionadas a las actividades citadas en la Ley como actividades comerciales. Es 
evidente que se refiere a las de expendio y en general las más aproximadas a los 
servicios de compra y venta de los servicios comerciales básicos del hecho. 
1.4. Aspecto cuantitativo. 
1.4.1. Base gravable 
La base gravable en el impuesto de industria y comercio se “determina sobre el 
promedio mensual de ingresos brutos del año inmediatamente anterior” (Piza 
Rodriguez, 2017, pág. 169) que obtengan las personas o sociedades por el ejercicio 
de actividades gravadas. Aunque inicialmente se consideraban los ingresos por las 
actividades comerciales, industriales y de servicios con el artículo 341, de la Ley 
1819 de 2016, se realizó una modificación a la base gravable del impuesto 
establecido en el artículo 33 de la Ley 14 de 1983, que, con dicha modificación 
establece:  
“La base gravable del impuesto de industria y comercio está 
constituida por la totalidad de los ingresos ordinarios y 
extraordinarios percibidos en el respectivo año gravable, 
incluidos los ingresos obtenidos por rendimientos financieros, 
comisiones y en general todos los que no estén expresamente 
excluidos en este artículo” (Ley 14, 1983) (Art. 33) (Subraya 
fuera del texto). 
Inicialmente se había indicado, la base gravable estaba especificada de 
acuerdo con las actividades realizadas, pero con la Ley se modifica para adoptar el 
concepto de base gravable, que lo amplia a todo aquello que no se encuentre 
claramente excluidos en ese artículo. En el caso de los dividendos, como de muchos 
otros hechos que pueden estar en discusión, pueden entrar a ser gravados de 
acuerdo con esta nueva definición del artículo.  
El permitir cualquier hecho no determinado en el artículo 33, permite que se 
pueda entender que los dividendos pueden ser entendidos como conceptos 
gravables del impuesto de industria y comercio. Al no tenerse una limitante todas 
las actividades que generen ingresos y no se encuentren expresamente excluidos 
en el artículo estaría incluido, esto afectando no sólo el tema de dividendos, sino 
cualquier otro que no se tenga claramente establecido para el impuesto y pueda 
llegar a constituir un ingreso a cualquier actividad desarrollada por una persona 
natural, jurídica o sociedad de hecho.  
Sería interesante revisar todas las actividades que en algún momento no fueron 
consideradas por la administración como gravada. Pero ahora la administración 
cuenta con una herramienta de cobro o una carta blanca de incluir estas actividades 
como gravadas. 
Con esta modificación se amplía la base gravable y, además, de los ingresos 
ordinarios y extraordinarios adquiridos; se toman en cuenta todos aquellos que 
inicialmente pudieron no encontrarse contemplados.  
Igualmente, se encuentran bases gravables especiales en este impuesto, en lo 
referente a las actividades realizadas por medio de intermediarios o que realicen 
actividades bajo comisión o encargo, igual las personas o sociedades que sean 
distribuidores de productos de petróleo y demás combustibles.  
En el caso de los dividendos se crea nuevamente la incertidumbre de, si deben 
o no entenderse como gravada, vista la amplitud de la base gravable. En el 
momento en el que se determine qué es un ingreso, puede ser incluido en la base 
gravable del impuesto. De igual forma, deberá alinearse con los demás preceptos 
para considerar que no cuenta como una actividad excluida o es realizada por un 
sujeto no obligado; pero este dependerá de los hechos de cada caso estudiado y el 
proceso comercial y tributario adelantado por el contribuyente. En principio, 
entiende la doctrina que sí puede entenderse como un avance a favor de la 
administración, para la definición a favor de esta, sobre los ingresos por concepto 
de dividendos se encuentran incluidos en la base gravable del impuesto de industria 
y comercio (Osorio Vesga, 2017, pág. 257). 
El caso en el que se centra el presente documento, los ingresos por concepto 
de dividendos, es un claro ejemplo de los conflictos que ha traído la indeterminación 
respecto a la ampliación de la base gravable de los ingresos gravados por el 
impuesto de industria y comercio. Los ingresos estudiados provienen en ciertos 
casos de rentas pasivas que tiene el sujeto pasivo o de la realización de actividades 
de inversión por parte del sujeto pasivo.  
La definición de actividad inversionista va relacionada con los procesos de 
recepción de rendimientos financieros, la cual puede ser recibida por la persona 
natural, jurídica o la sociedad de hecho del proceso. La actividad de inversión va 
ligada a la idea de obtener una ganancia por la entrega de dinero. En muchos casos 
esta entrega queda respaldada por la acción que se le entrega al inversionista, 
siendo las ganancias los dividendos a ser distribuidos por la empresa. El concepto 
de actividad de inversionista amplia el rango de la Ley, pues comprende a 
cualquiera que realice una inversión. Dicho artículo no se ha visto afectado por las 
nuevas reformas tributarias que se han presentado en los últimos dos años por lo 
que no es necesaria la modificación de la legislación en este aspecto.  
Dada la necesidad que se tenga una conexidad entre las actividades de 
inversión y rendimiento financiero, con las actividades comerciales y los actos de 
comercio en los que se encuentran encausados; siendo inusual que se amplíe la 
actividad inversora y sea este el término utilizado. Los actos de inversión a los que 
se refiere esta actividad están determinados en el artículo 20 del Código de 
Comercio, numeral 5. La inversión es ejemplo de esta negociación cuando es 
entendida desde un punto de vista comercial organizado. Como lo ha demostrado 
en su libro Parra Ortiz (2004), de la combinación presente en las actividades de 
comercio y mercantiles, así como de las condiciones de la persona que ejecuta la 
actividad de inversión, “los rendimientos financieros conforman la base gravable, 
siempre y cuando los mismos se obtengan como consecuencia del ejercicio de una 
actividad gravada, es decir de una actividad comercial” (Pág. 212)  
En esa dirección, todos los actos de comercio provenientes de las actividades 
que puedan ser tomadas como inversión están obligadas a pagar impuesto de 
industria y comercio. El conflicto se acentúa debido a que, en este tipo de 
actividades, se ha entendido que en la doctrina sólo serán gravables cuando se 
encuentren bajo el marco de una actividad comercial, realizada por personas 
determinadas como comerciantes. El concepto de comerciantes y personas que 
realicen actos comerciales será estudiado a profundidad más adelante, para poder 
entender con mayor claridad y profundidad las ramificaciones del concepto. Sin 
embargo, sí es posible decir en este caso, las actividades de comerciante influirían 
sobre terceros que no realizasen una inversión u obtención de un rendimiento 
financiero, como parte de su negocio sino como una consecuencia; ejemplo de ello, 
los rendimientos por una cuenta de ahorros o corrientes (Parra Ortiz, 2004).  
En este caso consideramos: no puede entenderse que existe una conexidad 
necesaria para que se tengan como obligatorio el cobro de las actividades de 
inversión en su condición de un acto genérico realizado en cualquier momento, con 
o sin ánimo de obtener un ingreso, con ánimo de lucro personal.  
La nueva base gravable de las condiciones de las actividades gravadas lleva 
a entender que pueden ser gravados los dividendos. El proceso en este caso 
depende de las categorías utilizadas como lo son las actividades inversionistas y la 
base gravable indefinida. En el momento en que confluyen el impuesto, dos 
condiciones que dan luces a la administración para cobrar, se abre la opción de 
aceptarlas como gravadas.  
En vista de lo anterior, procederemos a describir el impuesto de industria y 
comercio, en tanto que su normativa influye en la incertidumbre y la problemática, 
de cuándo debe o no ser entendido como gravado el ingreso por concepto de 
dividendos. 
1.4.2. Tarifa 
Como se analizó anteriormente, los dividendos se encuentran en el aspecto 
especifico de las actividades comerciales. Para las actividades comerciales se ha 
establecido la tarifa del artículo 33, numeral 2 de la Ley 14 de 1983. En este se 
expresa que la tarifa a ser cobrada en estos casos, si se llega a tomar como gravado 
el dividendo, es la tarifa del “2- 10 x1000 para actividades comerciales o de servicio” 
(Ley 14, 1983) (Art.33). El cobro de esta tarifa se encuentra dentro de un margen 
de movimiento que pasa a determinar cada municipio. 
Es necesario indagar en cada uno de los casos cómo se deberá gravar el valor, 
pues no se ha tomado como valor de tarifa para ejemplificar el proceso de cobro. 
Se permite en el margen de autonomía tributaria del municipio, que se consideren 
las tarifas a ser aplicadas en cada uno de los casos.  
En el caso particular de Bogotá, se toman en cuenta como “otras actividades” 
en el momento de ser gravados los dividendos pues no se encuentran especificados 
en las demás actividades enumeradas antes en el artículo 53. La tarifa para aplicar 
entonces es del 11,4 X 1.000 (Parra Ortiz, 2011)(Art.53)  
Como se puede ver sale de la esfera de lo establecido por la Ley, pero es claro 
que Bogotá no comparte las opciones de tarifa de la Ley nacional y puede establecer 
sus tarifas hasta un 30 x 1000. 
1.5. Aspecto espacial 
 El impuesto de industria y comercio no tiene como requisito esencial dentro de 
su articulado que se tenga un establecimiento de comercio para el que debe 
desarrollarse una actividad. La falta de establecimiento permite que la persona 
desarrolle actividades que se consideren gravadas y que no necesiten un espacio 
físico específico, ejemplo de esto son las actividades profesionales, las cuales no 
necesitan un espacio físico independiente para su desarrollo. 
Además, considerando que en la actualidad se ha desarrollado un mercado en 
internet, en el que se permite el impulso de actividades económicas sin necesidad 
de un establecimiento permanente o una zona de comercialización diferente al 
espacio virtual asignado. Este proceso de gravamen de la actividad en un espacio 
demarcado va a condicionar la forma de cómo se entiende, cobrado el impuesto y 
el municipio, que será obligado a recaudarlo.  
Así mismo, el impuesto de industria y comercio maneja un aspecto de 
territorialidad que limita el cobro de este al municipio en el que se desarrolla la 
actividad gravada en el impuesto. Efectivamente, permite delimitar la región que 
puede gravar la actividad y lograr acuerdos entre los territorios que compartan una 
industria y actividad gravada, para pagar los impuestos en uno u otro municipio.  
La territorialidad del impuesto de industria y comercio fue ampliada por el 
artículo 343 de la Ley 1819 de 2016, en la cual se establecen claramente las 
posiciones a ser adoptadas por el contribuyente y la administración para los 
diferentes casos en los que se realicen actividades gravadas en diferentes 
territorios.  
La territorialidad en este impuesto puede ser determinada de acuerdo con el 
lugar en el que se realice la actividad gravada, donde se venda el objeto producido 
o en el sitio en el que se encuentre la sede comercial principal de la sociedad. Las 
diferencias en la determinación del sitio en el que se grava el dividendo dependerán 
de la actividad desarrollada, teniendo en cuenta que no es posible establecer una 
única regla para todas las actividades. 
Cuando la actividad refiere al gravamen de las actividades, con ingresos por 
concepto de dividendos, el lineamiento más cercano para la definición de 
territorialidad en este caso es el indicado en el numeral d, menciona que serán 
gravadas “en el municipio o distrito donde se encuentra ubicada la sede de la 
sociedad donde se poseen las inversiones” (Ley 1819, 2016) (Art.343).  
Este lineamiento establecido en la Ley 1819 de 2016 aunque no determine de 
manera precisa, lo concerniente a los dividendos gravados; en todos los casos sí 
arroja luces respecto al municipio que obtendría los ingresos por el impuesto en 
caso de que se consideren gravados los dividendos y es la guía más cercana en 
cuestiones de temporalidad que podemos encontrar como modificación del 
impuesto en este hecho determinante.  
Esto respecto al ámbito material del impuesto, luego, si lo unimos con el aspecto 
subjetivo del impuesto y el sujeto que será gravado con el tributo, se evidencia que 
la territorialidad del impuesto en su aspecto material difiere de la territorialidad del 
sujeto pasivo.  
La ubicación del sujeto pasivo, su reconocimiento como persona jurídica, natural 
o sociedad de hecho, no será referente para el pago de impuesto de industria y 
comercio. El impuesto se pagará independientemente de la ubicación del sujeto 
pasivo. Esto podría ser un hecho complicado para los pequeños municipios en el 
caso del pago del impuesto. Si bien muchas empresas modifican su ubicación a 
municipios que les represente ventajas tributarias o de desarrollo de su empresa, 
no siempre sucede lo mismo con sus accionistas o trabajadores. 
Las personas que perciben ingresos de estas empresas no se ubican a sus 
alrededores, por lo tanto, en el momento en el que se perciba el ingreso, el hecho 
inicial es que se graven en el municipio en el que se encuentra ubicado el sujeto 
pasivo.  
El ingreso considerado sobre la base del sujeto pasivo, por ejemplo, si se 
percibe como un comerciante, debe entenderse en la zona en la que ejerce sus 
actividades comerciales; en otras palabras, si su domicilio comercial es Bogotá se 
entendería su pago de impuestos deberá ser en Bogotá. Igualmente, si 
consideramos una persona natural no comerciante que ejecuto la actividad 
comercial de inversionista, debería poder gravar sus ingresos en el sitio donde el 
entiende los recibió, y no en el sitio en el que la empresa los distribuye, pues esta 
situación no guarda una directa relación con la ubicación espacial del sujeto a ser 
gravado.  
Esta regla de territorialidad beneficia a los municipios con grandes 
asentamientos industriales, comerciales o de servicio, pero no por esto se daría un 
beneficio directo respecto a la cantidad poblacional que tiene o al ingreso de su 
población activa para el pago del impuesto, pero puede afectar pequeños 
municipios.  
La decisión, en esa dirección, tiene que ver con que se recaude en la sede de 
la sociedad, donde se puede tomar en cuenta un caso que puede dar una opción 
de mejora y flexibilización del recaudo entre dos municipios.  
En su momento, se realizó la discusión acerca de una posible doble tributación 
en el impuesto de industria y comercio. Ahora bien, esta fue contemplada para 
actividades industriales, y a pesar de que ha sido un asunto algo zanjado, se 
considera importante reconocer una consideración de los doctrinantes sobre el 
proceso de división del tributo. El Consejo de Estado en este caso determinó que el 
sitio en el que se grava el impuesto, es en la sede fabril y no comercial de la 
sociedad, hecho que puede discutirse incluso en los procesos de escisión de las 
empresas en las que se adaptan empresas con propósitos de fabricación y 
comercialización de producto, siendo estas aun así empresas con objetivos e 
identificaciones tributarias diferentes (Quiñones Montealegre, 2009, pág. 158); 
además de contemplar que no es el Consejo de Estado la corporación competente 
para pronunciarse sobre el articulado, pues correspondía este proceso al Congreso 
de la Republica (Posada Garcia-Peña, 2004, pág. 112) 
Sin embargo, como puede ser observado del análisis que realizó el instituto de 
Colombiano de Derecho Tributario en su momento, es evidente que la eliminación 
de la doble tributación “ha sido un problema que no se ha podido resolver 
totalmente”2 (Posada Garcia-Peña, 2004, pág. 111)  
Este conflicto de doble tributación, aunque fue analizado en un proceso de 
actividades fabriles, puede ser tomado en consideración para las actividades 
comerciales. En este caso las actividades de comercialización quedan unidas a las 
industriales y pasan a tener prevalencia las industriales como sede de recaudo. Para 
estos casos se había planteado un proceso de división de los ingresos, el cual 
puede ayudar a compensar las cargas tributarias para los municipios; esto es, que 
se dividieran en porcentajes los ingresos que se esperaban generar en cada uno de 
los establecimientos contra los generados en la sede fabril. La división porcentual 
del ingreso favorece a los municipios en el aspecto de gravar los ingresos de 
manera proporcional a los lugares que tienen efectos y desarrollan actividades 
comerciales. 
La división porcentual puede ser tomada en cuenta para las actividades 
comerciales y específicamente los dividendos, en este caso se puede gravar un 
porcentaje a la sede efectiva de cobro del ingreso y hacer un paralelo al ingreso 
efectivamente obtenido por el sujeto pasivo, logrando un equilibrio en los pagos de 
impuestos de los dos sin crear un detrimento en ninguno de los dos municipios.  
1.6. Aspecto temporal. 
El impuesto de industria y comercio es cobrado de manera anual sobre los 
ingresos obtenidos por la persona natural, jurídica o la sociedad de hecho. Con 
excepción de Bogotá quien tiene como base gravable los impuestos netos obtenidos 
en el periodo bimestral del impuesto (Parra Ortiz, 2011)(Art.42) 
 
2 Los conflictos de doble tributación del impuesto de industria y Comercio pueden ser observadas en sentencias 
que datan de 1990 pero, debido a la extensión del tema, sugerimos que el libro del Antonio Quiñonez 
Montealegre, “El impuesto de Industria y Comercio. Conflictos y propuesta de reforma”, el cual cuenta con 
una amplia cantidad de sentencias del Consejo de Estado del tema y un estudio crítico de la territorialidad 
del Impuesto de Industria y Comercio a lo largo de los años.  
El aspecto temporal del impuesto determina el momento en el que este se 
causa. Para el caso del impuesto de industria y comercio, es importante confirmar 
la fecha de causación, teniendo en cuenta no es necesario que se cuente con un 
periodo de realización de las actividades comerciales gravadas.  
No todas las actividades gravadas tienen un proceso de recepción fija del 
ingreso, ni se extienden por un periodo de tiempo claramente establecido, sobre 
todo en el impuesto de industria y comercio. Las actividades comerciales, como se 
dijo anteriormente, pueden ser realizadas de manera continua o discontinua, por lo 
que no es necesario que una persona realice múltiples actividades gravadas o la 
misma actividad numerosas veces. Sólo con la realización de la actividad se 
entenderá gravado el sujeto. 
Cuando se refiere a dividendos surge la pregunta respecto al momento en el 
que se debe entender como gravado el ingreso. Existen diferentes formas de 
concebir, cuando se entiende gravado el dividendo, e igualmente el momento en el 
que el mismo pasa a ser considerado como ingreso a ser gravado. Podemos 
guiarnos por lo establecido por las normas de renta en lo referente a dividendos. Un 
dividendo para una empresa puede ser gravado contable o fiscalmente, los dos 
momentos son diferentes en su asimilación.  
En primer lugar, contablemente se ha entendido que el dividendo debe ser 
plasmado en libros y reconocido contablemente en el momento en el que la 
asamblea determine que se hará repartición de dividendos. En este caso, entonces, 
contablemente se marcaría una pauta de solicitud del impuesto (Superintendecia 
Financiera, 2005). ¿Es posible entonces entender que una vez la empresa informa 
en acta que se realizará la entrega de dividendos los accionistas y demás 
participantes deberán entender como gravados sus ingresos y deberán pagar el 
impuesto de industria y comercio? 
En este mismo sentido, el Estatuto tributario dice que los dividendos se 
entenderán efectivamente recibidos en el momento en que sean abonados en 
cuenta en calidad de exigibles (Zuluaga Potes, 2018)  (Art. 27-1). Es decir, el ingreso 
para concepto de rentas será entendido en el momento de la exigibilidad. No 
entendiendo en este caso que el ingreso sea efectivamente percibido por la 
persona, lo que aclara este momento es que en caso de requerirlo es posible entrar 
a solicitar el ingreso y este le será entregado.  
El momento para ser gravado el impuesto, por el concepto de dividendos, no 
refiere una información clara de si debe ser gravado de acuerdo con el concepto 
contable o al concepto fiscal del dividendo.  
Por último, es posible considerar el artículo 48 del estatuto tributario, y preguntar 
en esa dirección si, haciendo una analogía tanto del ingreso del dividendo en el 
impuesto de industria y comercio, ¿es posible considerar igualmente, la condición 
del porcentaje de ingresos gravados y no gravados por el impuesto? Es claro que 
existe contablemente un porcentaje del ingreso por concepto de dividendos que el 
impuesto de renta pasa a ser adoptado por la empresa que lo distribuye, pero esta 
línea del impuesto de renta y el de industria y comercio no se encuentra 
determinado. La analogía del impuesto es poco clara, en tanto puede interpretarse, 
el ingreso que la empresa pone como exigible para los accionantes ha sido ya 
gravado por el impuesto de industria y comercio que se le aplico a la empresa por 
las actividades que desarrollo, como forma de desarrollo social, sean estas de 
servicio, comerciales o industriales.  
La opción de analizar los dos impuestos como uno solos para los conceptos de 
dividendo se amplía demasiado para los conceptos de ingresos. No es posible en 
este trabajo entrar a analizar las capacidades analógicas de la Ley respeto a los dos 
impuestos, de renta e industria y comercio, respecto al ingreso por dividendos. Pero, 
es posible plantar la inquietud de las condiciones bajo las cuales puede entenderse 
que una vez pagado el impuesto de industria y comercio por parte de la empresa es 
posible entender como exento del pago el ingreso por dividendos del accionista que 
lo recibe, siendo una fuente tan cercana a la de la renta y guardando el mismo 

















CAPITULO II:  ANALOGÍAS Y REFERENCIAS EN EL IMPUESTO DE INDUSTRIA 
Y COMERCIO.  
 
Las analogías hacen parte de los estudios fundamentales del derecho. Las 
leyes no alcanzan a tener la velocidad que maneja la sociedad y a veces no se 
encuentra preparada para cubrir todos los espacios legales y normativos que la 
sociedad necesita, o requiere inclinarse en áreas más especializadas del derecho 
para obtener las respuestas que requiere.  
Las analogías son entendidas según lo describe la RAE como el “Método por el 
que una norma jurídica se extiende, por identidad de razón, a casos no 
comprendidos en ella” (Real Academia Española (RAE), 2020). En nuestro caso de 
estudio nos centraremos en las analogías y referencias que maneja el derecho 
tributario para establecer los gravámenes o no de las actividades comerciales, 
industriales y de servicios. Específicamente intentar mostraren que normas se 
encuentran los lineamientos normativos para entender cuando las actividades 
realizadas por las personas naturales y jurídicas permiten la configuración del 
gravamen del impuesto de industria y comercio por los ingresos obtenidos por los 
dividendos.  
En este capítulo se analizarán en primer lugar la remisión que hace al Código 
de Comercio en la Ley 14 de 1983 a las actividades comerciales establecidas en el 
Código de Comercio, la condición de comerciante y las calidades y capacidades de 
la empresa de acuerdo con este para considerar que sus ingresos deben ser 
gravados con el Impuesto de industria y comercio. La definición y remisión contenida 
en el artículo 60 del Estatuto Tributario para la calificación de los activos fijos, los 
cuales no hacen parte de la base gravable del gravamen de acuerdo con el artículo 
33 de la Ley 14 de 1983.Las exenciones al gravamen presentadas en el artículo 39 
de la Ley 14 de 1983 
2.1. Actividades comerciales. 
La Ley 14 de 1983 señala que las actividades comerciales serán las indicadas 
en el Código de Comercio, mientras no se contrapongan a las que se tiene en la 
Ley. Viendo que las establecidas en la Ley no constituyen una actividad que genere 
dudas o contradicciones, y que son claramente establecidas. Nos centraremos en 
las actividades que describe el Código de Comercio como comerciales. 
Las establecidas por la Ley y el Código incluyen un repertorio amplio de 
actividades, en general no descritas de manera taxativa, sino con lineamientos que 
se entienden como actividad comercial. Realizar, entonces, un análisis de todas las 
actividades del código nos desviaría del problema del trabajo; por lo tanto, nos 
concentraremos en las actividades comerciales que desarrollan los dividendos. 
Justamente, en el numeral 5 del artículo 20 se menciona: “Son mercantiles para 
todos los efectos legales: 5) La intervención como asociado en la constitución de 
sociedades comerciales, los actos de administración de estas o la negociación a 
título oneroso de las partes de interés, cuotas o acciones (…)” (Decreto 410, 1971) 
(Art. 20) 
2.1.1. Actos de comercio según el Código de Comercio. 
En este caso, él acto de comercio es la negociación onerosa de acciones. En el 
momento en el que se realice, por parte de una persona natural, la negociación de 
acciones a título oneroso deberá considerarse que realiza una actividad comercial 
de acuerdo con lo establecido por el Código de Comercio, y en este mismo sentido 
sobre la base de la Ley 14 de 1983. Por lo tanto, la posesión de acciones que 
generen ingresos por dividendos a las personas constituiría la obligación de pago 
del impuesto de industria y comercio o establecerse la obligación de una 
negociación mercantil para que se dé el hecho generador3. 
 
3 Como se anotó anteriormente, la doctrina consideraba que si se encontraba dentro de una actividad económica 
realizada por una empresa debía ser gravada. (Parra Ortiz, 2004) 
La expresión “a título oneroso” que contiene el numeral 5 del artículo 20 del 
Código de Comercio; fija que las acciones han sido negociadas con un ánimo 
oneroso.  El sujeto pasivo de la actividad debe enfocarse en la onerosidad de la 
actividad que realice, en este caso debemos establecer que “[…] dicha expresión “a 
título oneroso”, en manera alguna implica la presencia de ánimo de lucro” 
(Superintendencia de Industria y Comercio, 2002). Es necesario, en ese sentido, 
que las persona natural o jurídica a las que se les considere deben realizar esta 
actividad comercial con una intención de lucro.   
Las entidades que sean constituidas y no cuenten con un ánimo de lucro claro, 
no podrán ser entendidas como empresas comerciales. Este hecho se extendería a 
todos los sujetos que no tengan ánimo de lucro; toda entidad sin ánimo de lucro 
puede entenderse como exenta del impuesto, pero puede llegar a realizar 
actividades comerciales específicas; tal y como se indicaba anteriormente, contar 
con una temporalidad intermitente para los casos del impuesto de industria y 
comercio.  
La duda entonces es como determina la administración y en ultimas el Consejo 
de Estado la delgada línea entre entidades sin ánimo de lucro no exentas del 
impuesto de industria y comercio por la Ley 14 de 1983 y cuando estas pueden 
generar como actividad comercial gravada la negociación de acciones establecida 
en el artículo 20 numeral 5 del Código de Comercio.  
2.1.2. Objeto social y giro ordinario de los negocios.  
Por otro lado, en el caso de las personas jurídicas, para establecer que se tiene 
una la negociación de las acciones como actividad comercial de la empresa, esta 
debe estar establecida como la actividad de la sociedad. La actividad deberá 
desarrollarse, entonces, como una obligación continua y propia de su negocio. Es 
posible identificar dos (2) elementos de descripción empresariales que permiten 
análisis y determinaciones sobre las obligaciones de las empresas, así como de las 
actividades que esta tiene permitido desarrollar. Dichas actividades son: el objeto 
social, incluyendo la capacidad de la empresa y el giro ordinario de los negocios.  
En el caso de la negociación de las acciones, el desarrollo comercial de las 
mismas debería estar establecido en el objeto social de la empresa para poder 
desarrollarla. La capacidad de la sociedad “se circunscribirá al desarrollo de la 
empresa o actividad prevista en su objeto. Se entenderán incluidos en el objeto 
social los actos directamente relacionados con el mismo y los que tengan como 
finalidad ejercer los derechos o cumplir las obligaciones, legal o convencionalmente 
derivados de la existencia y actividad de la sociedad” (Decreto 410, 1971) (Art. 90)  
En estos casos se puede considerar que, los objetos sociales determinan las 
actividades a desarrollar la empresa. Estas actividades incluirán todas aquellas 
actividades a ser realizadas por la empresa para el cumplimiento de su objeto 
social4.  
El desarrollo de estas capacidades de la empresa se verá establecido en el 
objeto social de la empresa. En esta se debe indicar claramente la capacidad para 
realizar actividades por parte de la empresa para lograr el funcionamiento de esta. 
El objeto social de acuerdo con el Código de Comercio, artículo 110, determinará 
las actividades completas y claras que desarrollará la empresa. El objeto social de 
la empresa debe ser claro y “Será ineficaz la estipulación en virtud de la cual el 
objeto social se extienda a actividades enunciadas en forma indeterminada o que 
no tengan una relación directa con aquél” (Decreto 410, 1971) (Art. 110). Salvo la  
legislación relativa a las Sociedades por Acciones Simplificadas. 
Puede, entonces, entenderse que, de no estar establecida en estas actividades 
la actividad de comercialización de acciones, esta no sería una actividad gravada 
para la empresa; pues no se encuentra en su objeto social. Dicho objeto social es 
el llamado a determinar las actividades que puede desarrollar la sociedad, y por las 
 
4 Teniendo en cuenta que la Ley 1258 permite a las Sociedades por Acciones Simplificadas (S.A.S) tener objetos 
sociales indeterminados, se analizará más adelante el giro ordinario de los negocios de estas empresas.  
cuales se producirán los ingresos por los que la empresa es obligada a pagar el 
impuesto de industria.  
La duda planteada entonces es, si puede considerarse que una empresa que 
no tiene determinado, dentro de su objeto social, la negociación de acciones, pero 
recibe ingresos por concepto de dividendos, ¿se encuentra como sujeto pasivo del 
impuesto de industria y comercio, obligado a ser gravado por los ingresos 
generados por estos activos exclusivamente? 
Lo indicado anteriormente surge debido a la posibilidad de darle tratamiento 
jurídico a las consideraciones dentro de los desarrollos empresariales y los giros 
ordinarios de los negocios, lo cual configura el segundo elemento. Esto quiere decir, 
las empresas aparte de su objeto social, realizan actividades sociales que le 
permiten obtener ingresos y que son propios de la empresa. De acuerdo con esto, 
ha sido establecido en la jurisprudencia del Consejo de Estado, que “solamente 
quedan cobijadas por giro ordinario aquellas actividades que, en forma habitual u 
ordinaria, ejecuta la sociedad; por ende, no estarán incluidos dentro de este, 
aquellos actos u operaciones que se realizan de forma extraordinaria o esporádica, 
porque resultan extraños al objeto social (principal y secundario) de la sociedad” 
(Sentencia 2013-00615, 2018) 
El giro ordinario de los negocios se relaciona con las actividades que la empresa 
debe desarrollar, con el fin de cumplir con el objeto social de la misma. No todas las 
actividades, sin embargo, son constitutivas del giro ordinario de los negocios, es 
posible entender que algunas actividades se realizan para la consecución de un 
objeto principal. No obstante, existen actividades propias de cada una de las 
empresas y las entidades comerciales, que son propias de toda actividad comercial 
y establecidas por Ley; dichas actividades pueden ser obligaciones de las 
empresas, como llevar contabilidad o los procesos bancarios de manejo de cuentas 
corrientes y de ahorro que no van directamente relacionadas a su objeto social, pero 
si son necesarias para los procesos administrativos y de funcionamiento de la 
empresa.  
De las actividades desarrolladas por la empresa, incluidas en su objeto social o 
determinantes para el giro ordinario de los negocios, se entenderá que la sociedad 
como persona jurídica permitirá que se desarrollen sus actividades. Ahora bien, 
queda la incógnita sobre las actividades a ser gravadas, dependerán de las 
actividades establecidas en el objeto social de la empresa, limitándose a las 
actividades establecidas en su constitución como empresas, y de sus capacidades 
como empresas para desarrollar actividades propias, de acuerdo con su objeto 
social o si se determinarán de acuerdo con el giro ordinario de los negocios.  
La incertidumbre respecto a las actividades a ser desarrolladas, se establece 
por los negocios propios de la empresa que podrían no estar taxativamente 
establecidas en el objeto social de la empresa, y dadas las actividades, por tanto 
puede llegar a crearse una inseguridad con relación a las actividades empresariales, 
puede llegar a considerarse que los ingresos obtenidos por las empresas, por 
concepto de dividendos, sean gravados por el impuesto de industria y comercio en 
consonancia con las actividades de la empresa, consideradas o no dentro de su 
objeto social. 
2.1.2.1. Comerciantes. 
En correspondencia con lo anteriormente citado, el primer aspecto a analizar es 
la relación de las actividades comerciales determinadas en la Ley, comparándolas 
con las actividades comerciales que se encuentran establecidas en el Código de 
Comercio (Ley 14, 1983) (Art.35). Es importante realizar el estudio de lo que 
considera el Código de Comercio, en tanto comerciante, en un sentido amplio de la 
palabra, pues debe detallarse desde una visión subjetiva la calidad que se obtiene 
de quien ejecuta una actividad comercial, e influye en la condición material del 
impuesto y la presencia que debe tener en el negocio para ser llamado comerciante.  
El concepto de “Comerciante” se puede encontrar en el Código de Comercio, y 
ser comparado y asimilado con el sujeto pasivo del artículo 32 de la Ley 14 de 1983, 
“la calidad de comerciante se adquiere, aunque la actividad mercantil se ejerza por 
medio de apoderado, intermediario o interpuesta persona” (Decreto 410, 1971) 
(Art.10), En otros términos, se define a un sujeto pasivo que puede realizar la 
actividad de manera directa o indirecta. Por lo tanto, en este caso es posible 
considerar que, el comerciante, tanto para el Código de Comercio como para el 
impuesto de Industria y comercio, puede realizar sus actividades comerciales de 
manera personal o por intermediarios.  
En segundo lugar, el artículo 11 del Código de Comercio indica: “Las personas 
que ejecuten ocasionalmente operaciones mercantiles no se considerarán 
comerciantes, pero estarán sujetas a las normas comerciales en cuanto a dichas 
operaciones” (Decreto 410, 1971) (Art. 11), puede, entonces, aquellos no 
considerados como comerciantes, como indica el impuesto de industria y comercio, 
desarrollan su actividad de manera ocasional y no permanente. La aclaración de si, 
la persona debe o no considerarse como comerciante, es transcendental, pues es 
uno de los elementos relevantes en los casos en los que se debe determinar si la 
persona que realiza una actividad comercial es o no un comerciante; y, por lo tanto, 
realiza una actividad desde el punto de vista comercial y en conexidad con el 
aspecto tributario.  
En tercer lugar, podemos ver quién es considerado comerciante o, que 
desarrolla la actividad de comerciante de acuerdo con el Código de Comercio, son 
“las personas que profesionalmente se ocupan en alguna de las actividades que la 
Ley considera mercantiles” (Decreto 410, 1971) (Art. 10), es decir, que las personas 
que pasarán a ser consideradas como comerciantes, deberán realizar sus 
actividades de manera profesional. En este sentido, se puede entrar en conflicto con 
lo que se consideraría como comerciante, en cuanto a la temporalidad que le asigna 
al sujeto pasivo el artículo 32 de la Ley 14 de 1983. En esa dirección, un comerciante 
no necesita realizar la actividad de manera permanente u ocasional (Ley 14, 1983) 
(Art. 32). 
Surge el conflicto, de todas maneras, en el momento en el que se ha dado la 
transición de comerciante o persona natural, y el momento en el que este cambio 
pasa a configurar entonces una modificación en su condición de realizador o no, de 
una actividad comercial. Es posible preguntarse en qué momento pasa una persona 
natural a realizar una actividad comercial, que le imponga así mismo la obligación 
de reportar sus ingresos como constitutivos del pago por el impuesto de industria y 
comercio.  
En el caso de las sociedades creadas es evidente, pues como lo contempla el 
artículo 100 del Código de Comercio “se tendrán como comerciales, para todos los 
efectos legales las sociedades que se formen para la ejecución de actos o empresas 
mercantiles” (Decreto 410, 1971) (Art.100). Es un hecho que las sociedades creadas 
para las actividades y actos de comercio serán comerciales, y realizarán actividades 
comerciales sin conflicto con el impuesto.  
Estas dudas aplican igualmente a los procesos de dividendo, al considerar la 
persona que los posee y obtiene ingresos por estos, puede o no adquirir 
inmediatamente la condición de comerciante. En este mismo sentido, debe 
consultarse en qué momento este ingreso genera la obligación de registro y pago 
del impuesto de industria y comercio, y en qué condiciones debe hacerla.  
2.2. Analogía en la norma tributaría. 
Además de estas actividades se refiere la Ley a aquellas actividades que se 
encuentran establecidas en el Código de Comercio. Podemos entender de este 
proceso de interpretación analógica de la Ley tributaria, en este caso se utiliza un 
proceso extensivo de la Ley comercial a la Ley tributaria. A pesar de que no se llene 
de concepto en general, la Ley tributaria sí se remite a la Ley comercial con el fin de 
darle contenido a los establecido en ella.  
La Ley comercial referida en este caso permite una analogía jurídica de 
complemento de la Ley tributaria. Existen doctrinantes que no aceptan la analogía 
en la Ley tributaria. La analogía se presenta cuando se llama de contenido la Ley 
dado que existe una laguna legal5 (Cano Martínez de Velasco, 2012, pág. 45). En 
este caso no es posible hablar de una laguna como de un complemento de la Ley 
pues la Ley misma es la que remite a la norma comercial para completar sus 
procesos e “integrarlos a la Ley” (Álvarez Siota, 2010, pág. 85) 
La Ley tributaria debe considerarse completa para tener un proceso de 
seguridad jurídica al contribuyente. La Ley debe determinar los aspectos gravables 
básicos de la Ley, con el fin de que el contribuyente sepa con anterioridad y con 
total certeza, el hecho imponible de su actividad. Basada en esta seguridad no se 
acepta, en muchos casos, la dirección de la Ley tributaria. No obstante, es posible 
analizar de este caso, no una analogía, pues no se permite un espacio en blanco 
de la Ley que no se conoce, y por no tener guía se redirige a la Ley tributaria. La 
misma Ley dirige las actividades comerciales por lo que se puede considerar que 
es una actividad controlada y vigilada por el legislativo (Álvarez Siota, 2010, pág. 
27) 
Seguramente una vez que se dirige la Ley a las actividades entendidas como 
comerciales, se mantienen los principios de reserva de Ley y aplicación de la Ley 
tributaria de una manera clara. La reserva de Ley establece que la Ley solo podrá 
ser producida por el órgano competente y en este caso cumple con todas las 
formalidades de la Ley y se encuentra completamente establecida en la Ley 14 de 
1983. 
Es importante revisar que, la normativa especificada se encontrara mezclada, 
debido a que, en el caso de los dividendos, nos referimos a las actividades 
 
5 Entendiendo el término el término de "laguna" para describir el hueco normativo que se produce cuando no 
hay una disposición exactamente aplicable al caso” de acuerdo con lo expresado por José Ignacio Martínez 
de Velasco en su libro.  
comerciales exclusivamente; pues son las actividades que se relacionan el cobro 
del impuesto. Las actividades comerciales se encuentran de esta manera 
relacionadas, específicamente en el artículo 20 del código de comercio. Igualmente 
se verá con la aplicación del artículo 19, en el que se aclaran las condiciones de 
comerciante del sujeto pasivo, tanto por las actividades comerciales establecidas, 
como los actos de comercio que deban ser desarrollados por las partes. 
Aparte de este proceso se estudiará la Ley tributaria de los dividendos en 
cuestiones de activos fijos. Los activos fijos, al igual que las actividades comerciales, 
se encuentran en el mismo sentido de aplicación analógica del derecho tributario y 
comercial.  
Al final, la Ley tributaria debe primar, pues estas extensiones de la norma 
comercial no desnaturalizan las condiciones inicialmente establecidas en la Ley. Es 
en la Ley tributaria que se encuentran señalados los elementos básicos del 
impuesto de industria y comercio; además es en la Ley 14 de 1983, donde se 
establece de manera integrada el impuesto. La unión de la Ley como una forma de 
dar continuidad a la Ley, y así permitir que se ajuste a la naturaleza jurídica de los 
sujetos, le admite igualmente movimiento a la Ley tributaria, para ajustarla a los 
hechos jurídicos que se presentan día a día.  
Se revisarán como objetos materiales de la visión de la Ley comercial, así como 
la de la Ley tributaria en sus relaciones con la Ley del impuesto de industria y 
comercio.  
2.3. Analogía al Estatuto Tributario. 
Una vez revisados los procesos comerciales que se pueden observar en estos 
casos, se hace necesario analizar en esa dirección, las condiciones tributarias de 
los dividendos y acciones. Los dividendos obtenidos por las acciones deberán ser 
entendidas, de acuerdo con las características de las acciones, en tanto activos de 
la empresa para que pueda establecerse la relación de los ingresos como gravados 
por el impuesto de industria y comercio.  
Los ingresos percibidos dependerán de la calificación de activos de las 
acciones. En el ámbito de la Ley 14 de 1983, no se entenderán como gravadas los 
ingresos percibidos por la venta de activos fijos. De acuerdo con lo que cita el 
artículo 33 de la Ley:  
“Artículo 33. (…) No hacen parte de la base gravable los 
ingresos correspondientes a actividades exentas, excluidas o no 
sujetas, así como las devoluciones, rebajas y descuentos, 
exportaciones y la venta de activos fijos” (Ley 14, 1983) (Art. 33) 
Si se ve entonces que se entendería como un activo fijo debemos dirigirnos al 
Estatuto tributario.  
Artículo 60: Clasificación de los activos enajenados. Los activos 
enajenados se dividen en movibles y en fijos o inmovilizados. 
Son activos movibles los bienes corporales muebles o inmuebles 
y los incorporales que se enajenan dentro del giro ordinario de 
los negocios del contribuyente e implican ordinariamente 
existencias al principio y al fin de cada año o período gravable. 
Son activos fijos o inmovilizados los bienes corporales muebles 
o inmuebles y los incorporales que no se enajenan dentro del 
giro ordinario de los negocios del contribuyente” (Zuluaga Potes, 
2018) (Art. 60) 
Tal y como lo describe el artículo, es posible identificar de igual manera, 
aquellos que anteriormente asociábamos en las actividades de comercio, como el 
giro ordinario de los negocios. Estamos hablando de la actividad empresarial en el 
caso de las clasificaciones tributarias de activos fijos o movibles.  
Se entiende, entonces, las acciones que han sido negociadas por parte de la 
empresa serán comercializadas dentro del giro ordinario de los negocios, ya no 
desde un entendido de negociación de acciones como objeto social de las personas 
que la compra, sino desde el giro ordinario de los negocios. Como se había 
reseñado anteriormente, el giro ordinario de los negocios no se encuentra 
relacionado con el registro de la empresa, está dirigido de acuerdo con las 
actividades económicas adicionales que realiza la empresa.  
La implicación tributaria y comercial que le asiste a la consideración de activo 
fijo debe ser tenida en cuenta después de que se analice en conjunto la persona 
natural, jurídica o de hecho que pasa a ser objeto del impuesto.  
Puede concluirse, aun así, que estas son directrices que toman la norma para 
dar fuerza y complemento a la Ley tributaria y a la regulación del impuesto; más no 
por esto se determina la aplicación de la Ley comercial, o en este caso tributaria 
como una marca del tributo, sino que, al contrario, ayuda a dar contenido y 
entendimiento al contribuyente, y la administración como activo fijo o actividad 
comercial cuando deba ser juzgado. 
2.4. Exenciones tributarias.  
Finalmente, la Ley determina de manera expresa a aquellos sujetos que 
considera, no deben ser gravados por el impuesto de industria y comercio. Estas 
excepciones limitarán y permitirán terminar de revisar los sujetos pasivos del 
impuesto de industria y comercio y las actividades gravadas.   
El Impuesto de Industria y comercio permite que se creen por parte de los 
municipios excepciones, las cuales no pueden ser superiores a los diez (10) años, 
con el fin de desarrollar su Plan de Ordenamiento, de acuerdo con sus decisiones y 
necesidades (Piza Rodriguez, 2017, pág. 167). La autonomía dada por este artículo 
permite que los municipios elijan las industrias que le favorecerán en su desarrollo, 
creando un beneficio tributario para quienes decidan invertir en esta actividad. 
Ejemplo de este desarrollo está descrito en el artículo 46 del estatuto de rentas de 
Montería, en el que se exceptúa el pago e impuesto de Industria y comercio a los 
parqueaderos de vehículos que se ubiquen en las zonas céntricas de la ciudad. 
Estas excepciones, no obstante, no son ilimitadas y resultan limitados los 
municipios, no sólo en el tiempo máximo en los que pueden aplicar las excepciones, 
sino también en las actividades que pueden gravar o no en el impuesto.  
El artículo 39 de la Ley 14 de 1983, indica que, además de la limitación de 
tiempo contenida en el artículo 38 de la misma Ley, existen actividades que prohíbe, 
sean gravadas por el impuesto de Industria y Comercio. Las principales actividades 
señaladas con las actividades agrícolas y las actividades mineras de explotación de 
minas y canteras (Ley 14, 1983) (Art. 39). Además de estas se encuentran exentos 
ciertos establecimientos que se encuentran plasmados en el artículo 39 de la Ley 
14 de 1983 la cual cita:  
“(…) d) La de gravar con el impuesto de Industria y Comercio, 
los establecimientos educativos públicos, las entidades de 
beneficencia, las culturales y deportivas, los sindicatos, las 
asociaciones de profesionales y gremiales sin ánimo de lucro, 
los partidos políticos y los hospitales adscritos o vinculados al 
sistema nacional de salud (…)” (Ley 14, 1983) (Art. 39). 
En este trabajo nos centraremos en las actividades que se desarrollan en este 
ordenamiento debido a lo anteriormente comprendido, las actividades agrícolas y 
de explotación y extracción tienen un desarrollo industrial claro, el cual se encuentra 
centrado en la actividad como tal. Por lo tanto, es posible separarlo de las 
actividades que se realizan en los diferentes establecimientos que menciona el 
artículo 39, y que aunque puedan ser tomadas como actividades comerciales de 
acuerdo al numeral 16 del artículo 20 del Código de Comercio en el que se indica la 
“[…] explotación mercantil de las fuerzas o recursos de la naturaleza” (Decreto 410, 
1971) (Art. 20), el legislador ha decidido mantenerlas como actividades no gravadas. 
La idea de excluir estos establecimientos del cobro del impuesto es que dichas 
actividades no entrarían a desarrollar una actividad comercial lucrativa. Es posible 
entender que tienen un objeto social alejado de las actividades económicas, o que 
actividades mercantiles que tengan una función más de enriquecimiento privado, 
que de ayuda a la sociedad o a la comunidad en la que desarrollan sus actividades.  
Es posible observar que “(…) la empresa es una categoría mercantil (…)” y es 
que la organización de factores como capital y trabajo para el desarrollo de una 
tarea cualquiera de carácter civil (por ejemplo, la educación, la beneficencia y el 
ejercicio de profesiones liberales) es una realidad económica actual; sin embargo, 
ello no lleva necesariamente a calificarla como empresa en el sentido jurídico-
comercial) (Castro de Cifuentes, 2016, pág. 40) 
Este concepto de empresa nos permite ver más específicamente debido al 
conflicto que se genera, debido a la condición de entidades sin ánimo de lucro o con 
función social de los establecimientos, e incluso por la relación jurídico- comercial 
que el derecho toma para sus empresas y que no pueden ser observadas en las 
empresas tomadas como exentas en el impuesto. 
 Ahora bien, muchos de estos establecimientos cuentan con ingresos obtenidos 
por dividendos. Los ingresos pueden provenir de la donación de particulares o 
personas jurídicas a la entidad para que puedan desarrollar su objeto social o de la 
compra de acciones por parte del establecimiento para que se generen ingresos a 
favor de este.  
El conflicto en este caso surge al determinar, por un lado, cuándo los ingresos 
obtenidos por estos establecimientos pueden ser considerados como ingresos no 
gravados, pues cumplen con el principio de pertenecer a entidades sin ánimo de 
lucro que se encuentran exentas del pago de Impuesto de Industria y Comercio; o 
de otro lado, es posible establecer una obligación de pago a cargo del 
establecimiento por la venta de las acciones o el desarrollo de actividades 
comerciales diferentes a las que debe desarrollar con su actividad social, o bien por 
el monto de ingresos obtenidos por concepto de dividendos.  
Estas condiciones han variado de acuerdo con cada caso y el Consejo de 
Estado ha adoptado diferentes posiciones de acuerdo con los hechos concretos de 
cada una de las demandas que ha resuelto.  
El caso de los hospitales en general, y las entidades como los establecimientos 
educativos, han sido estudiados de manera separada por otros autores debido a la 
complejidad del desarrollo legal de estas actividades; las cuales ameritan ya un 
tratamiento más complejo sobre las modificaciones tributarias respecto a los 
impuestos y la exención dada a estos. Por lo anterior, este documento sólo se ha 
dirigido a ellas, en los casos concretos que puedan referirlos por la obtención de 











CAPÍTULO 3. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL. 
A continuación, se adelantará un estudio de las sentencias emitidas por el 
Consejo de Estado respecto del gravamen de dividendos por parte del Impuesto de 
Industria y Comercio. El proceso se dividirá como se analizó anteriormente en las 
principales problemáticas del impuesto, como lo son el gravamen basándose en la 
actividad principal, el giro ordinario de los negocios, así mismo el momento en el 
que se enmarcan en lo establecido en el artículo 20 numeral 5 del Código de 
Comercio y por último el chequeo del gravamen de los dividendos obtenidos por las 
personas naturales o jurídicas cuando los mismos son obtenidos por la venta de 
activos fijos, para este estudio se analizaron 98 sentencias de Consejo de Estado 
que tenían como tema principal el impuesto de industria y comercio en los ingresos 
por dividendos, de los que se terminaron tomando 45 sentencias de muestra hasta 
enero de 2020.  
Desde el momento en que se legisló acerca del impuesto de industria y 
comercio en la Ley 14 de 1983 surgieron conflictos con la interpretación y los hechos 
económicos a ser gravados por el impuesto. Como hemos venido analizando en 
este texto los dividendos son unas de las materias imponibles que más han 
generado conflictos en el impuesto. Los dividendos y su interpretación 
jurisprudencial ha sido materia de debate ante el Consejo de Estado desde su 
principio. 
Es posible observar que desde la primera sentencia emitida por el Consejo de 
Estado respecto al tema se han mantenido controversias y de igual manera se ha 
venido utilizando la jurisprudencia a favor o en contra dependiendo tanto de los 
hechos específicos de cada uno de los casos como en cada una de las situaciones 
de control del Consejo de Estado. Es evidente entonces el conflicto en la 
determinación de un dividendo como hecho gravable y es por esto por lo que 
procederemos a hacer el análisis jurisprudencial de manera dividida de acuerdo con 
los conceptos que se manejaron inicialmente como problemáticos para el desarrollo 
de las sentencias y la actividad comercial, sino también para permitir un mejor 
análisis de la situación debido a las diferentes opciones que se presentan al 
momento de entrar a analizar el impuesto.  
Jurisprudencialmente la actividad inversionista inició considerándose como una 
actividad de rentas pasivas. En este entendido ha establecido la DIAN que las rentas 
pasivas corresponden a “los activos que generan rentas pasivas, son aquellos que 
generan cada uno de los ingresos mencionados en el artículo 884 del Estatuto 
Tributario. Ejemplo de ello, son las acciones respecto de los dividendos, los bonos 
respecto de los intereses, los inmuebles respecto del arrendamiento, entre otros 
conceptos” (Concepto 19320, 2018). Sin embargo, esta visión ha ido cambiando a 
lo largo del tiempo para ajustarse a las necesidades comerciales y sociales como 
se observará en las sentencias estudiadas.  
En este caso se hará un breve resumen de cada una de las sentencias creado 
expresamente de extractos de las sentencias para que el lector pueda crear su 
propia percepción del problema de la sentencia. El resumen estará constituido por 
los argumentos del demandante, los argumentos del demandado, la sentencia del 
Tribunal y las consideraciones del Consejo de Estado. Concluido este resumen se 
hará un pequeño análisis de la sentencia desde el punto de vista de la autora. 
Como nota antes de entrar a analizar las sentencias que han sido tomadas en 
este caso para analizar corresponden únicamente a las sentencias en las que se ve 
una discusión por parte del contribuyente y la administración por los ingresos 
obtenidos por dividendos en el impuesto de industria y comercio. Existen muchas 
sentencias de relación cercana con el impuesto de industria y comercio en sus 
generalidades o que tienen relación con el artículo 20 del Código de Comercio en 
condiciones diferentes a las que se consagran para las empresas comerciales cuyo 
propósito es “la intervención como asociado en la constitución de sociedades 
comerciales, los actos de administración de las mismas o la negociación a título 
oneroso de las partes de interés, cuotas o acciones” (Decreto 410, 1971) (Art.20) 
Las sentencias que refieran los numerales del artículo 20 en general no han 
sido tomados en cuenta, sino las sentencias directamente relacionadas de acuerdo 
con la lectura y análisis de las diferentes sentencias relacionadas de acuerdo con 
las consideraciones de la autora.  
Se dividirá el estudio en tres grandes grupos de sentencias dividida de la 
siguiente forma: primero las sentencias relativas a la actividad principal y secundaria 
de los negocios, segundo, las sentencias relativas a los activos fijos y tercero las 
sentencias relativas a las exenciones tributarias del impuesto de industria y 
comercio. Es posible que algunas sentencias se repitan en distintos grupos dada la 
cantidad de problemas jurídicos y alegatos que maneje la sala y la posibilidad de 
que estos se refieran a los temas divididos en el caso y tengan decisiones diferentes 
de acuerdo con cada uno de los alegatos. 
3.1. Actividad principal y secundaria de los negocios. 
Como se ha venido tratando a lo largo del escrito las actividades comerciales, 
industriales o de servicio son aquellas realizadas por una empresa que genera 
ingresos que conllevan a la obligación de cancelar el impuesto de industria y 
comercio sobre estos ingresos. La actividad comercial es aquella que enmarca las 
actividades económicas establecidas cómo comerciales, o que se entiendan como 
tales en el código de comercio, aunque la definición en este caso es un poco 
redundante o simplista como lo analizamos en el primer capítulo del escrito las 
actividades comerciales o que se entiendan como actividades mercantiles o de 
comercio pasan a ser variadas y se subdividen de acuerdo con las condiciones de 
la normatividad respectiva.  
En el caso de las actividades principales nos referimos a lo que se denomina en 
el Código de Comercio como objeto social, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 99 del mismo. El objeto social define las actividades que se encuentran 
relacionadas con la empresa y que le dan a la misma la capacidad de que desarrolle 
las actividades específicas para las que fue creada. El objeto social limita las 
actividades de la empresa y marcan la ruta de esta (Decreto 410, 1971) (Art. 99) 
Para los dividendos el objeto social de manera inicial va establecida por el 
numeral 5 del artículo 20 del Código de Comercio que dice que la empresa debe 
constituir sociedades y administrarlas para obtener sus ingresos. 
De manera complementaria a la actividad principal encontramos el giro ordinario 
de los negocios. Dichas actividades corresponden a las actividades que la empresa, 
es posible ver este concepto expresado en el salvamento de voto de la Fábrica 
Nacional de Chocolates en la que la consejera Ligia López indica que “el objeto 
social constituye un indicio, pero no puede ser determinante para concluir que se 
está ante una actividad gravada por el impuesto de Industria y comercio” (Sentencia 
No. 05001-23-31-000-1999-03916-01(14876), 2005).  
Puede entonces encontrarse como objetos a analizar en el momento en el que 
se realicen actividades comerciales por parte de empresas nuevos indicio aparte 
del objeto social como el giro ordinario de los negocios que analizaremos en las 
sentencias a continuación. 
 
The B.F. Goodrich vs. Dirección de Impuestos Distrital.  (Sentencia No. 3412, 
1992) 
Problema jurídico ¿Es una sociedad extranjera sujeto pasivo del impuesto de 
industria y comercio? 
 La demandante establece que: En el caso, dice, "se presentó una indebida 
imposición, un error grave en la interpretación de las normas por los funcionarios 
que debe ser corregida. Además, no puede extenderse la categoría de comerciante 
y mucho menos de actividad gravada, a todos los poseedores de acciones en 
Colombia, pues éste simplemente tiene un activo patrimonial y la actividad gravada 
si es del caso, la adelante la sociedad donde se poseen las acciones. 
Entiende la Administración Distrital que, como la sociedad reclamante es 
inversionista extranjera y como tal accionista de la sociedad INDUSTRIA 
COLOMBIANA DE LLANTAS S.A., al percibir dividendos de ésta se convierte en 
sujeto pasivo indirecto del Impuesto de Industria, Comercio y Avisos, como quiera 
que aquélla lo es en forma directa al ejercer la actividad en el Distrito Especial de 
Bogotá. 
 El Tribunal Administrativo de Cundinamarca en sentencia del 3 de septiembre 
de 1990, se declaró inhibido para un pronunciamiento de fondo. Basándose en una 
indebida representación de la empresa extranjera. 
 La Sala entra a considerar el caso, contrario a lo establecido por el Tribunal 
reconoce la representación legal de la empresa por lo que procede a considerar en 
el caso que: “la sola actividad inversionista que ejerció la recurrente en su condición 
de accionista de otra sociedad que desarrolla su objeto social en Colombia, no podía 
deducirse la condición de sujeto pasivo del Impuesto de Industria y Comercio, 
porque aquélla no encaja dentro de las actividades gravadas. 
 (…)En tal virtud y como la Oficina de Impuestos  imputó la calidad de sujeto 
pasivo del Impuesto de Industria, Comercio y Avisos a la sociedad demandante, 
fundamentada en el hecho de ser ésta accionista de la sociedad COLOMBIANA DE 
LLANTAS S.A. y gravó la totalidad de los ingresos percibidos por ella, sin consignar 
porqué lo estaban, estima la Sala que desvirtuada aquella calidad, debe anularse la 
operación administrativa impugnada, como quiera que dentro de los documentos 
allegados al informativo, se establece que algunos de los rendimientos percibidos 
provienen también de inversiones efectuadas por la sociedad y otros son originados 
en honorarios por servicios de ingeniería prestados desde fuera del país (fl. 91 Ant. 
Ad.)” Fallando a favor de la demandada y declarando nula las resoluciones emitidas 
por la Administración de Impuestos Distritales.”” (Sentencia No. 3412, 1992) 
__________________________________________________________________ 
Una de las primeras sentencias respecto al impuesto de industria y comercio es 
el caso The B.F. Goodrich, que como se ha estado viendo anteriormente, 
corresponde a la demanda presentada por la empresa extranjera The B.F. Goodrich, 
con sede en Ohio, Estados Unidos y que participaba como inversionista en la 
empresa Colombiana de Llantas S.A.(ICOLLLANTAS).  La empresa inicia una lucha 
jurídica para lograr el reconocimiento jurídico de sus apoderados en la 
representación de la empresa ante el Tribunal de Cundinamarca el cual se termina 
declarando inhibido de dictar una decisión no considerando el poder emitido por las 
entidades encargadas en Estados Unidos.  
. Es importante tener en cuenta que en esta época el principal conflicto se 
generó por el poder de representación del abogado de la empresa demandante por 
parte del Tribunal, lo que conllevo a un fallo en contra del proceso que implicó la 
inhibición. Los hechos relacionados a esta sentencia y que conllevan a que se defina 
su importancia dentro de este texto se refiere a la obligación de pago del impuesto 
de industria y comercio por parte de la empresa. Sin embargo, en este caso 
específico se empiezan a definir las actividades comerciales o de servicios que 
causarán el impuesto de industria y comercio en este caso la actividad inversora 
extranjera frente al objeto social de la empresa. 
Esta sentencia decide el cobro de los impuestos de industria y comercio para 
los año 1981 a 1985 permitiendo que encontramos un cruce de normativas como 
“los decretos 950 de 1975 y 1901 de 1977, así como los acuerdos 21, 9° y 8° de 
1983, 1984 y 1985 respectivamente” (Sentencia No. 3412, 1992) todos estos 
emitidos con anterioridad a la Ley 14 de 1983 y que ayudan a cubrir los periodos 
que la normatividad enfrenta respecto al impuesto de industria y comercio para 
dividendos. 
Posteriormente se considera las actividades comerciales y es que los mismos 
no se encuentran determinados con la extensión que se plantea en los nuevos 
decretos o de acuerdo con las modificaciones que ha surgido la Ley en este campo, 
sin embargo, el concepto se mantiene cercano a lo que establece la Ley.6 
En este caso la actividad inversionista no puede entenderse como una actividad 
de “servicios”, ni como una actividad comercial como puede llegar a ser interpretado. 
Aunque no se da una extensión en el concepto o el motivo por el que no se llega a 
considerar se observa que se tiene en cuenta la independencia jurídica de las 
empresas, considerando una como extranjera y otra como nacional, así mismo, que 
las actividades de inversionistas no son gravadas de acuerdo con la legislación.  
La sentencia de The B.F. Goodrich, es una de las primeras sentencias 
estudiadas e inicia el debate de los conceptos claves de actividad comercial o de 
servicios que sean gravadas por el Impuesto de Industria y comercio, como lo son 
las actividades de accionistas que no tengan relación directa con la empresa o con 
su objeto social y como hecho para determinar que no se entiende como una 
actividad comercial, industrial o de servicios la posesión de acciones propias. En 
este mismo sentido se analiza que la empresa a la que se está refiriendo el caso es 
una empresa extranjera que posee acciones de la empresa colombiana y que 
intentan que como empresa extranjera se haga responsable por el impuesto de 
industria y comercio generado en Colombia (Sentencia No. 3412, 1992). Esto 
marcará la situación de territorialidad del impuesto iniciando su proceso en la 
localización de la empresa para el ejercicio del gravamen  
Por otro lado, se toma como un hecho determinante la condición de extranjeros 
de los accionistas de la empresa con el fin de borrar el vínculo de precedente que 
se puede constituir entre esta decisión judicial y las demás decisiones del Consejo 
de Estado que serán emitidas en periodos procedente. Esta sentencia marcará la 
otra imagen de las empresas y de las acciones territoriales en las que se demostrará 
que esta empresa es extranjera y el hecho determinante será su ubicación por fuera 
 
6 Pueden considerarse los conceptos de actividades comerciales, industriales y de servicio en la sentencia, 
aunque en esta tampoco se extienden en los conceptos.  
del territorio colombiano y no la condición de poseedora de acciones y su obtención 
de ingresos por los dividendos de las acciones que obtiene de la empresa 
colombiana.  
Este argumento de territorialidad es aplicado en algunas sentencias para marcar 
un precedente y desdibujar la línea de unión entre la empresa en Colombia y su 
condición de accionista y la empresa extranjera en su condición de accionista.  
Banque Sudameris vs. Dirección Distrital de Impuestos. (Sentencia No. 4209, 
1992) 
Problema jurídico: ¿Está la actora obligada a tributar por concepto de ICA? 
Pretende la actora que se declare la nulidad de los actos y que como 
consecuencia de lo anterior se le restablezca su derecho determinando, que no es 
contribuyente de Industria y Comercio, por no ejercer en Colombia ninguna actividad 
comercial, industrial o de servicios y que se revoque la orden de registro de la actora 
como contribuyente del mencionado impuesto y la liquidación de aforo. 
La delegada del Distrito Especial de Bogotá solicita revocar la sentencia apelada 
y confirmar la actuación administrativa con fundamento en que los actos acusados 
se originaron como consecuencia de la actividad mercantil desarrollada por la 
demandante al participar a través de acciones en el Banco Sudameris de Colombia, 
hecho considerado actividad comercial en la Ley 14 de 1983 y en el artículo 8 del 
acuerdo 21 de 1983 del Consejo de Bogotá; la base gravable en este caso, está 
dada por los rendimientos obtenidos. 
El a - quo en sentencia de marzo 24 de 1992, accede a las pretensiones de la 
demandante, con fundamento en los argumentos que a continuación se resumen: - 
La única actividad desarrollada por la actora en el Distrito Especial de Bogotá, 
consistió en poseer acciones en el Banco Sudameris de Colombia y recibir 
dividendos, actividad esta que de conformidad con el artículo 20.5 del Código de 
Comercio no es definida como comercial, razón suficiente para no considerarla 
sujeto pasivo del impuesto y para acceder a las súplicas de la demanda. 
La Sala sostuvo lo siguiente: 
"De suerte que para determinar si una persona es sujeto pasivo del impuesto 
en cuestión, debe examinarse el origen de sus ingresos y sólo si éstos provienen 
del ejercicio de alguna de aquellas actividades podrá configurarse la realización de 
la materia imponible que causa la obligación tributaria, en la cabeza de quien la 
ejecuta, como sujeto pasivo.” (Sentencia No. 3412, 1992) 
En conclusión, la Administración del Distrito Especial de Bogotá, erró al calificar 
la actividad de Banque Sudameris de París, como mercantil, acarreando para éste 
las consecuencias contempladas en los actos administrativos acusados 
__________________________________________________________________ 
Citando la sentencia de The B.F. Goodrich que vimos anteriormente, 
encontramos el proceso de Banque Sudameris vs Dirección distrital de Impuestos. 
La empresa Banque Sudameris no cuenta con sucursal o domicilio en Colombia. La 
empresa, sin embargo, cuenta con unas acciones en la empresa Banco Sudameris 
Colombia. El distrito considera que las acciones que tiene la empresa la convierten 
en un sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, por el ejercicio de 
actividades comerciales de acuerdo con el numeral 5 artículo 25 del Código de 
Comercio, que como hemos citado en muchos casos manifiesta que el comerciante, 
que desarrolla la actividad profesionalmente debe participar en la administración, 
negociación y negociación a título oneroso de acciones  
Pero, en el proceso citando lo establecido por el consejero ponente Jaime 
Abella, en la sentencia The B.F. Goodrich, no se puede entender que la tenencia de 
acciones convierte inmediatamente a la empresa en un sujeto pasivo. La empresa 
en ningún momento desarrolla actividades comerciales de manera profesional en 
Colombia y la tenencia de acciones en una sociedad no puede ser un objeto que 
exija que inmediatamente se entienda como sujeto pasivo del impuesto de industria 
y comercio, y en este mismo sentido fallo el Consejo de Estado negando las 
pretensiones de cobro del Distrito. Esta sentencia lleva a mostrar como la empresa 
debe desarrollar comercialmente la actividad dentro del territorio colombiano.  
 
Besmit LTDA vs Dirección de impuestos distritales de Bogotá. (Sentencia No. 
4548., 1994) 
Problema jurídico: ¿Se encuentran las actividades de inversión gravadas por 
ICA si no se encuentran expresamente excluidas en la ley? 
La sociedad actora por medio de apoderado ha explicado, alegado y 
comprobado es que no es sujeto pasivo de los impuestos de industria y comercio, 
porque su actividad no es industrial, comercial ni de servicios, y tampoco es entidad 
financiera, por lo cual no pueden determinarse impuestos a su cargo. 
El demandado por su parte aduce que la empresa no ha alegado estar incluida 
dentro de las prohibiciones, exenciones o no sujeciones, lo que ha explicado y 
probado es que su actividad no fue incluida como sujeta al impuesto y al no estar, 
no puede obligársele a pagar el impuesto. 
El a - quo realizando un análisis sobre el punto debatido, consistente en 
establecer, si las actividades realizadas por la sociedad están tipificadas como actos 
u operaciones mercantiles y por tanto están sujetas al gravamen de industria y 
comercio, concluyó que: Del objeto social de la compañía se observa que los 
ingresos obtenidos por liquidación de sociedades no pueden gravarse con el 
impuesto de industria y comercio. En lo concerniente a los intereses percibidos 
durante el año 1986 en un monto de $ 12.120, es evidente que la actividad de la 
empresa no se relaciona con préstamos de dinero, razón por la cual este ingreso no 
es gravable. 
Para la Sala son varios los puntos que deben ser analizados a fin de 
establecer si la sociedad actora no es sujeto pasivo del impuesto de industria y 
comercio:  
La Mercantilidad de la Sociedad: Tanto en el Código Civil, como el Mercantil, 
el criterio que ha predominado para establecer la distinción entre sociedades civiles 
y mercantiles ha sido el referente a los actos a ejecutar señalados en su objeto 
social. 
La sociedad actora, ha realizado operaciones comerciales, han sido 
ejecutadas dentro de la jurisdicción del Distrito Capital Santafé de Bogotá, bien de 
manera permanente u ocasional; por tanto, ha realizado el "hecho generador" 
previsto en el ordenamiento jurídico. Ahora bien, la actora es una sociedad 
legalmente constituida; y como consecuencia de ello, al realizar el hecho generador, 
es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, a términos del artículo 3o. del 
Acuerdo 21 de 1983. 
Estas actividades comerciales desarrolladas por la sociedad encajan en "las 
definidas como tales por el Código de Comercio", según la remisión que hace al 
estatuto mercantil, los artículos 35 de la Ley 14 de 1983 y 8o. del Acuerdo 21 de 
1983.  
Por lo tanto se revoca la sentencia emitida por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca. 
__________________________________________________________________ 
La sentencia es emitida el 3 de marzo de 1994 por el Consejero Ponente Delio 
Gómez Leyva. La empresa Besmit Ltda tiene como objeto social el desarrollo de la 
actividad de inversionista. La empresa asegura que la actividad desarrollada no se 
encuentra contemplada como una actividad comercial, industrial o de servicios que 
pueda ser gravada por la dirección de impuestos. Asegura que, a pesar de su 
empresa, no cuenta con ingresos de actividades de las que tributariamente puedan 
considerarse el gravamen de los ingresos. Equiparando además el cobro de este 
tributo a la empresa que recibe los ingresos, así como la empresa que entrega los 
dividendos como un problema de doble tributación en el impuesto.  
La empresa Besmit Ltda., invierte en propiedades y en acciones con el fin de 
mantenerlas dentro de su patrimonio por un periodo indeterminado, mayor a los 2 
años en la mayoría de los casos con el fin de que estas acciones generen 
rendimientos y la empresa pueda entrar a generar ingresos de sus activos fijos, 
como ellos mismos los catalogan.  
El Consejo procede en este caso a realizar un proceso de análisis de la 
mercantilidad de la sociedad. Es claro que la condición de mercantil de una empresa 
de estas características corresponde al ánimo de lucro y a la constitución de una 
empresa con el objetivo de lograr ingresos, no puede entonces discutirse la 
mercantilidad de la misma. Es además claro que la empresa tiene como objeto 
social y por lo tanto como giro ordinario de los negocios de la empresa se encuentra 
la comercialización de “bienes raíces, y muebles en acciones, partes de intereses, 
cuotas, bonos, cédulas y demás títulos valores y papeles bursátiles”7 (Sentencia No. 
4548, 1994). Las consideraciones de acuerdo con el objeto social de la empresa 
hacen evidentes las condiciones de la empresa como sujeto pasivo del impuesto 
considerando que desarrolla las actividades comerciales contempladas en el 
artículo 20 numeral 5 del código de comercio.  
Es relevante anotar que a pesar de la cercanía en años con la sentencia emitida 
por el Consejo de Estado con la empresa The B.F. Goodrich, estas empresas 
poseen desarrollos jurídicos muy diferentes pues el análisis realizado a cada una 
de las empresas es mucho más extenso en esta sentencia de Besmit Ltda., 
principalmente por el carácter de mercantilidad que maneja la empresa.  
 
7 Transcripción del objeto social de la empresa que se encuentra en la Cámara de Comercio   en la sentencia.  
En el caso de Besmit Ltda., entran a ver la mercantilidad de la empresa, es decir 
que los actos de comercio realizados por la empresa que generen ingresos a ser 
gravados por el impuesto de Industria y Comercio. Esta sentencia muestra un 
estudio amplio de las condiciones que el Consejo de Estado desde el principio ha 
tomado en cuenta para la determinación de los impuestos a cargo de una empresa 
pues pasan a ver: el objeto social de la empresa, la condición como mercantil o no 
de la empresa, la base gravable y los actos mercantiles por conexidad realizados 
por la empresa. Adicional a estos, lo activos fijos como gravados o  
El Consejo de Estado determina la obligatoriedad de pago del impuesto por 
parte de la empresa a pesar de que su objeto social no contenga como actividad 
comercial principal el ejercicio de actividades de inversión que no se encontraba 
expresamente excluido del impuesto. Además de considerar la mercantilidad de la 
empresa en el desarrollo de sus actividades.  
 
Lloyds Bank (BLSA) Limited (Antes Banco de Londres y America del Sur vs. 
Distrito especial de Bogotá.  (Sentencia No. 5206, 1994) 
Problema jurídico: ¿Es la sociedad sujeto pasivo del impuesto de industria y 
comercio por la posesión de acciones? 
La demandante aduce como argumento que las oficinas Distritales determinan 
que el participar como asociado del Banco Anglo Colombiano y poseer acciones en 
el mismo, está realizando un acto mercantil, y agrega que: "El hecho generador de 
este gravamen es claro: La realización de la actividad comercial. Por ser este el 
punto central de la demanda, a renglón seguido es determinar la diferencia que se 
presenta entre acto de comercio y actividad comercial". "Acto de comercio, es el 
hecho realizado por una persona natural o jurídica, sin importar si es comerciante o 
no, que tiene trascendencia jurídica y se rige por el Código de Comercio". "Actividad 
comercial. Es un conjunto ordenado de actos de comercio orientados todos ellos a 
desarrollar el objeto social de una empresa. Estos actos de comercio deben 
realizarse en su conjunto de manera profesional, para que así adquiera la calidad 
de comerciante su ejecutor". (Sentencia No. 5206, 1994) 
El a - quo realizando un análisis sobre el punto debatido, consistente en 
establecer, si la actividad realizada por la sociedad está tipificada como actos u 
operaciones mercantiles y por tanto están sujetas al gravamen de industria y 
comercio, concluyó que: ... el acto mercantil esporádico o aislado no constituye una 
actividad comercial sujeta al impuesto de industria y comercio", para lo cual 
transcribe una sentencia de 31 de julio de 1989, de ese Tribunal. Consejera 
Ponente: Dra. Clara González Barliza, Expediente No.6172 citada por la actora, 
para concluir que: " ... las liquidaciones practicadas por la entidad gubernativa, 
tuvieron como fundamento el hecho de ser la Compañía asociada al Banco Anglo 
Colombiano y poseer acciones en el mismo las cuales le producen rendimientos, 
hecho éste que evidentemente configura un acto de comercio, pero no una actividad 
comercial sujeta al impuesto de industria y comercio, si se tiene en cuenta los 
argumentos de la providencia transcrita”. 
Para la Sala el punto que debe ser analizado es si la sociedad actora no es 
sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, como lo sostiene la actora, o, 
por el contrario, se encuentra dentro de los presupuestos jurídicos para ser sujeto 
de este como lo afirma la Administración Distrital. En conclusión, y dado que se ha 
demostrado que la actora es una sociedad extranjera, tal como se deduce del 
acervo probatorio allegado al proceso, la administración Distrital, no podía realizar 
liquidación de aforo y por tanto gravar la actividad de la actora - Lloyds Bank (BLSA) 
Limited (Antes Banco de Londres y América del Sur) Nit. No. 860.073.079; se trata 
de una sociedad extranjera no incorporada al país por no desarrollar actividades 
permanentes a términos del artículo 474 del Código de Comercio, pues sólo posee 
una inversión en otra sociedad, esto es, participa como accionista en el capital del 
Banco Anglo Colombiano. Confirmase la sentencia proferida el 24 de septiembre de 
1993, por el Tribunal administrativo de Cundinamarca, objeto de esta apelación. 
__________________________________________________________________ 
De acuerdo con la línea de las sentencias de The Goodrich y la sentencia del 
Banque Sudameris, se maneja la sentencia de Lloyds Bank Limited (antes Banco 
de Londres y América del Sur) (BLSA). El banco Loyds posee acciones del Banco 
Anglo Colombiano. Al igual que en las anteriores sentencias se define si la empresa 
extranjera que no tiene otro proceso económico diferente a las acciones que posee 
de la empresa colombiana. La consideración de la sala se resume en el precedente 
de las sentencias anteriores en la que se dice que la posesión simple de acciones 
en una empresa colombiana no representa la realización de una actividad 
económica en las empresas. Por lo tanto, las empresas extranjeras no son tomadas 
como sujetos pasivos del impuesto de industria y comercio  
 
Casa Toro S.A. vs Dirección de Impuestos de Bogotá. (Sentencia No. 9086, 
1999) 
Problema jurídico: ¿Debe ser gravada una empresa con el impuesto de 
industria y comercio por los ingresos recibidos por concepto de dividendos, 
aunque no desarrolle esta actividad de manera profesional?  
El demandante alega que los motivos por los que se inició el proceso cambiaron 
sin informarle por lo que se viola el derecho de defensa a las acusaciones. Además, 
los dividendos obtenidos tienen vocación de permanencia y no han sido vendidos 
por lo que se consideran activos fijos.  
El demandado indica que no se puede predicar violación al derecho de defensa 
dado que la actora pudo haber mostrado la inconformidad en la con la liquidación 
de revisión y que la posición de que la inversión en acciones es una inversión en 
activos fijos y no en la empresa es un desacierto. 
El Tribunal decidió que no existía violación al derecho de defensa, pero, la 
calidad de accionista en sociedad anónima de la actora y la falta de prueba de que 
la actora se dedique a la compra y venta de acciones evita que pueda subsumirse 
el actuar en el ordinal 5 del artículo 20 del código de comercio. Como consecuencia, 
se declara en firme la liquidación privada del año 1992.   
El fallo del Consejo de Estado establece que: “Al quedar establecido 
claramente, que la actividad de la sociedad no está referida a la compra y venta 
de acciones, como lo entendió la Administración en una interpretación sesgada 
del objeto social de la actora, y que los ingresos que se pretenden gravar 
corresponden a la percepción de rendimientos de una inversión de carácter 
permanente, que por ello hace parte del activo fijo de la sociedad, los cuales en 
el caso que se atiende, no se encuentran gravados con el impuesto en 
discusión, la Sala procederá a confirmar la sentencia apelada.” (Sentencia No. 
9086, 1999) Dejando en firme la liquidación privada del año 1992.  
Se presentan dos aclaraciones de voto en la sentencia, la primera del Consejero 
Delio Gómez Leyva quien afirma que implicar que las inversiones son siempre 
activos fijos es un incierto jurídico que permitiría desconocer la existencia de 
inversiones temporales e inversiones permanentes y su desacuerdo con la 
jurisprudencia citada la cual corresponde a sociedades extranjeras sin negocios 
permanentes en Colombia.  
La segunda aclaración de voto del consejero Daniel Manrique Guzmán quien 
citando los artículos 32 y 35 de la Ley 14 de 1983 dice: “Si este es el texto de la ley, 
no le está permitido al interprete ni a quien la aplica establecer excepciones como 
las señaladas en la decisión de la cual me aparto.(…) es muy amplia la variedad de 
actividades catalogadas como mercantiles a las que se refiere la Ley 14 de 1983, 
para que pueda circunscribirse, como lo hace la decisión de cuyo contenido me 
aparto, al simple caso de la compraventa de acciones, excluyendo, por esa vía, 
todas las demás hipótesis contenidas en los textos a que se ha hecho referencia.” 
(Sentencia No. 9086, 1999). Concluyendo que se separa de la sentencia por la 
limitada visión que esta muestra de la base gravable del impuesto de industria y 
comercio.  
__________________________________________________________________ 
Siguiendo con estas sentencias podemos ver el caso de Casa Toro S.A. vs 
Dirección de Impuestos de Bogotá, la sentencia se centra en el procedimiento de 
notificación y los errores mecanográficos y de indebido derecho de defensa de la 
empresa ante los requerimientos de la Dirección. Además, en el objeto social de la 
empresa frente a los ingresos por concepto de dividendos y a pesar de que la 
empresa pasa a tener los ingresos es importante ver que la actividad por las que se 
obtienen no se encuentran contemplados en su objeto social ni hacen parte del giro 
ordinario de los negocios. Es posible entonces desligar a la empresa de la obligación 
de declarar y pagar el impuesto de industria y comercio al no encontrar una relación 
en su objeto social o en las actividades que realiza pues si se considera que la 
realiza pero no de manera habitual o que tenga una clara influencia en el desarrollo 
de sus actividades diarias  
Es importante en este caso mostrar los salvamentos de votos de la sentencia el 
consejero Dr. Delio Gómez Leyva, mantiene la misma posición que tenía en Besmit 
Ltda y considera que la mercantilidad de la empresa es primordial para la 
consideración de su obligación de declarar y pagar el impuesto de industria y 
comercio. Establece que el hecho de realizar actividades económicas como 
empresa crea ingresos por dividendos que deben ser comerciales por conexidad. 
Además de negar el precedente de la sentencia de The B.F. Goodrich es 
establecida para empresas extranjeras con servicios en Colombia, no para 
empresas colombianas, limitando el margen de aplicación de las decisiones del 
precedente respecto al objeto social de la empresa como determinante para 
establecer el sujeto pasivo.  
El consejero Daniel Manrique Guzmán por su lado maneja una teoría aún más 
extensa respecto al objeto social y el gravamen de los ingresos por dividendo, 
considerando que en el caso de que se tengan ingresos por dividendos y actividades 
de dividendos en una empresa es posible gravarlos por el impuesto de industria y 
comercio. Las actividades de las empresas en muchos casos son comerciales y por 
lo tanto las actividades de dividendo deben ser comerciales por extensión.  
Es importante ver la forma como el actor termina analizando el caso y da luces, 
que al final no son muy estudiadas, de la amplitud de las actividades económicas 
que pueden desarrollarse y que pueden llegar a fijarse como base gravable de la 
obligación. Puede entenderse que la limitación a activos o inversiones fijos es una 
opción tomada por la administración como lo da a entender el consejero casi 
arbitraria, pues donde la ley es amplia no debería ser necesario realizar 
excepciones.  
 
Fábrica Nacional de Automotores Fanalca S.A. vs. Municipio de Yumbo  
(Sentencia No. 76001-23-25-000-1997-5258-01 (10066), 2000) 
Problema jurídico: ¿Es legal el cobro realizado por el municipio de Yumbo a 
la empresa Fanalca S.A.? 
El concepto de violación de la demandante se sintetiza así: los dividendos no 
constituyen ingresos industriales, comerciales o de servicios y por tanto no son 
básicos para el cálculo del ICA. 
El apoderado de la entidad demandada se opuso a la prosperidad de las 
pretensiones de la demanda argumentando en síntesis lo siguiente: La Ley 14 de 
1983 en su artículo 33 establece taxativamente los ítems que son deducibles de los 
ingresos brutos, dentro de los cuales no se encuentran ‘descuentos’ de cualquier 
índole, por lo que confundió la actora el ICA que se liquida sobre ingresos brutos, 
con el impuesto de renta que se liquida sobre ingresos netos. 
El Tribunal Administrativo del Valle mediante la sentencia apelada denegó las 
súplicas de la demanda con fundamento en las siguientes consideraciones: De 
acuerdo con lo previsto en el artículo33 de la Ley 14 de 1983, el ICA se liquida ‘con 
base en el promedio mensual de ingresos brutos obtenidos durante el año 
inmediatamente anterior,… en el ejercicio de actividades gravables de las personas, 
excluyendo… el monto de las devoluciones debidamente comprobadas, ingresos 
que provengan de venta de activos fijos, el valor de los impuestos recaudados sobre 
aquellos productos cuyo precio está regulado por el Estado, el monto de los 
subsidios percibidos y los ingresos provenientes de exportaciones. 
En la sentencia del Consejo de Estado se establece que el artículo 20 del 
Código de Comercio califica como ‘mercantiles’ ‘para todos los efectos legales’ entre 
otros, la ‘intervención como asociado en la constitución de sociedades comerciales, 
los actos de administración de las mismas o la negociación a título oneroso de las 
partes de interés, cuotas o acciones’ 
Así las cosas, la Sala encuentra que los cuestionados ingresos provienen de la 
percepción de dividendos provenientes de la citada actividad de inversión realizada 
por la sociedad actora, que hace parte del objeto social de la misma, el cual, como 
ya se dijo, incluye expresamente la ‘inversión y administración de capital en 
‘acciones’, títulos, bonos y cualquier otro valor bursátil’  (Sentencia No. 76001-23-
25-000-1997-5258-01 (10066), 2000). De acuerdo con lo anterior, se observa que 
no existe fundamento legal para excluir los ingresos por concepto de dividendos. 
__________________________________________________________________ 
La sentencia Fanalca vs el municipio de Yumbo siguiendo con el estudio 
cronológico de las sentencias, cuenta con la particularidad de enfocar dentro de la 
misma sentencia muchos temas a tratar como lo son el arrendamiento de equipos 
de transporte, la diferencia de cambio y la participación de la empresa en consorcios 
en diferentes ciudades de Colombia. Para los dividendos el Consejero Ponente 
Daniel Manrique Guzmán mantiene la posición de que el gravamen de los 
dividendos y los ingresos obtenidos por la empresa deben realizarse de carácter 
extensivo y abarcando cualquier actividad desarrollada por la empresa. 
El municipio de Yumbo siguiendo la Ley 14 de 1983 grava todas las actividades 
comerciales, sin entrar a desarrollar diferencias entre una u otra actividad por lo 
tanto es posible gravar los ingresos obtenidos por dividendos en cada uno de los 
casos. Además, indica la sentencia el objeto social de la empresa incluye de 
acuerdo con el certificado de Cámara de Comercio: “11) la “inversión y 
administración de capital en ‘acciones, títulos y bonos y cualquier otro valor bursátil” 
(Setencia No. 76001-23-25-000-1997-5258-01 (10066), 2000). Por lo que se 
concluye que la mercantilidad de la empresa y su relación con lo establecido en el 
artículo 20 numeral 5 del código de comercio, permite que se graven los ingresos 
por concepto de dividendos.  
 
Aseguradora de vida Colseguros S.A. E.P.S. vs. Distrito Capital de Bogotá. 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2001-1733-01 (13726), 2004) 
Problema jurídico: ¿Fue expedida la liquidación de revisión dentro del término 
legal? 
Indica la actora que la oficina liquidadora se equivocó cuando concluye que 
la sociedad es sujeto de Impuesto de Industria y Comercio primordialmente por ser 
inversionista en acciones, sin tener en consideración que se trataba de acciones de 
compañías pertenecientes al grupo empresarial, razón por la cual se contabilizaron 
como activos fijos y que por lo mismo no podían ser objeto de venta a personas 
extrañas. No se le puede atribuir a una sola operación el carácter de permanente, 
para convertir a la compañía en negociante habitual en acciones. La sola actividad 
de inversionista de recursos propios en acciones no puede identificarse como 
actividad de servicio, ni menos calificarse como actividad comercial, como pretende 
la administración, con remisión del numeral 5 del artículo 20 del Código de 
Comercio. 
 La administración por su parte se opone alegando, respecto de la venta de 
acciones, que según la actora eran simples activos fijos, se tiene que dentro de las 
actividades ordinarias de la compañía preestablecidas en los estatutos está la 
compraventa de acciones y demás títulos valores, actividad de inversionista, es 
decir comercial, la que según los artículos 28 y 30 del Decreto Distrital 400 de 1999 
es hecho generador del impuesto de industria y comercio. Así mismo, Los 
descuentos por ventas de activos fijos realizados por la COMPAÑÍA CELULAR DEL 
LITORAL S.A. son activos móviles involucrados con la actividad económica que 
desarrolla la empresa, máxime cuando la jurisprudencia ha sido clara al determinar 
que los activos fijos no lo son necesariamente por su tiempo de posesión, ni por su 
contabilización, sino por su específica destinación. 
El Tribunal anuló el acto administrativo contenido en la Liquidación Oficial de 
Revisión LR-024 de 7 de junio de 2001, proferida por la Subdirección de Impuestos 
a la Producción y al Consumo. 
La Sala confirma la sentencia emitida por el Tribunal bajo los siguientes 
argumentos:  Así las cosas, la Sala se referirá a la determinación de la base gravable 
del impuesto de industria y comercio y analizará la situación de venta de inversiones 
realizada entre sociedades que hacen parte de un mismo Grupo Empresarial. 
La Ley 14 de 1983 en su artículo 32, dispone que el impuesto de industria y 
comercio recae, en -cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades 
comerciales, industriales y de servicio que ejerzan o realicen en las respectivas 
jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, personas naturales, jurídicas o 
sociedades de hecho, en forma permanente u ocasional, en inmuebles 
determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos. 
En el caso concreto, de la enajenación de acciones, cuotas o partes de 
interés que se efectúe entre compañías pertenecientes a un mismo grupo 
empresarial o económico, y para fines de determinar su tratamiento frente al 
impuesto de industria y comercio, deberán considerarse las normas tributarias 
existentes para tal propósito. Así pues si se trata de operaciones llevadas a cabo 
dentro de la jurisdicción del Distrito Capital, las normas a aplicar deberían ser tal 
como se dijo antes, el artículo 154 numeral 5° del Decreto 1421 de 1993, en 
concordancia con los artículos 60 del Estatuto Tributario y 12 del decreto 3211 de 
1979. 
Como quedó establecido en párrafos anteriores, para que la enajenación de 
acciones tenga el carácter de activos fijos o no, dependerá del objeto social que 
desarrolle la entidad enajenante, que es la que percibe el ingreso. 
__________________________________________________________________ 
La sentencia de Colseguros vs Secretaría de hacienda de Bogotá, que el 
gravamen de los ingresos por dividendos corresponde claramente al objeto social 
que tenga la empresa. En este caso, sin embargo, se ve una particularidad y es la 
enajenación de acciones dentro de un mismo grupo empresarial, el cual ha pasado 
a absorber y a manejar de acuerdo con una reorganización administrativa las 
acciones de la empresa. Establece el Consejo de Estado que la venta de acciones 
que genere ingresos en estos casos específicos no puede llegar a considerar la 
utilidad como sujeto al gravamen por el impuesto de industria y comercio 
considerando que este ingreso se genera como cumplimiento de una política 
administrativa que asume el grupo empresarial y nada tiene que ver con los 
conceptos de objeto social de la empresa ni su información de acuerdo con su 
certificado en Cámara y Comercio (Sentencia No. 25000-23-27-000-2001-1733-01 
(13726), 2004). 
 
Nacional de Chocolates vs. Municipio de Medellín. (Sentencia No. 05-001-23-
31-000-1999-0319-01 (14876), 2005) 
Problema jurídico: ¿Deben ser gravados los dividendos como actos de 
comercio conexos? 
Alega la actora que: La actividad de la actora no encuadra dentro de los 
numerales 3, 5 y 6 del artículo 20 del Código de Comercio, pues, los rendimientos 
financieros que percibe no proceden de contratos de mutuo ni de negociación de 
títulos valores, sino de depósitos a término y otras actividades financieras, y la 
percepción de dividendos es distinta a la intervención en la constitución de 
sociedades, los actos de administración de las mismas y la negociación a título 
oneroso de acciones, cuotas o partes de interés 
El municipio de Medellín se opuso a las pretensiones de la parte actora en 
los siguientes términos: El artículo 32 de la Ley 14 de 1983 señala que el impuesto 
de industria y comercio recae sobre todas las actividades comerciales, sin importar 
quién las ejecuta, y como lo prevé el artículo 35 ibídem, debe entenderse por 
actividad comercial la definida como tal en el Código de Comercio. 
El Tribunal Administrativo de Antioquia anuló los actos oficiales de 
determinación del impuesto en lo que tiene que ver con los descuentos por pronto 
pago y mantuvo la legalidad de la adición de ingresos por dividendos y rendimientos 
financieros, los ingresos provenientes de dividendos se encuentran gravados con el 
impuesto de industria y comercio, pues, además, no hay prueba de que tales 
inversiones puedan calificarse como activos fijos o movibles. 
La Sala confirmará la providencia recurrida, que anuló parcialmente los actos 
oficiales de determinación del impuesto, en la medida en que mantuvo la adición de 
ingresos por dividendos y rendimientos financieros y negó la procedencia de la 
referida adición por descuentos por pronto pago. Puesto que se observa que el 
objeto principal de la sociedad, en los términos del artículo 100 del Código de 
Comercio, es comercial, pues, además de la  comercialización y distribución de 
productos alimenticios (artículo 20 [1] del Código de Comercio), la actora se dedica 
a la “inversión o aplicación de recursos o disponibilidades en empresas organizadas 
bajo cualquiera de las formas autorizadas por la ley, que, en general, se dediquen 
a cualquier actividad lícita y, en especial, a empresas que promuevan el desarrollo 
nacional o regional o sirvan para el aprovechamiento de incentivos legales y 
tributarios.”  (Sentencia No. 05-001-23-31-000-1999-0319-01 (14876), 2005) 
 
Es evidente, entonces, que la actora se constituyó para ejercer, entre otras 
actividades comerciales, la de inversión en sociedades (artículo 20 [5] del Código 
de Comercio). Por lo tanto, los dividendos obtenidos durante el año 1995, por 
$13.597.329.386 (folios 12 a 14 y 34 a 41 c.ppal), se encuentran gravados con el 
impuesto de industria y comercio, por tratarse de una actividad propia de su objeto 
social principal.  
La consejera Ligia López Díaz presenta una aclaración de voto en la que dice 
que el objeto social de la sociedad constituye un indicio, pero no puede ser 
determinante para concluir que se está ante una actividad gravada con el impuesto 
de industria y comercio. 
El consejero ponente Héctor J. Romero Díaz presenta un salvamento de voto 
en que establece que: No comparto el criterio adoptado mayoritariamente, de 
considerar que el objeto social de una sociedad es determinante para establecer la 
causación del impuesto de industria y comercio. En el presente caso debió 
analizarse si la actividad de inversionista o de receptor de dividendos se ejerce de 
manera habitual para lo cual la Administración pudo por ejemplo verificar la 
contabilidad de la Empresa, o si la sociedad estaba autorizada para actuar como 
inversionista por la superintendencia correspondiente, o si estaba inscrita en bolsa 
de valores, y en general, las pruebas que permitan determinar si la actividad 
desarrollada habitualmente por el contribuyente es comercial. 
__________________________________________________________________ 
En esta sentencia a empresa Nacional de Chocolates entra en disputa con el 
municipio de Medellín respecto de la declaración de industria y comercio. La 
empresa considera que debe mantener ciertos ingresos obtenidos por medio de 
dividendos. El municipio por su parte difiere considerando la mercantilidad de la 
empresa y la existencia de la actividad de inversión dentro del objeto social de la 
empresa.  
El Consejo de Estado inicia su análisis estableciendo la profesionalidad de la 
empresa. En este caso se indica el artículo 10 del Código de Comercio en el que 
establece la necesidad de que una empresa desarrolle de manera continua y 
habitual una actividad comercial es lo que permite que se determine como una 
actividad comercial desarrollada por la empresa. En el caso de la empresa Nacional 
de Chocolates la misma fue creada con fines comerciales, de obtener lucro para los 
inversionistas y socios que hicieran parte de la empresa en el momento de su 
creación y sostenimiento. Por lo tanto, entrar a analizar el caso de que la empresa 
deba o no considerarse como una empresa mercantil no entra en un sentido claro 
de discusión, pues, la misma se sobreentiende con un carácter comercial dado el 
objetivo con el que ha sido creada.  
La discusión de la actividad mercantil surge, además, por el concepto que 
maneja el Estatuto de Rentas del Municipio de Medellín, el cual, no considera dentro 
de su normativa, que los ingresos obtenidos por dividendos deban también hacer 
parte de los ingresos gravados por el impuesto de industria y comercio. El municipio 
aduce que, a pesar de no encontrarse establecido, el artículo 20 del Código de 
Comercio lo establece y permite que se remitan las normas territoriales a la Ley 
nacional y puedan hacer obligatorio el pago de los ingresos.  
Esta disputa es superada analizando el objeto social de la empresa en el cual 
se establece que la empresa se dedica además a la producción de productos 
alimenticios a la “ inversión o aplicación de recursos o disponibilidad de empresas 
organizadas bajo cualquiera de las formas autorizadas por la Ley que, en general, 
se dediquen a cualquier actividad lícita y, en especial, a empresas que promuevan 
el desarrollo nacional o regional o sirvan para el aprovechamiento de incentivos 
legales y tributarios” (Sentencia No. 05-001-23-31-000-1999-0319-01 (14876), 
2005). El encontrar en su objeto social una actividad propia de las establecidas en 
el artículo 20 numeral 5 del Código de Comercio es posible decidir que una de las 
actividades desarrolladas por la empresa está directamente gravada bajo lo 
establecido en la Ley 14 de 1983.  
Por último, de acuerdo a lo establecido en el objeto social es posible establecer 
que la empresa se encuentra obligada a pagar los ingresos obtenidos por concepto 
de dividendos debido a que los mismos se encuentran relacionados con el fin de la 
empresa establecido directamente en su objeto social y concuerdan sin duda con la 
obligación del artículo 20 numeral 5 “la intervención como asociado en la 
constitución de sociedades comerciales, los actos de administración de las mismas 
o la negociación a título oneroso de las partes de interés, cuotas o acciones” 
(Decreto 410, 1971) (Art.20) 
Es evidente la intención de la empresa de obtener beneficios de la intervención 
en empresas. El Consejo de Estado determina que la empresa se encuentra 
obligada debido a que además de haber sido constituida para el desarrollo de 
actividades comerciales, la misma ha sido creada para la inversión en sociedades. 
Así mismo, la Ley 14 de 1983 no limita, dentro de su normativa, que las actividades 
a ser gravadas sean solamente las que se encuentren dentro del objeto social de la 
empresa puesto que sea desarrollada de manera principal o secundario el impuesto 
el mismo pasa a ser parte de los ingresos gravados por el impuesto de industria y 
comercio. 
Este caso presenta además un Aclaración de voto emitida por parte de la 
consejera Ligia López, quien indica que a pesar de encontrarse de acuerdo con la 
decisión emitida por el Consejo en este caso solo se tomó en cuenta un concepto 
diferente para determinar la obligación de pago del impuesto que no se encuentre 
en el objeto social de la empresa. En su concepto se considera que existen otras 
actividades que la empresa realiza y que pueden entenderse igualmente como 
gravadas por el impuesto de industria y comercio como lo son el mantenimiento de 
maquinaria y los sistemas de desarrollo de la actividad económica de la empresa y 
que se encuentran por fuera del objeto social.  
 
Inversora Colmena S.A. vs. Secretaría de Hacienda Distrital.  (Sentencia No. 
25000-23-27-000-2008-00196-01 (17953), 2010) 
Problema jurídico: ¿Deben ser gravados los ingresos por inversión? 
Considera la accionante que: La autoridad tributaria, de forma equivocada, 
señala que la venta de acciones prevista en el objeto social constituye una actividad 
gravada. El artículo 42 del Decreto 352 de 2002 señala que “el impuesto de industria 
y comercio correspondiente a cada bimestre, se liquidará con base en los ingresos 
netos del contribuyente obtenidos durante el periodo. Para determinarlos, se restará 
de la totalidad de los ingresos ordinarios y extraordinarios, los correspondientes a 
actividades exentas y no sujetas, así como las devoluciones, rebajas y descuentos, 
las exportaciones la venta de activos fijos”.  
 La Secretaría de Hacienda Distrital argumentó su oposición así: Por lo que 
hace a los ingresos percibidos por venta de acciones, transcribe el artículo 42 del 
Decreto 352 de 2002, y concluye que la base gravable del tributo la conforman la 
totalidad de ingresos ordinarios y extraordinarios, menos las deducciones 
determinadas por la ley, entre las que se encuentran los ingresos por la venta de 
activos fijos. Se refiere luego al artículo 60 E.T. el cual clasifica los activos 
enajenados y define los activos fijos como: ”los bienes corporales muebles o 
inmuebles y los incorporales que no se enajenan dentro del giro ordinario de los 
negocios del contribuyente” (Sentencia No. 25000-23-27-000-2008-00196-01 
(17953), 2010).  
De lo anterior colige que el ICA en la actividad de compra y venta de acciones, 
sin importar la permanencia o eventualidad de la actividad, se liquida tomando como 
base la totalidad de los ingresos, sin deducir su costo de adquisición. Únicamente 
cuando la operación comercial se realice para vender acciones o títulos valores 
catalogados como activos fijos, el ingreso no hará parte de la base gravable. La sola 
participación a cualquier título dentro de un contrato de cuentas en participación es 
un acto de naturaleza mercantil. 
El Tribunal anuló los actos demandados y declaró en firme las declaraciones 
presentadas por la actora. La INVERSORA COLMENA, en su carácter de partícipe 
inactivo, realiza de manera indirecta actividades gravadas, y obtiene por ellas 
ingresos en la jurisdicción del Distrito Capital, circunstancia que la hace responsable 
del ICA, pese a lo cual, está demostrado que el Gestor pagó el tributo por la totalidad 
de los ingresos, por lo que al exigir al partícipe inactivo el pago del mismo, generaría 
una doble tributación por un mismo hecho, lo que está proscrito en nuestra 
legislación. 
La Sala confirma la sentencia del Tribunal debido a que: La sociedad 
INVERSORA COLMENA S.A, de acuerdo con el certificado de constitución 
expedido por la Cámara de Comercio, tiene como objeto principal: A) Invertir y 
participar en toda clase de sociedades y empresas dedicadas a la transformación, 
circulación, administración, custodia, financiación o distribución de bienes o a la 
prestación de servicios” (Sentencia No. 25000-23-27-000-2008-00196-01 (17953), 
2010).  
Es claro que el objeto social de la actora se desarrolla con el hecho de 
“invertir” y “participar” como socios o accionista con el objeto de obtener utilidades 
periódicas, como dividendos, rendimientos financieros etc., lo cual indica que las 
acciones o participaciones no se adquieren con destino a ser enajenadas dentro del 
giro ordinario del negocio. Establecido que la actividad de la demandante no incluye 
la compra y venta permanente de acciones, es del caso concluir que los ingresos 
que se pretenden gravar se generaron por la venta de activos fijos, por lo que no es 
procedente gravarlos con el impuesto de Industria y Comercio. 
__________________________________________________________________ 
La sentencia de la empresa Inversiones Colmena S.A. resulta diferente en un 
hecho de incluir dentro de la discusión los contratos de participación de la empresa. 
En esta sentencia se refiere a la solidaridad que la administración argumenta tienen 
los contratos de colaboración debido a que en uno de los contratos realizados la 
empresa colmena como socio oculto no pago el impuesto de industria y comercio el 
cual fue asumido en su totalidad por el socio gestor. Además, se discute que las 
acciones que han sido vendidas por la empresa hacen parte del giro ordinario de 
los negocios de ella y son mercantiles debido a que la empresa ejerce actividades 
comerciales (Sentencia No. 25000-23-27-000-2008-00196-01 (17953), 2010). 
El Consejo de Estado en este caso analiza el objeto social de la empresa y 
continua con la línea de precedente que analiza en casos anteriores y es que el 
certificado de existencia y representación indica la voluntad de permanencia con la 
que las acciones son adquiridas y por lo tanto no pueden ser entendido que la venta 
se dé dentro del giro ordinario de los negocios de la empresa. En cuanto al impuesto 
generado por el contrato de participación se refiere a la verdad real sobre la verdad 
formal y es que si la Administración ha recibido de uno de los socios un pago 
completo no puede exigir que el otro socio realice un pago de su porcentaje pues 
se consideraría un doble pago. Aunque el contrato en principio debe ser pagado de 
acuerdo con la intervención no puede negarse la existencia de un pago y exigir una 
solidaridad en el pago del impuesto. 
Promotores de Inversiones Arroba S.A. vs Distrito Capital. (Sentencia No. 
2500-23-27-000-2008-00169-01 (18122) , 2011) 
Problema jurídico: ¿Es la actividad inversionista una actividad comercial 
cuyos ingresos deben ser gravados por ICA? 
La demandante alega que los actos acusados desconocen la autorización 
legal de excluir el valor de la venta de activos fijos, de la base gravable del impuesto 
de industria y comercio. El objeto social principal de la empresa no es la 
comercialización profesional de acciones y títulos valores transados en bolsa. La 
interpretación según la cual, la venta de aquéllas hace parte del objeto social de la 
compañía que comprende la actividad mercantil de inversionista y, por tanto, se 
grava como actividad comercial, es errónea. Lo anterior, porque la celebración de 
negocios con títulos valores es una actividad secundaria, ejercida esporádicamente 
y por causas muy particulares, además de necesaria para cumplir el objeto social 
principal consistente en la inversión del patrimonio con fines rentísticos.  
Aunque la demandante es una sociedad comercial que se rige por las normas 
del Código de Comercio, su actividad económica principal es de servicios, sin que 
la naturaleza mercantil que tiene obligue a clasificar todas sus actividades como 
comerciales. De la actividad económica principal depende el código asignado a la 
contribuyente.  
             Por su parte la demandada alega que: La calificación de actividades civiles 
o mercantiles depende del objeto social que enuncie la escritura de constitución de 
la sociedad y de la naturaleza de los actos que desarrolla, no de la voluntad de los 
asociados. Si dicho objeto comprende ambos tipos de actividades, la prevalencia 
de las mercantiles le imprime al ente societario la naturaleza de sociedad comercial. 
La demandante desarrolló actividades comerciales porque hacen parte del 
quehacer diario de su objeto social. 
           Los ingresos derivados de su actividad se enmarcan en los operacionales 
que hacen parte del giro ordinario de sus negocios y, por tanto, forman parte de la 
base gravable del impuesto, tanto por su carácter de sociedad inversora, como 
porque la actividad de inversión directa en otras sociedades, de las que obtiene 
dividendos, rendimientos financieros, ingresos y utilidades, no encaja en el concepto 
de actividad de servicio ni industrial sino de comercio, de acuerdo con las 
definiciones que contienen los artículos 33, 34 y 35 del Decreto 352 del 2002.  
El Tribunal anuló parcialmente los actos demandados por que La Ley 14 de 
1983 gravó la actividad mercantil con impuesto de industria y comercio; esa 
actividad se ejerce de manera habitual por quien tiene la calidad de comerciante. 
Para efecto de dicho tributo, la actividad de servicios es un trabajo realizado por las 
personas naturales o jurídicas, que se concreta en una obligación de hacer y que, 
a su vez, genera una contraprestación a quien la realiza 
La Sala confirma la sentencia emitida por el Tribunal considerando que: El 
certificado es claro: el objeto social de la actora lo constituye la inversión de sus 
fondos en bienes muebles e inmuebles con fines rentísticos Se trata, por tanto, de 
una actividad de inversión que en la ciencia económica supone una colocación de 
capital para una ganancia futura, sacrificando un beneficio inmediato por otro a largo 
o mediano plazo.  
El criterio jurisprudencial respecto del gravamen de industria y comercio sobre 
dicha actividad de negociación, predica la inclusión de la misma en el objeto social 
principal del contribuyente, de modo que los ingresos o dividendos resultantes de su 
ejercicio puedan entenderse derivados del giro ordinario de los negocios de aquél.  
El único evento en que dichos ingresos pueden entenderse desligados de 
ese origen es cuando las acciones negociadas constituyen activos fijos, y ese 
reconocimiento depende del objeto social que desarrolle la entidad enajenante, que 
es la que percibe el ingreso. Sin asomo de duda, el hecho de que el objeto social 
de la actora incluya la enajenación de acciones permite inferir que tal actividad no 
se ejerce a favor de otro, por razón de contratación específica para dicha finalidad 
y a cambio de una contraprestación, sino que se desarrolla en nombre propio con 
la habitualidad innata al giro ordinario de sus negocios 
 
Continuando con la sentencia entre la empresa Promotores de Inversiones 
Arroba S.A. vs Distrito capital, entramos a contemplar una empresa que tiene dentro 
de su objeto social la actividad inversionista. La actividad desarrollada por la 
empresa dentro del giro ordinario de los negocios se basa en la colocación de 
acciones para la obtención de ganancias futuras. (Sentencia No. 2500-23-27-000-
2008-00169-01 (18122) , 2011) 
En todo momento el desarrollo de la empresa gira en torno a la obtención de 
ingreso por las acciones. La empresa por su parte alega que esta obtención se 
refiere a la obtención de acciones con el fin de tenerlas como activos fijos. Es 
evidente para el Consejo de Estado no existe la posibilidad de tener las acciones 
como activos fijos considerando la discrepancia entre la intención continua de la 
empresa como actividad comercial primaria y secundaria de la colocación de 
acciones para la obtención de ingresos. Los activos fijos establecen normalmente 
no se encuentran en el proceso de contabilización y se alejan de las actividades 
principales de la entidad, hecho que en este caso no se presenta. La evidencia de 
la interiorización de los activos obtenidos por la empresa como parte de su objeto 
social se ven incluso en el hecho de que no se acepta una posible discrepancia de 
conceptos para solicitar que no se imponga la sanción por inexactitud (Sentencia 
No. 2500-23-27-000-2008-00169-01 (18122) , 2011) 
Rendifin S.A. en Liquidación vs. Bogotá D.C. – Secretaría de Hacienda. 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-00159-01 (18702), 2012) 
Problema jurídico: ¿Omitió la empresa el pago de ICA por los ingresos de las 
acciones propias del giro ordinario de los negocios? 
 Dice la actora que La enajenación de acciones no es una actividad que haga 
parte del giro ordinario de los negocios de Rendifn S.A. en Liquidación, en 
consecuencia, la venta de las acciones poseídas en las sociedades Meridian 
Assetes y Banco Popular se realizó por fuera del giro ordinario de los negocios. 
Como la enajenación de acciones se hizo por fuera del giro ordinario de los 
negocios, se concluye que dichas acciones son activos fijos, y por lo tanto, los 
ingresos percibidos por su enajenación deben restarse de la base gravable del 
impuesto de industria y comercio, tal como lo ordena el artículo 42 del Decreto 352 
de 2002.  
La entidad demandada, se opuso a las pretensiones de la demanda, con 
fundamento en los siguientes argumentos: La realidad económica de la sociedad 
actora es que desarrolla actividades de compra y venta de bienes, atendiendo 
básicamente al mercado de los mismos. En conclusión, las acciones enajenadas 
durante el cuarto y el quinto bimestre de 2005 no deben ser catalogadas como 
activos fijos debido a que existe norma precisa (artículo 64 del Decreto 2649 de 
1993) que señala que para que un bien sea considerado como propiedad, planta y 
equipo, no debe estar destinado para la venta en el curso normal de los negocios, 
y para el caso de RENDIFÍN dicha actividad si está dispuesta en el objeto social del 
contribuyente, previsto en el certificado de cámara de comercio. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta Subsección A, 
mediante sentencia del 1º de diciembre de 2010 declaró la nulidad de los actos 
acusados, previas las siguientes consideraciones: se infiere que es a partir del 
enunciado que se haga de la actividad que va a desarrollar la sociedad, que procede 
su calificación, sea civil o comercial, sin que la voluntad de los asociados sea la que 
imprima a la sociedad el carácter de civil o mercantil, sino la naturaleza de los actos 
que desarrolla, de tal suerte que si son de naturaleza mercantil, la sociedad será 
comercial así la voluntad de los asociados sea otra. 
Conforme a las pruebas aportadas al expediente, la enajenación de las 
acciones no obedeció al giro ordinario de los negocios de RENDIFÍN S.A. EN 
LIQUIDACIÓN, por lo que es dable concluir que durante el tiempo que 
permanecieron en propiedad de esta sociedad hicieron parte de su activo fijo, razón 
por la cual los ingresos obtenidos por la venta de las mismas deben ser excluidos 
de la base gravable del impuesto de industria y comercio correspondiente a los 
bimestres cuarto y quinto del año 2005, tal como lo efectuó el contribuyente en la 
declaración privada, y por ende, resulta improcedente la sanción por inexactitud 
impuesta. 
La Sala confirma la sentencia emitida por el Tribunal teniendo en cuenta que:  
Esta Corporación ha sostenido que de la base gravable del impuesto de 
industria y comercio están excluidos los ingresos por la utilidad en la venta de 
activos fijos, entre los cuales están las acciones, cuando al adquirirlas o enajenarlas 
no constituye el giro ordinario de los negocios del contribuyente. 
De acuerdo con lo expuesto, en los términos del artículo 60 del Estatuto 
Tributario Nacional, la enajenación de las mencionadas acciones se clasifica como 
venta de activos fijos, la cual no hace parte de la base gravable del impuesto de 
industria y comercio, avisos y tableros, según lo dispuesto en el Decreto 352 del 
2002 vigente para la época. En ese orden de ideas, como en las declaraciones de 
ICA correspondientes a los bimestres 4º y 5º de 2005, la actora excluyó de la base 
gravable del tributo los ingresos que percibió por la enajenación de dichas acciones, 
por cuanto se trató de una venta de activos fijos, es claro que su actuación se ajustó 
a la ley, circunstancia que hace evidente la improcedencia de la sanción por 
inexactitud que le fue impuesta por exclusión de ingresos, dado que, como se vio, 
la misma sí era procedente. En consecuencia, se confirmará la sentencia apelada. 
__________________________________________________________________ 
El Consejero Ponente William Giraldo Giraldo, ha decidido en la sentencia del 
27 de septiembre de 2012 entre Redifin S.A. en Liquidación vs Secretaría de 
Hacienda de Bogotá. Se disputa que la empresa enajena las acciones fuera del giro 
ordinario de los negocios puesto que la intención de la empresa es la de mantener 
las acciones como activos fijos y no realizar la venta de acciones. La secretaría de 
Hacienda de Bogotá por su parte afirma que las acciones vendidas deben estar 
incluidas en la base gravable del impuesto al haber sido vendidas en el giro ordinario 
de los negocios. El Ministerio Público por su parte apoya a la demandante afirmando 
que la intención de la demandante es mantener las acciones dentro de su patrimonio 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-00159-01 (18702), 2012) 
El Consejo de Estado afirma que las acciones se encuentran excluidas del 
gravamen del impuesto de industria y comercio debido a que la compra y venta de 
las acciones no se encuentra dentro del giro ordinario de los negocios, tanto el 
objeto social de la empresa como su contabilidad e intención de la empresa siempre 
gira ante la posibilidad de mantener las acciones dentro del patrimonio de la 
empresa.  
 
Promotores de Inversiones Arroba S.A. vs Distrito Capital – Secretaría de 
Hacienda Distrital – Dirección Distrital de Impuestos. (Sentencia No. 25000-23-
27-000-2009-00222-01 (18923), 2013) 
Problema jurídico: ¿Deben ser gravados y considerados como activos 
móviles las acciones vendidas? 
La sociedad Promotora de Inversiones Arroba S.A. no adquirió las acciones del 
Banco Superior S.A. con el fin de enajenarlas pues, el objeto principal de la sociedad 
es lucrarse de las utilidades periódicas que le confieren sus inversiones. La 
enajenación de sus bienes, aunque está permitida a título de objeto social 
secundario, no es una actividad propia de su objeto social principal, dado que la 
intención de la sociedad es que las inversiones permanezcan en su patrimonio.  
El Distrito Capital De Bogotá se opuso a las pretensiones de la demanda con 
base en que la venta de acciones forma parte del objeto social de la compañía, sin 
que se pueda diferenciar entre objeto principal y secundario y forman parte del giro 
ordinario de los negocios de la sociedad, por tanto los ingresos obtenidos con la 
operación de venta de las acciones del Banco Superior S.A, se deben considerar 
ingresos operacionales. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante fallo del 4 de noviembre 
de 2010 anuló los actos demandados y, en su lugar, declaró en firme la declaración 
privada. Fundamentó su decisión en que de acuerdo con el artículo 12 del Decreto 
3211 de 1979 las acciones que se adquieren y no se enajenan dentro del giro 
ordinario de los negocios del contribuyente son activos fijos y, de acuerdo con las 
pruebas obrantes en el expediente, se concluye en primer lugar, que el objeto social 
de la sociedad demandante consiste en la conformación, administración y manejo 
de portafolio de inversiones, el cual puede estar constituido por acciones, pero que, 
no por ello, forman parte de los activos movibles de la compañía. En segundo lugar, 
la enajenación de las acciones no obedeció al giro ordinario de los negocios de la 
sociedad, por lo que todo el tiempo que permanecieron en su propiedad, hicieron 
parte del activo fijo y por tanto, su venta debía ser excluida de la base gravable del 
impuesto de industria y comercio. 
La Sala confirma la sentencia emitida por el Tribunal. De los anteriores hechos 
y en la línea de razonamiento esbozada previamente, se concluye que las acciones 
del Banco Superior S.A. (anteriormente Diners Club de Colombia S.A.) adquiridas 
por la sociedad Promotora de Inversiones Arroba S.A. (antes denominada 
Inversiones Superior S.A.), formaron parte de las inversiones a largo plazo de esta 
sociedad y fueron adquiridas con fines de valorización y rentabilidad y no con el 
ánimo de ser vendidas; su posterior enajenación correspondió, no al giro ordinario 
de los negocios, sino a la situación prevista en las actividades secundarias de apoyo 
al objeto social principal, descritas en el certificado de la Cámara de Comercio y en 
la Escritura contentiva del acuerdo de escisión, consistentes en la venta eventual 
por razones de “...necesidad, conveniencia o rentabilidad. 
__________________________________________________________________ 
Promotora de Inversiones Arroba vuelve a entrar en disputa con el Distrito 
capital de Bogotá, la Secretaría de Hacienda Distrital y la Dirección Distrital de 
Impuestos. En este caso la demandante indica que los activos fijos no se encuentran 
gravados. La demandante indica que lo que determina que los activos fijos o móviles 
no es el objeto social, el tiempo de posesión ni el registro contable de los activos. 
Lo que determina que sean activos fijos es que los bienes no se enajenen dentro 
del giro ordinario de los negocios y tener un ánimo de permanencia de las acciones. 
La Administración indica que la demandante tiene como objeto social la venta de 
acciones y no puede diferenciarla del objeto secundario (Sentencia No. 25000-23-
27-000-2009-00222-01 (18923), 2013) 
El Consejo de Estado indica de manera muy clara que la realidad que debe 
primar en estos casos es que las acciones no se vendan dentro del giro ordinario 
de los negocios. El factor objetivo de la empresa siempre debe primar sobre el factor 
formal de la empresa. Este hecho es observado en la sentencia cuando se observa 
en este proceso el numeral 5 del artículo 20 del Código de Comercio en el que se 
dice:  
“Acudiendo a la definición legal del Código de Comercio, se 
encuentra que la venta de acciones es un acto mercantil “para 
todos los efectos legales”. Señala el numeral 5o del artículo 20:  
Son mercantiles para todos los efectos legales: (…)  
5) La intervención como asociado en la constitución de 
sociedades comerciales, los actos de administración de estas o 
la negociación a título oneroso de las partes de interés, cuotas o 
acciones;  
La expresión para todos los efectos legales resalta el hecho de 
que para considerar estos actos como mercantiles, prevalece el 
factor objetivo (condición del acto) sobre el subjetivo (que sean 
realizados por un comerciante). Sin embargo, el hecho de que la 
venta de acciones, incluida en la enumeración legal citada, sea 
siempre mercantil sin interesar quien la realice, no determina 
necesariamente que siempre esté gravada con el impuesto de 
industria y comercio, como se dilucidará a continuación” 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-00222-01 (18923), 2013) 
Lo citado anteriormente permite concluir que estas acciones fueron vendidas 
por rentabilidad, conveniencia o necesidad, no dentro del giro ordinario de los 
negocios.  
 
Nuefari S.A. en Liquidación vs. Secretaría de Hacienda del Distrito. (Sentencia 
No. 25000-23-27-000-2008-00209-01 (18750), 2014) 
Problema jurídico: ¿Está obligada la empresa en liquidación a pagar ICA de 
los dividendos pignorados? 
La demandante dijo que, facultada por sus estatutos, realizó inversiones de 
su patrimonio de manera permanente, con el fin de obtener rendimientos periódicos. 
Que de dichas inversiones obtuvo dividendos en los períodos en discusión.  Sin 
embargo, añadió, la Administración gravó con el impuesto de industria y comercio 
los dividendos generados por las inversiones de carácter permanente (activos fijos) 
efectuadas por la sociedad, por estimar que provinieron del ejercicio de una 
actividad comercial.  Precisó que los únicos ingresos que recibió la sociedad en los 
períodos cuestionados correspondieron a dividendos, que son rentas pasivas que 
no están gravadas con el impuesto. Que los dividendos, como rendimientos de un 
activo fijo o inversión permanente que son, gozan del mismo tratamiento que las 
acciones que los causan, pues ambas constituyen operaciones ajenas al giro 
ordinario de los negocios, que es lo que la Administración pretende gravar con el 
impuesto.  
Adujo que la sociedad demandante fue creada con el objeto de comprar y 
vender, permutar, arrendar y administrar bienes inmuebles urbanos y rurales, entre 
otros. Que la sociedad desarrolla su objeto social mediante la compra y venta 
regular de bienes inmuebles. Aseveró que la inversión en inmuebles que la empresa 
toma como activos fijos, y su posterior cesión en venta, constituyen actos de 
comercio realizados en el giro ordinario de sus negocios.  
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca negó las pretensiones de la 
demanda. Que los dividendos y participaciones que se obtienen de la actividad no 
habitual y exclusiva no están gravados con el impuesto de industria y comercio. 
Que, por el contrario, sí estarían gravados con el impuesto en el evento en que la 
persona ejerza la actividad de invertir de manera permanente y como actividad 
autónoma.  Que el reparto de utilidades o dividendos a favor de los socios que los 
recibe no constituye una actividad gravada, pues no se considera como hecho 
generador la mera percepción de esas utilidades o dividendos.  
La Sala del Consejo de Estado confirma la sentencia proferida por el Tribunal 
teniendo en cuenta que: si se analiza la percepción de dividendos como actividad 
comercial o no, en la práctica,  la realización de esta actividad, bien sea que se haga 
profesionalmente o no, se hace, entre otros fines, con el de obtener dividendos 
proporcionales a la participación societaria.  
En lo que respecta a si la “percepción de dividendos” es una actividad 
mercantil, para efectos del impuesto de industria y comercio, se precisa que 
mediante sentencia del 19 de mayo de 2011 (Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-
00041-01 (18263), 2011), la Sala concluyó que no cuando quien percibe los 
dividendos es una entidad sin ánimo de lucro como las fundaciones. Percibir 
dividendos es un hecho de ejecución sucesiva y permanente que tiene lugar cuando 
se interviene como asociado en la constitución de una sociedad. Por lo tanto, 
percibir dividendos, se reitera, no es un acto de comercio.  Por el contrario, Intervenir 
como asociado en la constitución de sociedades es un acto de comercio.  
En ese contexto, no es pertinente confundir el hecho con el acto. Sin 
embargo, es indiscutible que, para la percepción de dividendos es necesario que se 
ejecute el acto de comercio y, en esa medida, hecho y acto son inescindibles pues 
no se pueden percibir dividendos si no se ha intervenido como asociado en la 
constitución de sociedades.  La Sala considera que los dividendos percibidos con 
ocasión de las acciones adquiridas antes de la declaratoria de disolución y del 
estado de liquidación de la empresa demandante están gravados con el impuesto 
de industria y comercio porque, se reitera, fueron producto de la actividad mercantil 
para la cual fue creada la sociedad 
__________________________________________________________________ 
La empresa Nuefari S.A en liquidación en un conflicto con la Secretaria de 
Hacienda de Bogotá pues considera en principio un error de notificación del pliego 
de cargos y el conflicto con la recepción de este que consideran violenta los 
derechos de la empresa de proteger sus derechos (Sentencia No. 25000-23-27-
000-2008-00209-01 (18750), 2014) 
Esta empresa cuenta dentro de su objeto social con la colocación de acciones 
para la obtención de ingresos. en este caso relacionándose con el precedente de la 
sentencia donde se establece que el gravamen de los activos fijos se determina 
cuando son tomados como activos fijos, no como base del objeto social y dentro del 
giro ordinario de los negocios. Se deben excluir en todo caso los activos fijos cuando 
se puedan comprobar (Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-00041-01 (18263), 
2011) 
Esta sentencia tiene un hecho que crea una duda que puede plantearse a los 
lectores y es la condición de la empresa Nuefari S.A. en el momento en el que se 
llama a la empresa por parte de la Secretaría de Hacienda de Bogotá, la empresa 
se encuentra en proceso de liquidación, de esta manera la Consejera Martha Teresa 
Briceño entra a analizar que en el caso de las sentencias no se considera la 
discusión de activos fijos, pero ¿es posible que una empresa en liquidación 
desarrolle actividades comerciales? 
 
Las sentencias emitidas por el Municipio de Bucaramanga vs. Electrificadora de 
Santander tienen un proceso parecido al de la empresa Inversora 2020 S.A. y es 
que se presentan 3 sentencias con hechos muy parecidos, diferenciando los 
periodos gravables de las sentencias. La primera sentencia es Electrificadora de 
Santander S.A. vs Municipio de Santander S.A. E.S.P. del 11 de mayo de 2017 de 
los periodos gravables del año 2005, la segunda sentencia es la sentencia 
Electrificadora de Santander S.A. vs Municipio de Santander S.A. E.S.P. del 18 de 
mayo de 2017 y la tercera sentencia es la Electrificadora de Santander S.A. vs 
Municipio de Santander S.A. E.S.P. del 29 de junio de 2017.  
Electrificadora de Santander S.A. E.S.P. vs Municipio de Bucaramanga. 
(Sentencia No. 68001-23-31-000-2010-00458-01 (20768), 2017)  
Problema jurídico: ¿Deben ser gravados los ingresos por activos fijos y 
rendimientos financieros si no son en desarrollo de una actividad comercial o 
industrial? 
La demandante dijo que el municipio de Bucaramanga vulneró el derecho al 
debido proceso de la demandante porque adicionó ingresos que no estaban 
gravados con el impuesto de industria y comercio, bien sea porque se trataba de 
ingresos de origen meramente contable o porque no provenían del desarrollo de 
actividades industriales, comerciales o de servicios. Sostuvo que los ingresos por la 
venta de activos fijos, por valor de $437.608.070, tampoco estaban gravados con el 
impuesto de industria y comercio, puesto que tuvieron origen en la necesidad de 
modernizar equipos y no en el desarrollo de una actividad comercial. Agregó que 
las empresas de servicios públicos domiciliarios no cuentan con inventarios para la 
comercialización y que los bienes que adquiere tienen como propósito la prestación 
del servicio. 
El municipio de Bucaramanga se opuso a las pretensiones de la demanda. 
Adujo que los ingresos tenidos en cuenta para liquidar el impuesto de industria y 
comercio fueron los registrados en la contabilidad de la sociedad, tal y como lo 
establece el artículo 7 del Acuerdo Municipal 39 de 1989. Dijo que no era cierto que 
los ingresos adicionados sean una mera ficción contable, pues lo cierto es que 
fueron registrados en la contabilidad, que debe reflejar la situación económica real. 
El Tribunal Administrativo de Santander, mediante sentencia del 25 de 
septiembre de 2013, negó las pretensiones de la demanda. El tribunal dijo que los 
actos cuestionados están debidamente justificados, toda vez que el municipio de 
Bucaramanga demostró que la parte actora omitió declarar ingresos gravados. Que, 
según los artículos 33 de la Ley 14 de 1983 y 7 del Acuerdo Municipal 39 de 1989, 
la base gravable del impuesto de industria y comercio en el municipio de 
Bucaramanga corresponde al promedio mensual de ingresos brutos percibidos 
durante el respectivo año. Que, de esa base gravable, deben exceptuarse los 
ingresos por devoluciones, por venta de activos fijos, por exportaciones y por 
subsidios estatales.  
La Sala debe resolver si son procedentes las adiciones de ingresos propuestas 
en los actos demandados y la sanción por inexactitud impuesta por el municipio de 
Bucaramanga.  
La Sala estima que los dividendos percibidos por la actora no están gravados 
con el impuesto de industria y comercio porque, se reitera, no fueron producto de la 
actividad mercantil para la cual fue creada la sociedad. Idéntica situación ocurre con 
los demás ingresos financieros. La Sala ha dicho que para calificar un activo como 
fijo o movible no basta con verificar la forma en que se contabiliza, sino que también 
debe tenerse en cuenta la intención o el propósito para el que fue adquirido. Así, 
serán activos movibles los que hayan sido adquiridos para ser enajenados dentro 
del giro ordinario o corriente de los negocios. En tanto que, si la intención es que 
permanezcan en el patrimonio de la entidad, serán activos fijos. Por igual, el carácter 
de activo fijo de un bien también dependerá del objeto social de la entidad pues es 
este el que determina el giro ordinario de los negocios. En caso de obtenerse 
ingresos por la enajenación de activos fijos, aquella deberá excluirse de la base 
gravable del impuesto de industria y comercio. (Sentencia No. 68001-23-31-000-
2010-00458-01 (20768), 2017) 
Electrificadora de Santander S.A. E.S.P. vs Municipio de Bucaramanga 
(Sentencia No. 680001-23-31-000-2010-00423-01 (21036), 2017). 
Problema jurídico: ¿Es improcedente la adición de ingresos realizadas en el 
ICA? 
La actora dijo que mediante la liquidación oficial la entidad demandada adicionó 
ingresos de origen contable correspondientes a sobrantes, recuperaciones y 
reintegros de vigencias anteriores que no están gravados con el impuesto de 
industria y comercio por no tener origen en el desarrollo de una actividad sujeta al 
impuesto en controversia. Sostuvo que los ingresos por la venta de activos fijos, por 
valor de $38.684.879, tampoco estaban gravados con el impuesto de industria y 
comercio, puesto que tuvieron origen en la necesidad de modernizar equipos y no 
en el desarrollo de una actividad comercial. 
El municipio de Bucaramanga se opuso a las pretensiones de la demanda. Dijo 
que los ingresos tenidos en cuenta para liquidar el impuesto de industria y comercio 
fueron los registrados en la contabilidad de la sociedad, tal y como lo establece el 
artículo 7 del Acuerdo Municipal 39 de 1989. Que no era cierto que los ingresos 
adicionados sean una mera ficción contable, pues lo cierto es que fueron registrados 
en la contabilidad, que debe reflejar la situación económica real. 
El Tribunal Administrativo de Santander, mediante sentencia del 23 de agosto 
de 2013, negó las pretensiones de la demanda. Señaló que, según los artículos 33 
de la Ley 14 de 1983 y 7 del Acuerdo Municipal 39 de 1989, la base gravable del 
impuesto de industria y comercio en el municipio de Bucaramanga corresponde al 
promedio mensual de ingresos brutos percibidos durante el respectivo año. Que, de 
esa base gravable, deben exceptuarse los ingresos por devoluciones, por venta de 
activos fijos, por exportaciones y por subsidios estatales. Que el artículo 24-1 de la 
Ley 142 de 1994 prevé que el impuesto de industria y comercio originado en 
servicios públicos domiciliaros se causa en el municipio donde se presta el servicio 
y se calcula con base en el valor promedio mensual facturado. 
De los argumentos expuestos en el recurso de apelación, la Sala advierte dos 
inconformidades frente a las resoluciones 35 del 18 de diciembre de 2008 y 2921 
del 29 de diciembre de 2009, a saber: (i) La improcedencia de la adición de ingresos 
por concepto de rendimientos financieros, venta de activos fijos, por otros ingresos 
contables y por reintegros de vigencias anteriores. Para la parte actora, esos 
ingresos no están gravados con el impuesto de industria y comercio, porque que no 
tienen origen en el desarrollo de actividades industriales o comerciales. (ii) La tarifa 
de la sanción por inexactitud, por exceder el límite previsto en los artículos 59 de la 
Ley 788 de 2002 y 647 del Estatuto Tributario Nacional. A juicio de la demandante, 
la sanción no podía exceder el 160 % del mayor impuesto determinado, pero 
ascendió al 200%. 
La Sala ha dicho que para calificar un activo como fijo o movible no basta con 
verificar la forma en que se contabiliza, sino que también debe tenerse en cuenta la 
intención o el propósito para el que fue adquirido. Así, serán activos movibles los 
que hayan sido adquiridos para ser enajenados dentro del giro ordinario o corriente 
de los negocios. En tanto que, si la intención es que permanezcan en el patrimonio 
de la entidad, serán activos fijos. Por igual, el carácter de activo fijo de un bien 
también dependerá del objeto social de la entidad pues es este el que determina el 
giro ordinario de los negocios. En caso de obtenerse ingresos por la enajenación de 
activos fijos, aquella deberá excluirse de la base gravable del impuesto de industria 
y comercio. 
Analizado el objeto social de la demandante se aprecia que su actividad 
principal radica en la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica. 
Para prestar tal servicio, los equipos de medición son indispensables para leer el 
consumo del servicio prestado y facturarlo. En estos casos, entonces, se deberá 
verificar que la norma territorial no establezca una sanción mayor a la contemplada 
en el estatuto tributario nacional. Solo en el caso de que la norma territorial 
establezca una sanción mayor a la prevista en el estatuto tributario nacional, la 
norma territorial será inaplicable. Se decide la revocatoria de la sentencia emitida 
por el Tribunal Administrativo de Santander. (Sentencia No. 680001-23-31-000-
2010-00423-01 (21036), 2017) 
Electrificadora de Santander S.A. E.S.P. vs Municipio de Bucaramanga. 
(Sentencia No. 68001-23-31-000-2011-00931-01 (21918), 2017) 
Problema jurídico: ¿Es procedente la adición de ingresos por concepto de 
ajustes de ejercicios anteriores, la venta de activos fijos y por rendimientos 
financieros? 
La demandante explicó que el municipio de Bucaramanga gravó con el 
impuesto de industria y comercio ingresos que no estarían sujetos a ese tributo, bien 
porque se trataba de ingresos de origen meramente contable o porque provenían 
del desarrollo de actividades que no se catalogan como industriales, comerciales ni 
de servicio. Sostuvo que los ingresos por la venta de activos fijos, que fueron 
adicionados por valor de $6.513.681, tampoco estaban gravados con el impuesto 
de industria y comercio, puesto que esa enajenación tuvo origen en la necesidad de 
modernizar equipos y no en el desarrollo de una actividad comercial. 
El municipio de Bucaramanga se opuso a las pretensiones de la demanda. 
Sobre el fondo del asunto, dijo que los ingresos objeto de adición estaban 
registrados en la contabilidad de la demandante del año 2007 y que así fue 
comprobado en la inspección tributaria que el municipio de Bucaramanga realizó. 
Por último, en relación con la adición de ingresos por concepto de rendimientos 
financieros, señaló que estos ingresos estaban gravados con el impuesto de 
industria y comercio en razón a que el objeto de social de la demandante prevé la 
realización de actividades financieras. 
El Tribunal Administrativo de Santander, mediante sentencia del 26 de marzo 
de 2015, declaró la nulidad parcial de los actos administrativos demandados y 
liquidó el impuesto a cargo de la demandante. El Tribunal dijo que los actos 
cuestionados estaban debidamente justificados porque el municipio de 
Bucaramanga demostró que la demandante omitió declarar ingresos gravados con 
el impuesto de industria y comercio. De esa forma, en relación con los ingresos 
provenientes de la venta de activos fijos, dijo que la demandante calificó como 
activos fijos ciertos bienes que, por su naturaleza, eran inventarios y, por tanto, su 
enajenación generaba ingresos gravados con el impuesto de industria y comercio. 
De los argumentos expuestos en la apelación, la Sala advierte dos 
inconformidades frente a la decisión adoptada por el tribunal, a saber: (i) Si es 
procedente la adición de ingresos por concepto de ajustes de ejercicios anteriores, 
la venta de activos fijos y por rendimientos financieros. (ii) Si es procedente la 
sanción por inexactitud prevista en el 68 de Acuerdo 039 de 1998, como lo alegó el 
municipio de Bucaramanga, o si la sanción no era procedente, conforme lo alegó la 
demandante. Para el caso concreto, la Sala estima que los ingresos recibidos por 
la demandante por concepto de intereses, dividendos y utilidad por método de 
participación no están gravados con el impuesto de industria y comercio porque no 
se derivan de la actividad mercantil para la que fue creada la sociedad. Idéntica 
situación ocurre con los demás ingresos financieros. Procede, entonces, el recurso 
de apelación en este punto y, por lo tanto, es procedente anular parcialmente los 
actos demandados en cuanto adicionaron a la base gravable ingresos por 
rendimientos financieros. 
La Sala ha dicho que para calificar un activo como fijo o movible no basta con 
verificar la forma en que se contabiliza, sino que también debe tenerse en cuenta la 
intención o el propósito para el que fue adquirido. Así, serán activos movibles los 
que hayan sido adquiridos para ser enajenados dentro del giro ordinario o corriente 
de los negocios. En tanto que, si la intención es que permanezcan en el patrimonio 
de la entidad, serán activos fijos. Por igual, el carácter de activo fijo de un bien 
también dependerá del objeto social de la entidad pues es este el que determina el 
giro ordinario de los negocios. En caso de obtenerse ingresos por la enajenación de 
activos fijos, aquella deberá excluirse de la base gravable del impuesto de industria 
y comercio. Sin embargo, la demandante no demostró que los bienes que dieron 
lugar al ingreso registrado en la subcuenta 4210 Bienes comercializados, en efecto, 
fueran activos fijos. Decidiendo revocar la sentencia del Tribunal. 
_________________________________________________________________ 
Estas sentencias fundamentan su caso en que la empresa Electrificadora de 
Santander presta servicios a la población. En este proceso ha decidido modernizar 
unos equipos por lo que ha decidido vender activos fijos, estas ventas no s realizan 
normalmente dentro del giro ordinario de los negocios. Igualmente, la empresa 
realizó un registro de una diferencia de valores y rendimientos financieros que crean 
una diferencia de valores entre lo contable y lo fiscal. Los argumentos de la 
Administración no son extensos y se centran en que la diferencia contable y fiscal 
no se encuentran correctamente justificados. 
El Consejo de Estado define en todas las sentencias que no existe una correcta 
sustentación y prueba de que los ingresos han sido contabilizados o pagados en 
otros periodos por lo que apoya el argumento de la Administración de que la 
empresa no tiene material probatorio o justificación que fundamente la decisión de 
omitir el gravamen de los ingresos. En cuanto a los dividendos refiere la empresa 
que los dividendos no se encuentran gravados por lo que revoca la sentencia 
emitida por el Tribunal y declara la nulidad parcial de la resolución. 
Mislo III LTDA. En liquidación y Mislo II Cia S.A.S. vs Distrito Capital – 
Secretaría de Hacienda Distrital - Dirección Distrital de Impuestos de Bogotá. 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2011-00320-01 (20602), 2017) 
Problema jurídico: ¿Deben ser gravados los ingresos de las empresas 
beneficiarias de la escisión? 
La demandante establece que los elementos del patrimonio trasladados por 
escisión a la sociedad beneficiaria conservan los mismos derechos, calidades, 
calificaciones y características que tenían en las sociedades escindentes. Sobre el 
tema, manifestó que en virtud de la escisión ocurre la “transferencia en bloque del 
patrimonio” (activos y pasivos) de las sociedades escindidas a las beneficiarias, lo 
que implica que en las beneficiarias no existe solución de continuidad de los 
derechos, obligaciones, características, calidades y calificaciones de cada uno de 
los elementos del patrimonio que se trasladan. Anotó que los ingresos trasladados 
corresponden a las sociedades escindentes (Mislo & Cía. SCA y La Linterna 
Inversiones SA) y no a la beneficiaria Nueva Inversiones SAS. 
La entidad demandada se opuso a las pretensiones de la demanda. Expresó 
que los motivos de inconformidad de la parte actora serán replicados con un 
argumento general, así:  Consta en el certificado de existencia y representación, 
que la contribuyente Nueva Inversiones SAS (antes Nueva Inversiones Ltda.) tiene 
como objeto social la inversión en toda clase de bienes valores muebles e 
inmuebles, por lo que no se comparte la posición de la parte actora de atribuirle el 
carácter de activos fijos a las acciones de CEET SA, en la medida en que la compra 
y venta de acciones hace parte del giro normal de sus negocios. 
El Tribunal declara la nulidad de los actos demandados luego de aludir al 
régimen jurídico del ICA y referirse a los aspectos de capacidad, objeto social y 
activos fijos, con fundamento en jurisprudencia del Consejo de Estado y la 
certificación del contador público de Nueva Inversiones SAS, indicó que el carácter 
de activo fijo no lo determina el término de posesión del bien dentro del patrimonio, 
sino su contabilización y destinación específica, por lo que es necesario demostrar 
que los bienes fueron adquiridos para hacer parte de la propiedad, planta y equipo 
del ente económico y que, por ello su enajenación no corresponde a la actividad 
principal de la empresa. se infiere que contabilizó las acciones en las mismas 
cuentas contables en que estaban registradas en los libros de contabilidad de las 
sociedades escindidas y que se probó que tales acciones “no formaban parte del 
giro ordinario de los negocios de la sociedad demandante”, pues su objeto se 
circunscribe a “la inversión en toda clase de bienes valores, muebles e inmuebles”. 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2011-00320-01 (20602), 2017) 
 La Sala del Consejo de Estado confirma la sentencia proferida por el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca considerando que: dentro del marco y como efecto 
del proceso de escisión, la venta de acciones efectuada por la demandante 
corresponde a una venta de activos fijos, cuyos ingresos y utilidades están excluidas 
de la base gravable del impuesto de industria y comercio, lo que apareja la no 
prosperidad del recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada. 
__________________________________________________________________ 
La empresa Mislo III LTDA. En liquidación y Mislo II &Cia S.A.S. se enfrenta al 
distrito capital, la Secretaría de Hacienda y la Dirección Distrital de Impuestos de 
Bogotá en una disputa por el impuesto de industria y comercio no pagado por la 
empresa, hecho que las mismas niegan. Las empresas fueron beneficiarias en la 
escisión de la empresa Nueva Inversiones S.A.S. la cual procedió a darles acciones 
a cada una de las empresas en un proceso de fusión y escisión que conlleva la 
transferencia de bienes en bloque, incluyendo dentro de estos los activos, pasivos 
y patrimonio de la empresa (Sentencia No. 25000-23-27-000-2011-00320-01 
(20602), 2017).  
La Administración asegura que en toda transmisión de acciones y dado el 
recibimiento de acciones que obtienen las empresas debe considerarse como un 
ingreso puesto que aumenta el patrimonio de estas. Además, al realizar las dos 
empresas actividades comerciales da el tono de comercialidad de las acciones y 
considerarlas como ingresos operacionales. 
El Consejo de Estado resuelve diciendo que la venta que se realiza de las 
acciones por procesos de fusión y escisión no son comerciales. El proceso de 
escisión y fusión de las empresas comerciales no es en ningún momento una 
compraventa, novación o subrogación teniendo en cuenta que el proceso de 
escisión conlleva a las transferencias de estas sin generar un impuesto a cargo, 
anulando los actos acusados 
 
El Zuque S.A. vs Secretaría de Hacienda Distrital (Sentencia No. 25000-23-37-
000-2013-00615-01 (21776), 2018) 
Problema jurídico: ¿Se gravan los dividendos por las actividades 
desarrolladas dentro del giro ordinario de los negocios? 
En la determinación oficial del ICA por el primer bimestre de 2011, la 
Administración incluyó en la base gravable los dividendos generados por unas 
acciones conservadas como activos fijos, en contravía de lo previsto en el artículo 
32 del Decreto 352 de 2002 y en reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado, 
según la cual, al poseer acciones, los dividendos se generan pasivamente, es decir, 
sin ejecutar una actividad comercial, industrial o de servicios.  
El Distrito Capital – Secretaría de Hacienda se opuso a las pretensiones de 
la demanda, porque la compra y venta de acciones hacen parte de la vida comercial 
y principal de la sociedad, del giro normal de su actividad; por lo tanto, los ingresos 
obtenidos están gravado con ICA.  Como la actividad que desarrolla la sociedad 
actora se considera mercantil y los ingresos obtenidos por dividendos no están 
excluidos del ICA, el acto acusado de ilegalidad se ajusta al ordenamiento legal. 
El Tribunal accedió a las pretensiones de la demanda, porque consideró que 
en desarrollo del objeto social la demandante puede suscribir acciones o derechos 
en empresas, adquirir y negociar títulos valores “de lo cual se deriva que en 
desarrollo de su objeto social puede percibir rendimientos y dividendos por las 
inversiones realizadas” (Sentencia No. 25000-23-37-000-2013-00615-01 (21776), 
2018). 
En este caso considera la Sala que: si la negociación de las acciones o 
participaciones societarias no es la actividad social principal, sino que es secundaria, 
complementaria o accesoria, los ingresos por dividendos no están gravados para 
efectos de ICA, más cuando en los diferentes pronunciamientos de la Sala se ha 
asociado, de forma exclusiva, el giro ordinario de los negocios con el objeto social 
principal, para poder calificar la actividad como mercantil y, por ende, gravar o no los 
ingresos percibidos. 
La Sala, en un principio, relacionó la calidad de activo fijo con el objeto social 
principal de la persona jurídica, porque este -el objeto- determina el giro ordinario de 
los negocios, abstracción hecha de la regularidad o frecuencia de la actividad 
llamada a ser gravada. Sin embargo, tal tesis ha sido objeto de algunas variaciones, 
como se infiere de los últimos pronunciamientos de la Sección Como se observa, en 
esa oportunidad se acudió al criterio de acto de comercio asociado al giro ordinario 
de los negocios, esto es, si su ejecución se hace de manera habitual u ordinaria, lo 
que presupone, de todas formas, que pueda ejecutarla en consideración a su objeto 
social y sin que esté limitada a la actividad principal. En otras palabras, la sociedad 
puede adelantar dicha actividad, porque tiene capacidad para hacerlo, sea parte del 
objeto social principal o secundario, porque lo que determina su naturaleza mercantil 
es la frecuencia con la que se realiza.  
Cabe advertir que la definición de activos fijos o movibles y, por ende, la 
determinación de su tratamiento en materia de ICA, no depende de la connotación 
que se les haya dado en el contrato social o en sus reformas reflejado en el 
certificado de la Cámara de Comercio, sino de la periodicidad o frecuencia en la 
negociación de los bienes. Por eso no resulta concluyente, para determinar la 
naturaleza de activo fijo, su inclusión en el objeto social o la forma de contabilizarlo. 
Conforme con lo expuesto, la Sala revocará la sentencia del Tribunal y, en su lugar, 
se declarará la nulidad parcial del acto administrativo demandado.   
__________________________________________________________________ 
Esta es una de las sentencias más completas y que mejor recopila la 
información que a lo largo del trabajo se ha ido expresando respecto de los 
momentos en los que los ingresos obtenidos por concepto de dividendos deben ser 
gravados. El Consejo analiza los casos en los que se debe entender como actividad 
principal, es decir que el objetivo de la empresa es claramente el dedicarse a la 
comercialización de activos por concepto de dividendos y busca desarrollarse en la 
actividad de inversión de acuerdo con lo que establece el artículo 20 numeral 5 del 
código de comercio. Muchas de estas empresas se encuentran con esto como 
objeto social, pero cuando no se tiene dentro del objeto social se habla del giro 
ordinario de los negocios, es decir las actividades que normalmente realiza la 
empresa para desarrollarse como empresa y obtener ingresos. el giro ordinario de 
los negocios permite que la definición de la empresa no se limite al objeto social 
pues en estos casos muchas empresas consideran los activos bajo otro lente al que 
manejan la Secretaría. El giro ordinario de los negocios marca la mercantilidad 
básica de la empresa y debe verse de acuerdo con el día a día de la empresa 
(Sentencia No. 25000-23-37-000-2013-00615-01 (21776), 2018) 
La sentencia de El Zuque marca una línea de sentencias en la que el objeto 
social de la empresa no es lo único que permite definir que un ingreso por dividendo 
y activo fino puede o no ser gravado por el impuesto de industria y comercio. La 
decisión lleva a crear una línea de test de los activos fijos en los que la empresa no 
solamente toma en cuenta la contabilización, sino también el objeto social, el giro 
ordinario de los negocios y la intención que la empresa tiene. Estas cuestiones son 
tomadas como un todo, no se analiza un caso a la vez, sino que todos son 
estudiados en conjunto y por medio de esto se termina decidiendo si debe o no ser 
gravada. Este método de prueba es un poco más complicado, pero más completo 
para decidir que los ingresos deben o no ser gravados. 
Socineg S.A. vs Secretaría de Hacienda Distrital. (Sentencia No. 25000-23-37-
000-2015-01063-01 (23009), 2018) 
Problema Jurídico: ¿Deben ser gravados los dividendos de la empresa 
teniendo en cuenta las pruebas allegadas? 
La accionante considera que, en este caso, el Distrito Capital obvió: (i) que la 
norma en cita no contempla la percepción de dividendos como hecho generador, ni 
actividad gravada con ICA, (ii) que la sociedad no ejecutó una actividad industrial, 
comercial o de servicios, porque la negociación de acciones no forma parte del 
objeto social principal y (iii) que las acciones en discusión son activos fijos. Las 
acciones que interesan en este proceso son activos fijos Finalmente, aclaró que la 
actuación de la sociedad está soportada con las pruebas que obran en el 
expediente, entre otras, el certificado de la Cámara de Comercio, el certificado del 
revisor fiscal y el oficio de 19 de diciembre de 2012, por el que el DANE. 
El Distrito Capital – Secretaría de Hacienda se opuso a las pretensiones de 
la demanda, porque está probado que los ingresos que están siendo gravados de 
manera oficial, provienen de las inversiones realizadas por la sociedad demandante 
en desarrollo de la actividad comercial para la que fue creada. Aunque es cierto que 
en el objeto social de la contribuyente, esas inversiones tienen la naturaleza de 
activos fijos, no se puede desconocer que se trata de actos de comercio que se 
desarrollan dentro del giro ordinario de los negocios; por lo tanto, los dividendos que 
estas reporten, están gravados con ICA.  
El Tribunal accedió a las pretensiones de la demanda, porque consideró que 
en desarrollo del objeto social la demandante puede suscribir acciones o derechos 
en empresas que faciliten o contribuyan al desarrollo de su objeto social principal. 
Aclaró que la condición de activos fijos que amerita la exclusión de la base gravable 
del ICA, se deriva tanto de la forma de contabilización de la inversión como de la 
intención en su adquisición.  
La Sala hace un estudio de la jurisprudencia para definir si los dividendos 
derivados de la negociación de acciones o participaciones societarias en las 
personas jurídicas hacen o no parte de la base gravable del ICA, se acudió al criterio 
de acto de comercio asociado al giro ordinario de los negocios, esto es, si su 
ejecución se hace de manera habitual u ordinaria, lo que presupone, de todas 
formas, que pueda ejecutarla en consideración a su objeto social y sin que esté 
limitada a la actividad principal. 
Conforme consta en el certificado de la Cámara de Comercio de Bogotá, la 
sociedad actora se vale de distintos medios para ejecutar su actividad mercantil, 
entre otros, comprar acciones, operación que indudablemente, además de tener un 
vínculo directo con el objeto social principal, se enmarca dentro de la connotación 
de giro ordinario de los negocios, porque la adquisición de acciones no resulta 
extraña a la actividad de la actora –inversionista-, independientemente de la 
periodicidad con la que se ejecuta la negociación de dichos títulos, su permanencia 
en su activo y su contabilización como activo fijo. la parte actora no logró probar que 
las acciones poseídas correspondan a activos fijos y, por ende, que los ingresos 
percibidos por dividendos, durante los bimestres 2 a 6 de 2011 y, 1 y 2 de 2012, se 
deban excluir de la base gravable de ICA, razón suficiente para que se revoque la 
sentencia apelada. 
__________________________________________________________________ 
La sentencia de conflictúa por el objeto social de la empresa en la que se 
incluyen las actividades de inversión, como actividad principal incluyendo además 
todas las actividades que dentro del giro ordinario de los negocios se realizan. En 
este caso la actividad de la empresa es la de inversión. Cabe aclarar que la 
sentencia en este caso ya establece que el gravamen de los dividendos no se 
encuentra limitado a lo que se encuentra en el objeto social, si dentro del giro 
ordinario de los negocios y las actividades normales realizadas por la empresa para 
mantener su comercio se encuentra el manejo, compra y venta de acciones con el 
fin de obtener ingresos se entra a considerar el gravamen de las acciones por parte 
de la empresa, aun cuando no se encuentra que el objeto social de la empresa 
incluya la actividad inversionista. Pero, en este mismo sentido no se puedo ubicar 
dentro de lo establecido por la empresa otra actividad comercial que permitiera 
diferenciarlo y crear otra intención de la empresa que la de la colocación de acciones 
como actividad comercial gravada, motivo por el cual grava la actividad (Sentencia 
No. 25000-23-37-000-2015-01063-01 (23009), 2018) 
Aminversiones S.A. vs Distrito Capital. (Sentencia No. 25000-23-37-000-2013-
00618-01 (22374), 2018). 
Problema jurídico: ¿Hace parte de la base gravable los ingresos por concepto 
de dividendos? 
Dice la accionante que el acto demandado desconoce los artículos 32 a 35 del 
Decreto 352 de 2002, porque tales normas no contemplan la percepción de 
dividendos como hecho generador ni actividad gravada con ICA, como lo precisó la 
Sección Cuarta del Consejo de Estado. También desconoce reiterada 
jurisprudencia de la Sección Cuarta del Consejo de Estado, según la cual los 
dividendos por acciones se generan pasivamente, es decir, sin ejercer una actividad 
comercial, industrial o de servicios. 
El Distrito Capital se opuso a las pretensiones de la demanda por las razones 
que se resumen así: Dentro del giro ordinario de sus negocios, la actora tiene como 
actividades la negociación de títulos valores y su participación como socia o 
accionista en otras sociedades, así como la enajenación de toda clase de activos. 
Para la clasificación de los ingresos, no es relevante si provienen de activos fijos o 
movibles. Lo determinante es si provienen o no de actividades que hacen parte del 
objeto social de la empresa, por lo cual serían ingresos operacionales, sin que 
importe el tiempo en que los activos pertenecen a la sociedad o si la actividad es 
permanente u ocasional. No pueden ser objeto de deducción o exclusión porque no 
están expresamente consagrados como tales en las normas que regulan el 
impuesto.  
El Tribunal accedió a las pretensiones de la demanda de acuerdo con el objeto 
social y el certificado de revisor fiscal de la actora, las acciones de las cuales se 
derivan los dividendos son inversiones permanentes, esto es, hacen parte del activo 
fijo de la demandante. Por tanto, la obtención de dividendos derivados de las citadas 
acciones no hizo parte del giro ordinario de los negocios de la demandante y los 
ingresos por dividendos no constituyen elemento de la base gravable del ICA en el 
Distrito Capital. La obtención de los dividendos por parte de la actora no implica el 
ejercicio de una actividad industrial, comercial o de servicios. En consecuencia, no 
procede la adición de ingresos, motivo por el cual se anula la liquidación oficial de 
revisión demandada y como restablecimiento del derecho, se declara la firmeza de 
la declaración de corrección.  
La Sala considera que Las pruebas que la actora pretende hacer valer, como el 
certificado del revisor fiscal conforme con el cual las acciones que posee en distintas 
sociedades, de las que obtiene dividendos, son activos fijos, no resultan suficientes 
para justificar la improcedencia de la adición de ingresos gravados por concepto de 
dividendos. El carácter de actividad mercantil fue reconocido por la demandante y 
que dicha actividad es la única desarrollada por el contribuyente, dado que tales 
declaraciones no registran otro tipo de actividad, cuestión que no fue debatida y, 
menos aún, desvirtuada por la actora39. que dicha actividad es la única desarrollada 
por el contribuyente, dado que tales declaraciones no registran otro tipo de 
actividad, cuestión que no fue debatida y, menos aún, desvirtuada por la actora. Por 
lo anterior, la Sala revoca la sentencia apelada. En su lugar, se anula parcialmente 
la liquidación oficial de revisión para levantar la sanción por inexactitud y a título de 
restablecimiento del derecho, se liquida el impuesto de industria y comercio a cargo 
de la actora. 
__________________________________________________________________ 
Aminversiones S.A. en su sentencia del 4 de octubre de 2018 en el que disputa 
la inclusión de los ingresos por concepto de dividendos. Esta es la primera sentencia 
después de la sentencia de EL Zuque en la que se analizan los criterios para que 
se incluyan o no los ingresos. La disputa se centra en que los ingresos indica la 
demandante son ingresos obtenidos por acciones que se encuentran en el 
patrimonio de la parte y que la misma no tiene dentro del giro ordinario de los 
negocios. La Administración por su parte alega que los ingresos corresponden a 
ingresos que se dan dentro del giro ordinario de los negocios (Sentencia No. 25000-
23-37-000-2013-00618-01 (22374), 2018) 
El primer hecho para decidir que las acciones son o no incluidos es en principio 
que la negociación de acciones no se encuentra dentro del giro ordinario de los 
negocios. En otro lugar que las acciones o participaciones hagan parte del giro 
ordinario de los negocios. Diferenciando en este caso es que las acciones que 
comprende la diferencia clara entre el giro ordinario de los negocios y la diferencia 
con el objeto social, que se refiere a las diferencias que han sido estudiadas en el 
primer capítulo de este documento. Así mismo, el Consejo de Estado aclara la 
diferencia que tienen las empresas en cuento a la periodicidad con la que realizan 
actividades comerciales en contra de la habitualidad con la que se realizan las 
actividades comerciales.  
El fallo en este caso determina que la actividad de percepción de dividendos es 
respecto al numeral 5 del artículo 20 del código de comercio. La actividad comercial 
de la empresa es la realización de inversiones de acuerdo con el Código de 
Comercio y en ningún momento su carácter comercial ha sido negada por la 
empresa, es entonces posible entonces gravar los dividendos de la empresa y 
gravar parcialmente la Resolución. 
Amalfi Botero y Cia. S.A. vs. Distrito capital – Secretaría de Hacienda Distrital 
(Sentencia No. 25000-23-37-000-2014-01004-01 (22452), 2018) 
Problema jurídico: ¿Debe ser gravado el ingreso tomado por la solicitud de 
devolución de lo pagado en exceso sin realizar las correcciones? 
La accionante Afirmó que se violaron los derechos al debido proceso, defensa 
y contradicción, por no analizar los argumentos presentados por la sociedad, tanto 
en la solicitud de devolución, como en el recurso de reconsideración. 
La Secretaría de Hacienda del Distrito Capital indicó que la sociedad no 
demostró que los ingresos por concepto de dividendos de inversiones permanentes 
no hacen parte de la base gravable de ICA, pues en la solicitud de devolución se 
limitó a citar la sentencia del Consejo de Estado del 19 de mayo de 2011, sin 
precisar la razón por la cual se debían aplicar las consecuencias jurídicas 
contempladas en esa providencia, ni tener en cuenta el certificado del revisor fiscal 
allegado con la solicitud de devolución, que demuestra que la accionante obtuvo 
ingresos por dividendos de inversiones. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Concluyó que, de acuerdo con el 
material probatorio que obra en el plenario, la sociedad contribuyente, previo a 
solicitar la devolución del pago en exceso, no corrigió las declaraciones, lo que 
impidió realizar un estudio respecto a la viabilidad de la devolución solicitada. 
La Sala del Consejo de Estado considera que la actora efectuó correcciones, 
aspecto que no es discutido en el proceso, en ese contexto, la Sala advierte que al 
encontrarse en firme las aludidas declaraciones de ICA presentadas por la 
demandante respecto de los bimestres 4 de 2008 a 2 de 2012, no hay lugar a la 
devolución de suma alguna por los conceptos solicitado. se observa que las 
aludidas situaciones y sus consecuencias jurídicas difieren de las que son objeto de 
estudio, toda vez que en el caso no se está en presencia de correcciones a las 
declaraciones de ICA (que no efectuó la actora, como ella misma lo aduce), ni de 
ingresos que no hagan parte de la base gravable de ICA, pues conforme con la 
posición reiterada de la Sala, los dividendos percibidos por las sociedades dentro 
del giro ordinario de sus negocios en el marco del artículo 20-5 del Código de 
Comercio, están gravados con ICA, con independencia de la periodicidad de las 
inversiones realizadas a través de la negociación de acciones o cuotas en 
sociedades mercantiles, la permanencia en el activo, su contabilización como activo 
fijo e inclusión en el objeto social. Por las razones expuestas, se confirmará la 
sentencia apelada que negó las pretensiones de la demanda. (Sentencia No. 25000-
23-37-000-2014-01004-01 (22452), 2018) 
__________________________________________________________________ 
El 18 de octubre de 2018 se dicta la sentencia de la empresa Amalfi Botero y 
Cia. S.A. en contra del Distrito Capital. Esta sentencia enmarca perfectamente la 
idea del gravamen de los ingresos por dividendos que recibe la empresa. Aunque 
la discusión se centra en una solicitud de corrección de la declaración de industria 
y comercio es interesante la referencia del fallo al objeto social de la empresa. En 
esta sentencia la empresa indica que solicitó la devolución del pago de lo no debido 
por concepto de industria y comercio, y no por la solicitud de los saldos a favor 
presentados en la declaración. Por esta diferencia de solicitudes afirma la 
demandante que no era requerido que realizara la corrección de las declaraciones 
(Sentencia No. 25000-23-37-000-2014-01004-01 (22452), 2018) 
La razón por la que la empresa dice que no debe pagarlos es debido a que los 
ingresos corresponden a dividendos, los cuales no están gravados, basando esta 
solicitud en unas sentencias y un precedente citada por la demandante que soportan 
la solicitud realizada. La administración por su parte alega que el proceso realizado 
por la empresa es equivocado pues en ningún momento realizó la corrección de la 
declaración y baso todo su argumento en un precedente erróneo, sin embargo, que 
dado el objeto social de la empresa y su desarrollo comercial la empresa debe tener 
ingresos gravados.  
Actiunidos S.A. vs Distrito Capital. (Sentencia No. 25000-23-37-000-2015-
00840-01 (23700), 2018) 
Problema jurídico: ¿Los ingresos por concepto de percepción de dividendos 
hacen parte de la base gravable del impuesto? 
 Utilizando reiterada jurisprudencia la accionante establece que Por los 
periodos gravables en discusión, la actora percibió ingresos por  concepto de 
dividendos provenientes de acciones que conserva como activos fijos, que fueron 
declarados como deducciones porque no hacen parte de la base gravable del 
impuesto de industria y comercio. No obstante, la Administración adicionó tales 
ingresos como gravados.  
 
El acto demandado desconoce los artículos 32 a 35 del Decreto 352 de 2002, 
porque tales normas no contemplan la percepción de dividendos como hecho 
generador ni como actividad gravada con ICA, como lo precisó la Sección Cuarta 
del Consejo de Estado. Los dividendos generados por las acciones que hacen parte 
del activo fijo no están gravados con el impuesto de industria y comercio porque, 
por mandato legal, los ingresos por la enajenación de tales acciones tampoco lo 
están. Así lo accesorio, en este caso, la obtención de dividendos debe seguir la 
suerte de lo principal (el tratamiento de los ingresos por enajenación de acciones). 
El DISTRITO CAPITAL se opuso a las pretensiones de la demanda por las 
razones que se resumen así: La tesis del demandante no debe aceptarse porque el 
acto demandado se expidió con base en las pruebas y en las normas aplicables al 
caso en estudio.  Además, se respetó el debido proceso y el derecho de defensa de 
la demandante. De la normativa aplicable al caso en estudio, se concluye que la 
base gravable del ICA está conformada por la totalidad de los ingresos ordinarios y 
extraordinarios menos las deducciones legalmente aceptables. No existe norma que 
excluya de la base gravable del tributo los ingresos por percepción de dividendos. 
El Tribunal accedió a las pretensiones de la demanda y no impuso condena en 
costas. De acuerdo con el objeto social y el certificado de revisor fiscal de la actora, 
las acciones de las cuales se derivan los dividendos son inversiones permanentes, 
esto es, hacen parte del activo fijo de la demandante. Por tanto, la obtención de 
dividendos derivados de las citadas acciones no hizo parte del giro ordinario de los 
negocios de la demandante y los ingresos por dividendos no constituyen elemento 
de la base gravable del ICA en el Distrito Capital. La obtención de los dividendos 
por parte de la actora no implica el ejercicio de una actividad industrial, comercial o 
de servicios. Los dividendos son el producto de la distribución ordinaria que hacen 
las sociedades anónimas a sus accionistas respecto de la utilidad neta percibida en 
el año gravable, sobre la cual ya la sociedad pagó el correspondiente impuesto. 
Inicia el análisis la Sala considerando que en un principio, la Sección 
relacionó la calidad de activo fijo con el objeto social principal de la persona jurídica, 
porque el objeto determina el giro ordinario de los negocios, abstracción hecha de 
la regularidad o frecuencia de la actividad llamada a ser gravada. Sin embargo, tal 
tesis ha sido objeto de algunas variaciones, según se advierte en varios 
pronunciamientos de la Sección. 
El objeto social principal de la actora es adquirir bienes de cualquier 
naturaleza para conservarlos en el activo fijo, con el fin de obtener rendimientos. 
Para desarrollar el objeto social principal, la actora se vale de distintos medios, como 
comprar acciones, operación que además de tener un vínculo directo con el objeto 
social principal, hace parte del giro ordinario de los negocios, “porque la adquisición 
de acciones no resulta extraña a la actividad de la actora –inversionista-, 
“independientemente de la periodicidad con la que se ejecuta la negociación de 
dichos títulos, su permanencia en su activo y su contabilización como activo fijo” 
(Sentencia No. 25000-23-37-000-2013-00615-01 (21776), 2018). 
Corrobora que los ingresos que obtuvo la actora por el periodo gravable en 
discusión por percepción de dividendos en acciones poseídas en otras sociedades 
hacen parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio y, por ende, 
es procedente la adición de ingresos gravados efectuada en la liquidación oficial de 
revisión. Por lo anterior, revoca la sentencia emitida por el Tribunal. 
__________________________________________________________________ 
La sentencia de la empresa Actiunidos S.A. vs Distrito Capital continua el 
precedente que han marcado las sentencias anteriores desde El Zuque SA. La 
empresa argumenta que realiza las actividades como rentas pasivas y con base a 
este se entiende que las acciones no son gravadas, sobre todo porque los bienes 
provienen de los activos fijos de la empresa. Se argumenta que los ingresos que se 
tienen en cuenta se refieren a un mayor valor de las acciones no por esto se refiere 
a que las empresas se encuentren dentro de las actividades de compraventa. La 
Administración argumenta que se tiene en cuenta que se constituyan actividades 
comerciales de la empresa. La mercantilidad de las acciones se da para tener en 
cuenta el objeto social de la empresa y su mercantilidad por conexidad (Sentencia 
No. 25000-23-37-000-2015-00840-01 (23700), 2018) 
El Consejo de Estado repite los conceptos que se aplican en el proceso de la 
sentencia de EL Zuque y las demás sentencias que marcan el precedente. Por lo 
tanto, se busca la negociación del objeto social principal o secundario y las acciones 
o participación de las que se derive el ingreso hacen parte del activo fijo o movible 
de la sociedad. Toma en cuenta la contabilización de los bienes, la intención y el 
objeto social que maneje la sentencia. En este caso según el certificado de 
existencia y representación de la empresa se advierte la actividad inversionista de 
la empresa, y por lo tanto procede la adición de ingresos gravados.  
La sentencia que referiremos por último es la sentencia de la consejera Stella 
Jeannette Carvajal Basto del 1 de marzo de 2019. La sentencia Inversiones Valí 
LTDA & Cia S.C.A vs Municipio de Medellín se basa en una solicitud de pago de lo 
no debido o pago en exceso realizado por la empresa que dice que pago por los 
ingresos que tiene en otras empresas, pero que no realiza la inversión de acciones 
dentro del giro ordinario del negocio, ni debe pagar por el arrendamiento de bienes 
inmuebles propios (Sentencias No. 05001-23-03-000-2016-00230-01 (23097), 
2019) 
Inversiones Valín LTDA & Cia S.C.A. vs Municipio de Medellín.  (Sentencias 
No. 05001-23-03-000-2016-00230-01 (23097), 2019). 
Problema jurídico: ¿Está la demandada obligada a pagar ICA por los ingresos 
de dividendos y arrendamiento? 
Inversiones Valín señaló que la sociedad liquidó ingresos por dividendos y 
arrendamientos que fueron percibidos en otros municipios, que constituyen pago 
indebido, en virtud del principio de territorialidad. Expuso que las acciones que 
posee en otras sociedades hacen parte de sus activos fijos de larga permanencia, 
no se relacionan con actividades mercantiles de compra y venta de acciones, y los 
dividendos que recibe por los mismos no son ingresos gravados con ICA, porque 
no derivan de una actividad comercial de acuerdo con el certificado del Revisor 
Fiscal.  
El Municipio de Medellín expuso que los ingresos producto del arrendamiento 
de inmuebles no se gravan con ICA cuando los bienes arrendados son propiedad 
de quien ejerce la actividad de arrendamiento, por el contrario, cuando se ejerce 
como una forma de intermediación comercial, constituye hecho gravado del citado 
tributo. 
El Tribunal Administrativo de Antioquia, en sentencia del 23 de febrero de 2017, 
negó las pretensiones de la demanda y condenó en costas, con fundamento en las 
siguientes consideraciones: Respecto de los ingresos por arrendamientos de bienes 
inmuebles y por participación accionaria, manifestó que «no es posible hacer una 
discriminación acerca de cuáles bienes inmuebles, acciones o participaciones de la 
sociedad demandante, constituyen inversión y por tanto los ingresos percibidos con 
origen en ellos constituyen base gravable del impuesto de industria y comercio, y 
qué bienes generan ingresos exonerados del tributo, y la sociedad tampoco logró 
demostrar cuántos de los ingresos percibidos objeto de la solicitud de devolución no 
son objeto de la imposición». 
La Sala considera que, los documentos aportados por la parte demandante 
a lo largo del proceso no constituyen prueba idónea de que los ingresos por 
arrendamiento provengan de bienes propios, y que, por la misma razón, debieran 
excluirse de la base gravable declarada. En este orden de ideas la sentencia 
apelada será confirmada, por no haberse desvirtuado la presunción de legalidad de 
los actos demandados, sin que los argumentos sobre el supuesto desconocimiento 
del principio de territorialidad del tributo y de la prohibición de doble tributación 
puedan modificar esa conclusión, en tanto, se repite, no se cumple el presupuesto 
sustantivo de la exclusión de los ingresos discutidos. 
__________________________________________________________________ 
El municipio de Medellín alega que la inversión en acciones y bienes inmuebles 
hace parte del objeto social de la empresa por lo que puede ser gravado por esto. 
Además, la empresa no aporta pruebas de que los inmuebles sean propios o de que 
las acciones no correspondan a ingresos que este fuera del giro ordinario de los 
negocios. 
El Consejo de Estado apoya el argumento del demandado en el que se dice que 
no se tienen pruebas de que los inmuebles y los ingresos no se encuentren dentro 
del giro ordinario de las acciones o sean propios. Y que una actividad habitual es 
muy distinta a la periodicidad con la que se puede realizar una acción. Sin embargo, 
la sentencia cuenta con una consideración que permite observar el motivo por el 
que se gravan estos dividendos al indicar que:  
“Concluyó que para efectos de ICA es determinante establecer 
si los actos mercantiles realizados por una persona jurídica se 
enmarcan en el giro ordinario de sus negocios.  
En ese contexto, reiteró que cuando la ejecución del acto de 
comercio previsto en el numeral 5 del artículo 20 del C. de Co., 
esto es, “[l]a intervención como asociado en la constitución de 
sociedades comerciales, (…) o la negociación a título oneroso 
de las partes de interés, cuotas o acciones” es ocasional, dicho 
acto de comercio no constituye actividad mercantil gravada con 
este tributo, pero, cuando esta actividad se ejerce de manera 
“habitual y profesional, sí, caso en el cual, la base gravable del 
impuesto la constituye el ingreso que se percibe por concepto de 
dividendos pues es la forma en que se materializa la ganancia 
obtenida por la ejecución de la referida actividad mercantil” 
(Sentencia No. 250002327000-2008-00209-01(18750), 2014) 
(Subrayado por fuera del texto) 
 
El Consejo de Estado decide que no se cumplen los presupuestos sustantivos 
de la exclusión de ingresos, no hay pruebas de la procedencia de los ingresos en 
disputa y por lo tanto confirma que se nieguen las pretensiones de la demanda. 
Al final la decisión del Consejo de Estado se une a la del tribunal. Los ingresos 
que la empresa está recibiendo deben ser gravados por el impuesto de industria y 
comercio debido a que la empresa establece en su objeto social uno de los casos 
por los que se considera deben ser gravados los ingresos. Amalfi Botero S.A. 
desarrolla de manera comercial la intervención como asociada en la constitución de 
las sociedades.  
Este objeto social es explícitamente lo establecido en el numeral 5 artículo 20 
del código de comercio. Este artículo del Código de Comercio como se ha hablado 
en el documento se refiere a los casos en los que la Ley define que se deben gravar 
los ingresos obtenidos por dividendos. Siendo esta la decisión final del Consejo y 
fallando en contra de las pretensiones de la demandante.  
¿Determina el objeto social de la empresa la obligación de pagar el impuesto 
de industria y comercio por concepto de ingresos por dividendos? 
 
Gráfica 1 Gravamen dividendos en ICA. Creación de la autora 
 
Gráfica 2 Gravamen dividendos en ICA. Creación de la autora 
























3.2. Activos fijos. 
El gravamen de dividendos por activos fijos se encuentra contemplado en el 
artículo 60 del Estatuto tributario en que se establece que dentro de la 
clasificación de activos enajenados los activos fijos. De esta separación de 
los activos se refiere el artículo 33 de la ley 14 de 1983 en el que se especifica 
que los activos que sean clasificados como activos fijos y sean enajenados 
estarán exentos, como se puede observar en dicho artículo el cual cita:  
“Artículo 33. (…) No hacen parte de la base gravable los 
ingresos correspondientes a actividades exentas, excluidas o no 
sujetas, así como las devoluciones, rebajas y descuentos, 
exportaciones y la venta de activos fijos.” (Ley 14, 1983)  
De las 46 demandas que se estudiaron 19 sentencias toman como su soporte 
y sustento principal utilizaron los activos fijos como hechos de exclusión del 
gravamen del impuesto de industria y comercio, es decir un 41% de las sentencias 
solicitaron que las acciones no se graven por corresponder a ingresos por activos 
fijos.  
Lloreda grasas S.A. vs DIAN. (Sentencia No. 76001-23-24-000-1998-0305-01 
(12299), 2001) 
Problema Jurídico: ¿Debe ser gravada la empresa por sus ingresos 
considerando la legislación municipal y la visita de un encargado que no tiene 
competencia? 
La demandante adujo que dentro de su objeto social no se encuentra la 
intermediación financiera ni actividades de explotación de dinero, por lo que los 
ingresos obtenidos por intereses, préstamos, depósitos a término o dividendos, no 
son del giro ordinario de los negocios de la empresa y por lo tanto, contrario a lo 
indicado por el municipio, no son gravados conforme al artículo 28 del Acuerdo 0003 
de 1994 del Concejo de Yumbo (Valle). Sobre la venta de acciones estimó que los 
ingresos por la enajenación de activos fijos se excluyen de la base gravable y ese 
era el tratamiento que se le daba contablemente a la inversión en la sociedad 
CORFIVALLE. 
 El municipio de Yumbo, Valle, dice que de acuerdo con la Ley 14 de 1983 la 
base gravable del impuesto de industria y comercio es el promedio mensual de 
ingresos brutos obtenidos durante el año anterior, sin que dentro de las exclusiones 
se encuentren aquellos que fueron adicionados. Adicionalmente, indicó que los 
ingresos tienen su origen en el objeto social de la compañía demandante, pues 
dentro de éste, se encuentra la posibilidad de dar o recibir dinero en mutuo o 
celebrar contratos de sociedad. 
 El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, mediante Sentencia del 20 de 
octubre de 2000, declaró la nulidad de las Resoluciones demandadas. 
Consideró que esta persona no estaba facultada para realizar la visita, por lo que 
esta prueba no tiene validez. Estimó que como la Liquidación Oficial se fundamentó 
totalmente en la visita practicada y en el requerimiento realizado con base en la 
misma actuación, concluyó que la actuación definitiva tiene vicios de forma que 
conducen a su nulidad. 
 La Sala del Consejo de Estado falla de acuerdo con la ley 14 de 1983 que 
incluye dentro de la base gravable del impuesto de industria y comercio todas las 
actividades comerciales, sin efectuar excepciones y refiriéndose únicamente a unas 
exclusiones no relacionadas con los ingresos discutidos en esta oportunidad, por lo 
cual el cargo no está llamado a prosperar. 
Por lo anterior se mantendrán los ingresos determinados por el municipio por 
concepto de Dividendos, Intereses, rendimientos y Arrendamiento y alquileres 
__________________________________________________________________ 
La sentencia Lloreda Grasas S.A. vs DIAN, se trata de los activos fijos que tiene 
la empresa con el fin de obtener ingresos por estos. La empresa tiene dentro de sus 
activos inversiones en otras empresas que le permiten percibir ingresos de sus 
actividades. Una vez se analizan estos activos se deja claro que el objeto de la 
empresa es mantenerlos dentro de su patrimonio con el fin de que los mismo no se 
vendan, sin embargo, lo que establece el Consejo es que la Ley 14 de 1983 tiene 
como objeto grabable “todas” las actividades realizadas por la empresa lo que 
permite determinar que no deben excluirse los ingresos aun cuando los mismos 
correspondan a activos excluidos como es el caso de los activos fijos. Se determina 
que todos los ingresos obtenidos por la empresa deben ser incluidos dentro de los 
ingresos a ser declarados en el impuesto de industria y comercio sin tener como 
hecho determinante que los mismos surjan de activos fijos o móviles. (Sentencia 
No. 76001-23-24-000-1998-0305-01 (12299), 2001) 
Delima y CIA Medellín LTDA vs Municipio de Medellín. (Sentencia No. 050001-
23-24-000-1996-2278-01 (13058), 2002) 
Problema jurídico: ¿Están gravadas la venta de acciones de la demandada con 
el impuesto de industria y comercio? 
 El actor señaló que el inciso 1° del artículo 33 de la Ley 14 de 1983 dispone 
que los ingresos provenientes de venta de activos fijos se excluyen de la base 
gravable del impuesto de industria y comercio. Explicó que las acciones constituían 
activo fijo de la sociedad, porque no es del giro ordinario de sus negocios comprarlas 
y venderlas. Su objeto social exclusivo es ser corredor de seguros. 
 La apoderada judicial señaló que, para el impuesto de industria y comercio, 
no sólo son gravados los actos desarrollados dentro del giro ordinario de los 
negocios, sino todos los actos mercantiles. Agregó que la enajenación de acciones 
en desarrollo del objeto social que consta en el certificado de existencia y 
representación legal es un acto que no está excluido del tributo. 
 El Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante providencia del 19 de 
octubre de 2001, negó las súplicas de la demanda. El A-quo consideró que la 
constancia del revisor fiscal, así como el certificado de existencia y representación 
legal no son suficientes para probar que las inversiones vendidas fueran activos 
fijos. 
 La Sala decide revocar la sentencia del Tribunal Administrativo de Antioquia. 
La acciones o cuotas de interés social que posea el ente económico no son per-se 
activos fijos, pues dependerá de si la intención de su adquisición es su enajenación 
en el giro ordinario o corriente de los negocios de la sociedad. Así, las acciones que 
se adquieren y no se enajenan dentro del giro ordinario de los negocios del 
contribuyente son activos fijos. Las acciones que se enajenen dentro del giro 
ordinario de los negocios son activos movibles. Por ello, para la Sala las acciones 
vendidas tenían el carácter de activos fijos y su enajenación generó unos ingresos 
que expresamente están excluidos del impuesto de industria y comercio. 
_________________________________________________________________ 
La empresa Delima y Cia Medellin Ltda., se enfrenta al municipio de Medellín. 
La discusión pasa a enfocarse en las acciones como activos fijos y por lo tanto será 
tratado de manera más amplia en este aparte. Pero, es importante mencionar en 
este caso el estudio que se hace del certificado de representación de la empresa. 
El Consejo de Estado estudia el objeto social de la empresa el cual se centra en su 
función como empresa aseguradora y no es posible tomar de este la idea de que 
realiza como objeto social o giro ordinario de los negocios la venta de acciones. El 
municipio por su lado indica que el no tener prohibida la actividad puede ser tomado 
como una posibilidad de realización de la acción  
La sentencia de la empresa Delima y Cia Medellín LTDA. Vs Municipio de 
Medellín, da una visión más sencilla de las intenciones de la empresa y el objeto 
social de la empresa. No se entra a analizar el tiempo que la empresa tenga de las 
acciones, sino la intención del certificado de revisoría fiscal en la que se alega estas 
son “inversiones” por lo que se sobreentiende la temporalidad de las acciones y la 
voluntad de permanencia. Esta opinión no es muy aceptada y se entiende la 
necesidad de dar una mayor razón para determinar la intención de que sea un activo 
fijo. ejemplo de lo anterior es la problemática en términos contables (no tributarias 
o legales) que el tribunal la su sentencia dice que debe sobrepasarse para la 
determinación de la venta de activos fijos. La empresa debe demostrar no solo con 
el certificado de representación y de revisoría fiscal su intención de mantener las 
acciones de activos fijos puesto que la revisoría solo indica como reconoce el bien 
la empresa, no da su opinión o su voto en este proceso. Aunque al final el Consejo 
de Estado revoca esta sentencia es importante anotar la visión del Tribunal como 
una de las dudas que surgen a nivel legal de la forma clara como debe demostrarse 
que una acción es u activo fijo (Sentencia No. 050001-23-24-000-1996-2278-01 
(13058), 2002) 
Inversiones Brembo S.A. vs Distrito Capital de Bogotá. (Sentencia No. 25000-
23-27-000-2005-00340-01 (16206), 2008) 
Problema jurídico: ¿Deben ser gravados los ingresos o considerarse como 
ingresos por activos fijos? 
La accionante afirma que un bien se considera activo fijo dependiendo de la 
intención que se tiene en el momento de su adquisición y del tratamiento que el 
contribuyente le dé durante su posesión. Agrega que también debe distinguirse 
entre el objeto social de la sociedad y cuáles son las actividades que ella puede 
realizar para desarrollar dicho objeto social. Insiste en que conforme al objeto social 
desarrollado por la actora, sus inversiones se consideran como activos fijos, es decir 
no se adquieren con el ánimo de enajenarlas sino de mantenerlas. 
La oposición luego de citar y transcribir jurisprudencia relacionada con el asunto 
en debate, concluye que teniendo en cuenta que el objeto social de la sociedad, la 
inversión, los dividendos y participaciones constituyen la base gravable del 
impuesto de industria y comercio y si la sociedad tiene en el numeral 8° del objeto 
social “participar en sociedades o empresas que persigan fines análogos o 
complementarios”, los ingresos tomados por la Administración como base para 
liquidar el tributo son los correctos en la medida en que la sociedad actora conforme 
a su objeto social es “inversionista” y en tal virtud su actividad es mercantil. 
 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante sentencia del 6 de 
septiembre del 2006, anuló los actos administrativos demandados y en 
consecuencia declaró en firme la declaración privada del impuesto de industria y 
comercio correspondiente al 1° bimestre del año gravable 2001. La Administración 
contaba hasta el 6 de junio del 2003 para notificar el requerimiento, y como lo hizo 
el 16 de junio del mismo año es extemporáneo, porque ya se había configurado la 
firmeza de la declaración privada. Por lo anterior se releva del estudio de los demás 
cargos. 
 La Sala del Consejo de Estado confirma la sentencia del Tribunal bajo las 
siguientes consideraciones: De la atenta lectura del objeto social de la demandante 
no se puede derivar que, en desarrollo del objeto principal, la enajenación de 
acciones sea del giro ordinario de sus negocios, pues del mismo se observa el 
carácter permanente de sus inversiones. Lo anterior se respalda además en los 
Certificados a que se han hecho referencia, en los estados financieros de los años 
1998 a 2000 en los que se advierte que las acciones en cuestión se contabilizaron 
como inversiones permanentes y en que han hecho parte del activo fijo de la actora 
por más de dos años. (art. 300 E.T.)  
Así las cosas, la enajenación de las acciones de PRODUCTOS 
ALIMENTICIOS DORIA S.A., se clasifican de acuerdo con el artículo 60 del E.T.N. 
como activos fijos por lo que según lo dispuesto en el artículo 38 del Decreto 400 
de 1999, vigente para la época, no hace parte de la base gravable del impuesto de 
industria y comercio, avisos y tableros, tal como lo declaró la demandante en su 
liquidación privada correspondiente al primer bimestre del año gravable 2001.” 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-00340-01 (16206), 2008). 
__________________________________________________________________ 
La empresa Inversiones Brembo S.A. marca una línea de sentencias. La 
sentencia se refiere a una empresa cuyo objeto social es la de invertir en acciones, 
mantenerlas en su patrimonio y no enajenarlas sino obtener ingresos de esta. La 
empresa en su momento decidió vender acciones que tenía dentro de su patrimonio. 
El distrito realiza una inspección tributaria del que surgen los problemas de tiempo 
para la presentación de los recursos y presentar la resolución. En este caso la 
empresa indica que la inspección no detiene los tiempos para dar respuesta y dejar 
en firme la resolución por lo tanto no es posible que el Distrito imponga sanción. Por 
el otro lado el Distrito se defiende indicando que el requerimiento especial se 
encontró suspendido por tres meses y cuenta con el tiempo para emitir los actos 
administrativos que modifican la declaración privada. 
En el caso de los dividendos se refiere a la venta de acciones en los que la 
empresa los conserva en su patrimonio por lo tanto no pueden ser gravados. Pero, 
la actividad mercantil de la empresa y su objeto social guían a la decisión de que se 
encuentran siempre en la actividad comercial de inversión y venta de acciones de 
manera ordinaria. El Consejo de Estado sin embargo, da un giro al argumento de la 
Administración basándose en el certificado de existencia y representación el cual 
indica que los bienes son obtenidos con el fin de que se mantengan en su 
patrimonio, por lo tanto, sustenta el argumento de que son activos fijos, pues en 
ningún momento el objeto social decide que se van a vender, sino que al contrario 
indica que la empresa los conservará y no los venderá en ese momento o durante 
el giro ordinario de los negocios como alega la Administración. El Consejo de Estado 
termina confirmando el fallo del tribunal en el que se anulan los actos administrativos 
por el objeto social de la empresa, no por la extemporaneidad de la respuesta 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-00340-01 (16206), 2008). 
La discusión de las acciones se refiere a los casos en los que la empresa tiene 
una actividad comercial. Pero la empresa defiende este proceso por los efectos que 
tienen las acciones de organización. Las acciones son activos fijos de la empresa y 
son vendidos por una forma de engrosar el patrimonio de una de las empresas del 
grupo empresarial.  La empresa busca tener una permanencia en las acciones que 
tiene y la venta de estos con motivo de los procesos de giros ordinarios de los 
negocios y el objeto social de la empresa. El proceso de venta de las acciones 
termina a favor de la empresa considerando que las acciones pueden ser vendidas 
dentro del mismo grupo empresarial.  
Inversora 2010 S.A. vs Distrito Capital de Bogotá. (Sentencia No. 25000-23-27-
000-2005-00769-01 (16054), 2008) 
Problema jurídico: ¿deben incluirse los ingresos por dividendos en la base 
gravable del ICA? 
Alega la accionante que el hecho de que la sociedad pueda adquirir o 
enajenar bienes, prueba que tiene la capacidad jurídica para ello, pero no que éste 
sea su objeto social; en otras palabras, la compañía no está constituida para 
comprar y vender bienes, sino para invertir en una serie de bienes, los cuales tienen 
el carácter de activos fijos y de los que se obtienen dividendos, sin perjuicio de que 
eventualmente pueda enajenar bienes en desarrollo de su objeto social. Las 
acciones o participaciones societarias pueden considerarse también activos fijos 
dado su carácter de permanencia, cuando no se enajenan dentro del objeto social 
del ente económico, como es propio de los activos movibles. El objeto social de la 
demandante es la inversión en toda clase de bienes muebles e inmuebles con el fin 
de obtener utilidades, de esta forma no cabe duda que la venta y compra de 
acciones se constituye en una actividad dentro del giro ordinario de los negocios 
contemplada en su objeto social. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca negó las súplicas de la demanda 
con los argumentos que se resumen así: La capacidad de la demandante está 
circunscrita a la inversión en toda clase de bienes muebles e inmuebles con la 
finalidad de obtener de ellos una utilidad, teniendo incluso la potestad de 
enajenarlos, entendiéndose que al momento de realizar una inversión no solo se 
espera que el beneficio económico provenga exclusivamente de una utilidad 
periódica sino que éste también puede provenir de la venta del bien. Por tanto, la 
enajenación de bienes resulta ser una actividad realizada dentro del giro ordinario 
de los negocios de la sociedad, por lo que las acciones que poseía la demandante 
en Inversiones Anagrama S.A., Banco Davivienda S.A. y Promociones Davivienda 
S.A. se consideran activos movibles y el valor de su venta debe ser tenido en cuenta 
para la determinación de la base gravable del impuesto de industria y comercio en 
el segundo bimestre de 2002. 
Ha precisado la Sala, de la definición de actividad comercial, prevista en el 
artículo 35 de la Ley 14 de 1983, no se puede concluir que los ingresos originados 
en actividades no consagradas en el objeto social principal de una empresa no 
hacen parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio, pues el 
legislador no hizo distinción alguna entre los ingresos provenientes del cumplimiento 
del objeto social y los que no lo son. Por el contrario, la base gravable se liquida 
teniendo en cuenta la totalidad de los ingresos brutos del año anterior, dentro de los 
que se encuentran los ordinarios como los extraordinarios, sin perjuicio de las 
exclusiones legales. Ha considerado la Sala que para establecer la naturaleza de 
fijo o movible de un bien no sólo se atiende a la forma de contabilización de la 
inversión, sino que debe mirarse la intención en su adquisición, de manera que si la 
intención es su enajenación en el giro ordinario o corriente de los negocios de la 
sociedad serán activos movibles, pero si la intención es que permanezcan dentro 
del patrimonio del ente societario, serán activos fijos.  
En el caso bajo análisis, la sociedad fue constituida con el fin de hacer 
inversiones para obtener utilidades y es claro que para lograr ese fin puede adquirir 
acciones de otras sociedades que produzcan esas utilidades periódicas, es decir, la 
intención del ente societario es que esa participación en otras sociedades entre a 
formar parte de su patrimonio y de él saque el mejor provecho económico. Lo 
anterior, no obsta para que en un momento dado la sociedad decida vender el activo 
por alguna razón, sin que este hecho pueda cambiar su naturaleza de activo fijo, 
pues, como quedó demostrado el propósito de la demandante fue hacer inversiones 
permanentes para el desarrollo de su objeto social, salvo la inversión temporal en 
INVERSORA ANAGRAMA. 
De manera que la Administración en los actos demandados, confundió el 
medio utilizado por una sociedad para desarrollar su objeto social con el objeto 
mismo o con el giro ordinario de sus negocios, razón por la cual a juicio de la Sala, 
la venta de las acciones generó unos ingresos que por haber correspondido a la 
enajenación de activos fijos están expresamente están excluidos del impuesto de 
industria y comercio. Revocando la sentencia apelada. 
__________________________________________________________________ 
Continuando con las sentencias vemos la de Inversora 2010 S.A., es una de las 
empresas del grupo Bolívar que crean una línea de decisiones por parte del Consejo 
de Estado respecto de la venta de acciones realizadas por esta empresa. La 
sentencia es decidida en función de la caracterización de la empresa como con 
activos fijos, no obstante, la empresa en este mismo sentido entra a identificarse 
como un grupo empresarial. El problema de la determinación del grupo empresarial 
gira alrededor de los diferentes objetos sociales que tiene la empresa dentro de sus 
procesos propios. Muchas de las empresas que se encuentran atadas a esta guían 
la diferencia en el objeto social de cada una de cada empresa. En esta sentencia 
se analizan la venta de acciones de 3 empresas del grupo y por lo tanto entra a 
determinar que ninguno de los objetos sociales incluye la venta de las acciones, 
sino por el contrario buscan mantenerlas dentro de su patrimonio como inversión 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-00769-01 (16054), 2008) 
Una de las primeras sentencias en el sentido de temporalidad a la que se 
enfrenta la sociedad Inversora 2010 S.A. una de las empresas de grupo Bolívar 
S.A., y que posteriormente pasará a marcar la línea jurisprudencial bajo la que se 
empiezan a llevar las sentencias mostradas por la empresa Bolívar S.A. esta 
sentencia incluye la venta de acciones por parte de 3 empresas pertenecientes al 
grupo Bolívar. Dentro de las tres empresas se toma en cuenta es la observación de 
que “La intención que se tiene al momento de la adquisición y el tratamiento se dé 
al bien durante su posesión determina la naturaleza del activo.” (Sentencia No. 
25000-23-27-000-2005-00769-01 (16054), 2008) Esta expresión lanzada por la 
demandante puede ser cierta en parte, se considerará la intención del bien, sin 
embargo, para poder determinar que el bien sea de carácter temporal o permanente 
va guiado por el tiempo que la empresa se determina permanecer con él  
Como medio de prueba en los casos se tienen los certificados de revisoría fiscal 
y los Balances generales, pero dentro de los hechos determinantes en esta 
sentencia pasan a ser los tiempos que han permanecido los bienes dentro de la 
empresa. Podemos concluir que el tema clave en la determinación de si un bien es 
o no un activo fijo pasa a ser el tiempo que la empresa tiene el bien dentro de su 
patrimonio. No por esto quiere decir que la temporalidad del bien es el único 
elemento que se tiene en cuenta en este caso, sino además la intención con la que 
se adquirió el bien, la contabilidad de este y el objeto social de la empresa.  
En esta misma línea de los activos fijos encontramos a la empresa Inversora 
2020 S.A., esta empresa tiene dos sentencias dictadas en el mismo año, con 4 
meses de diferencia, la primera estudiada por la Consejera Ponente Martha Teresa 
Briceño de Valencia de fecha 2 de abril de 2009 y la segunda dictada por el 
Consejero Ponente Héctor J. Romero Diaz, el día 13 de agosto de 2009.  
Debido a la similitud de los casos, los actores y el fallo trataremos las dos 
sentencias en este mismo punto.  
Inversora 2020 S.A. vs Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2006-01227-01 (16790), 2009) 
Problema jurídico: ¿Deben adicionarse los ingresos por venta de acciones a 
la liquidación del ICA? 
La Demandante indica que debe tenerse en cuenta que los estatutos hacen 
referencia a la inversión con carácter permanente (activos fijos) es decir a la 
adquisición de bienes para su conservación en el patrimonio de la sociedad. Expone 
que conforme a los estatutos sociales la actora no está constituida para comprar y 
vender bienes sino para invertir en una serie de bienes, los cuales tienen el carácter 
de activos fijos y obtener de ellos una serie de utilidades periódicas –por ejemplo 
dividendos- sin perjuicio de que eventualmente pueda enajenarlos dentro del 
desarrollo de su objeto social y que por tal motivo sean considerados activos 
movibles. 
La oposición manifiesta que en el objeto social de la empresa se incluye la inversión 
en sociedades y la venta de acciones bajo cualquier modalidad, por lo que no se 
podrían constituir nunca como un activo fijo y por tanto los ingresos provenientes de 
estas enajenaciones deben ser catalogados como ingresos operacionales. Explica 
que los activos fijos son de naturaleza duradera, no están destinados a la venta 
dentro del giro ordinario de los negocios y no se usan en el negocio en desarrollo 
del giro ordinario de sus actividades. 
El tribunal Transcribe el artículo 42 del Decreto 352 del 2002 y estima que la 
norma excluye de la base gravable del impuesto de industria y comercio la venta de 
activos fijos lo que se extiende a la utilidad percibida. Por todo lo anterior concluye 
que prospera el cargo por violación de los artículos 42 del Decreto Distrital 352 del 
2002, 60 del E.T.N. y 12 del Decreto 3211 de 1979 razón por la cual no era dable a 
la Administración Distrital gravar con el impuesto de industria y comercio el monto 
de la venta de las acciones en cuestión puesto que las mismas tenían la calidad de 
activo fijo y por tanto excluidas expresamente de la base gravable del tributo. 
La Sala del Consejo de Estado advierte que de la atenta lectura del objeto social 
de la demandante no se puede derivar que en desarrollo del objeto principal, la 
enajenación de acciones sea del giro ordinario de sus negocios, pues del mismo se 
observa el carácter permanente de sus inversiones, lo cual se respalda con las 
pruebas allegadas al proceso, de las que se establece que las acciones en cuestión 
se contabilizaron como inversiones permanentes e hicieron parte del activo fijo de 
la actora por más de dos años. (art. 300 E.T.) Así las cosas, la enajenación de las 
acciones de DAVIVIENDA S.A., se clasifican de acuerdo con el artículo 60 del 
E.T.N. como activos fijos por lo que según lo dispuesto en el 42 del Decreto 352 del 
2002, vigente para la época, no hace parte de la base gravable del impuesto de 
industria y comercio, avisos y tableros, tal como lo declaró la demandante en su 
liquidación privada correspondiente al quinto bimestre del año gravable 2003.” 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2006-01227-01 (16790), 2009) 
__________________________________________________________________ 
Inversora 2020 S.A. vs Secretaría de Hacienda – Dirección Distrital de 
Impuestos. (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-00771-01 (16788), 2009) 
Problema jurídico: ¿Deben adicionarse los ingresos de la venta de acciones a 
la base gravable del ICA? 
La actora afirma que no está constituida para comprar y vender bienes sino para 
invertir en una serie de ellos que tienen carácter de activos fijos y obtener de los 
mismos utilidades periódicas (por ejemplo, dividendos), sin perjuicio de que 
eventualmente pueda enajenar tales bienes en desarrollo de su objeto, como 
comprar y vender acciones, sin que por tal motivo sean necesariamente 
considerados activos movibles. 
De acuerdo con la Secretaría de Hacienda la actora es sujeto pasivo del 
impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, pues, ejerce actividad comercial 
en la Jurisdicción del Distrito Capital, conforme a la definición que de ella contiene 
el Decreto 353 del 2002. Para calificar la naturaleza mercantil de la actividad no 
tiene incidencia su ejercicio permanente o eventual, pues, en cualquiera de los 
casos surge el hecho generador del impuesto, el cual se liquida tomando como base 
todos los ingresos sin deducir el costo de adquisición de las acciones o títulos 
valores, por cuanto no se grava la utilidad sino el ingreso producto de la realización 
de los hechos generadores del mismo.  
La Sala cuarta del Consejo de Estado afirma que hay pruebas que las acciones en 
cuestión se contabilizaron como inversiones permanentes e hicieron parte del activo 
fijo de la actora por más de dos años (E.T. [300]) los certificados de su Revisor 
Fiscal que aparecen en los antecedentes administrativos (fl. 20) y el aportado con 
la demanda (fl. 57). Además, de la lectura del objeto social de la demandante no se 
puede derivar, como lo concluyó la demandada en el acto acusado, que en 
desarrollo de su objeto principal la enajenación de acciones sea del giro ordinario 
de sus negocios. 
En ese orden de ideas, como en su liquidación privada correspondiente al 
sexto bimestre de 2002 la actora excluyó de la base gravable del tributo los ingresos 
que percibió por la enajenación de dichas acciones, por cuanto se trató de una venta 
de activos fijos, es claro que su actuación se ajustó a la ley. 
__________________________________________________________________ 
La empresa como su nombre lo indica es una empresa de inversión en acciones 
que tiene dentro de su objeto social la inversión y venta bajo cualquier modalidad 
de acciones. En muchos casos estas acciones son entendidas como activos fijos 
pues a la empresa no le interesa la venta de las acciones, sino su conservación 
para la obtención de ingresos por la renta pasiva.  
En los dos casos se adjuntan los Certificados de existencia y representación de 
la empresa con el que la administración intenta demostrar que la empresa tiene 
dentro de su objeto social la negociación de acciones sin ningún tipo de distinción o 
hecho adicional lo que lo condena. Sin embargo, en un giro del entender de la 
administración el Consejo de Estado fundamenta su decisión en este mismo 
certificado de la empresa con una diferencia. El certificado incluye dice claramente 
que la adquisición de las acciones se realiza con el objetivo de tenerlas en el 
patrimonio de manera permanente. Por lo tanto, contrario a lo que indica la 
administración, el Objeto social refuerza la decisión de la empresa de tener las 
acciones de forma permanente en su haber y no como lo indica la administración 
con un fin comercial. En estos dos casos se refuerza la idea de que en el gravamen 
o no de las acciones y los ingresos por dividendos se debe tener en cuenta no solo 
el objeto social de la empresa sino también la intención con la que la misma ha sido 
obtenida, afectando esto la decisión de si el objeto social incluye o no la venta de 
acciones en el giro ordinario de sus negocios o solo la obtención de ingresos y 
dividendos por las mismas. Una decisión muy en línea con la decisión adoptada por 
la empresa en los casos de Inversiones Brembo S.A.  
 
Sociedad Bolívar S.A. vs. Dirección Nacional de Impuestos y Aduanas 
Nacionales (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-00290-01 (16789), 2009) 
Problema jurídico: ¿Deben agregarse los ingresos por enajenación de 
acciones a la base gravable del ICA? 
Afirma la accionante que debe tenerse en cuenta que los estatutos hacen 
referencia a inversiones con carácter permanente (activos fijos), es decir, que serán 
adquiridos para su conservación en el patrimonio de la sociedad.  Explica que la 
compañía SOCIEDADES BOLIVAR S.A., dentro del llamado “Grupo Bolívar” 
constituye la sociedad holding, es decir la que mantiene las inversiones en las 
demás sociedades del grupo, inversiones que en su gran mayoría son de carácter 
permanente. Expone que conforme a los estatutos sociales la actora no está 
constituida para comprar y vender bienes sino para invertir en una serie de bienes, 
los cuales tienen el carácter de activos fijos y obtener de ellos utilidades periódicas 
–por ejemplo dividendos- sin perjuicio de que eventualmente pueda enajenarlos 
dentro del desarrollo de su objeto social y que por tal motivo sean considerados 
activos movibles. 
La apoderada de la parte demandada se opone a las pretensiones de la actora 
con fundamento en los siguientes: Luego de transcribir el objeto social de la 
sociedad demandante manifiesta que el argumento de ésta no es procedente debido 
a que en el cuaderno administrativo obran documentos que prueban la calidad 
mercantil de la actividad contenida en su objeto social, de compra venta de 
acciones, inversión en otras sociedades con el fin de obtener utilidades y 
participaciones. Luego frente a la base gravable del impuesto de industria y 
comercio, la inversión realizada por la actora en acciones no puede considerarse 
como activo fijo. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante sentencia del 21 de junio 
del 2007, negó las súplicas de la demanda. Sostiene que en el caso es necesario 
remitirse a lo dispuesto en el artículo 60 del E.T., precepto del cual se pueden 
establecer las características de los activos fijos y concluye que el elemento 
fundamental para la clasificación de los activos fijos y movibles es la destinación 
que se le dé a los mismos, es decir, la enajenación o no dentro del giro ordinario de 
la actividad productora de renta del contribuyente. Transcribe el objeto social de la 
sociedad actora para concluir que la sociedad comercial sólo puede ejecutar los 
actos que directa o indirectamente están contenidos en su objeto social y por ende 
todos los actos realizados por ella en desarrollo de éste son calificados legalmente 
como mercantiles. 
La Sala advierte que de la atenta lectura del objeto social de la demandante no 
se puede derivar que en desarrollo del objeto principal, la enajenación de acciones 
sea del giro ordinario de sus negocios, pues del mismo se observa el carácter 
permanente de sus inversiones, lo cual se respalda con las pruebas allegadas al 
proceso, de las que se establece que las acciones en cuestión se contabilizaron 
como inversiones permanentes e hicieron parte del activo fijo de la actora por más 
de dos años10.  
Así las cosas, la enajenación de las acciones de INVERANAGRAMA S.A., se 
clasifican de acuerdo con el artículo 60 del E.T.N. como activos fijos por lo que 
según lo dispuesto en el 38 del Decreto 400 de 1999, vigente para la época, no hace 
parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, 
tal como lo declaró la demandante en su liquidación privada correspondiente al 6° 
bimestre del año gravable 2000. Revoca la sentencia Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca. 
__________________________________________________________________ 
La Sociedad Bolívar en su sentencia en contra de la DIAN, no le da prioridad al 
objeto social de la empresa, como se ha visto el objeto social de la empresa incluye 
la obtención de acciones que la empresa decide conservar como activos fijos dentro 
de la empresa. Considerando esto, el Consejo no se centra en el objeto social sino 
en la intención de la empresa con los bienes, pues ve que el objeto social incluye la 
inversión, sin embargo, al optar por la inversión como activo fijo no se tiene dentro 
del giro ordinario de los negocios su acción (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-
00290-01 (16789), 2009) 
 
En un sentido diferente la sentencia Sociedad Bolívar S.A. vs DIAN, en esta 
sentencia se realiza un análisis de que se considera un activo fijo dentro de la 
normativa tributaria y comercial. Se retoma el concepto de que los activos fijos 
deben tener una intención de permanencia en el patrimonio de la empresa por un 
periodo superior a 2 años.  
En esta sentencia se refieren a las inversiones obtenidas por la empresa 
Inversiones Anagrama, que hace parte del grupo Bolívar a la que las dos empresas 
pertenecen. La empresa obtiene estos ingresos y no los toma dentro de los ingresos 
declarados por el impuesto de industria y comercio. La sentencia analiza la 
información emitida por el revisor fiscal, así como los estados financieros de la 
empresa y es notable que la misma tiene como intención que los bienes obtenidos 
como inversión se conserven en su patrimonio y permanezcan por más de 2 años. 
El tiempo en esta sentencia cobra especial relevancia pues indican que 
dependiendo del tiempo que permanezca un activo se determina la intención de la 
empresa de mantenerlo. No dependiendo de la determinación que la empresa da 
del concepto que se le da al activo, es decir que la empresa lo considere como fijo 
o móvil, sino que además la empresa actúe frente a este bien como tal y no decida 
venderlo en un periodo inferior a 2 años (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-
00771-01 (16788), 2009) 
En este año se presenta una segunda sentencia por parte de la empresa Bolívar 
S.A vs DIAN con elementos muy parecidos a los anteriormente analizados. En esta 
sentencia la empresa Bolívar se describe a sí misma como una empresa Holding de 
la que las empresas Inversora Anagrama hace parte en el momento de la venta de 
sus acciones. ES interesante anotar que el precedente dadas las diferentes 
sentencias emitidas con base en el impuesto de industria y comercio de la misma 
demandante cobra gran relevancia al tomar una decisión muy parecida y explicando 
de igual manera el motivo por el que se alejan de la decisión que se toma en la 
sentencia de Inversiones Anagrama. En esta sentencia se tiene en cuenta el objeto 
social, la certificación del revisor fiscal y el Estado Financiero de la empresa y en 
todos estos momentos se toma en cuenta la opción de comprar para bienes con el 
fin de se mantengan como activos fijos en su patrimonio y no sean vendidas. Esta 
decisión de mantenerlos permite que se tengan como activos fijos de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 60 del Estatuto tributario (Sentencia No. 25000-23-27-
000-2005-00771-01 (16788), 2009). 
CEGA. (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-01677-01 (16967), 2010) 
El Centro de Estudios Ganaderos y Agrícolas - CEGA señaló que de 
conformidad con el artículo 12 del Decreto 3211 de 1979, “las acciones que se 
adquieren y no se enajenan dentro del giro ordinario de los negocios del 
contribuyente son activos fijos”. También dijo que en el año 1998 vendió unas 
acciones que constituían activos fijos y que, por esa razón, los ingresos por la venta 
no fueron incluidos en la base gravable para el cálculo del impuesto de industria y 
comercio, para los bimestres 3 y 4 de 1998. Sostuvo que en el proceso de 
fiscalización acreditó que, desde su adquisición, las acciones fueron contabilizadas 
como activos fijos. Sostuvo que para hablar de actividad comercial se requiere que 
exista una empresa en los términos del artículo 25 del Código de Comercio. Que no 
constituye empresa la ejecución de las actividades en desarrollo del objeto social 
secundario y, por lo tanto, los ingresos que se obtengan no están gravados con ICA. 
 
La dirección Distrital de Impuestos dijo que el objeto social de la demandante 
no consagró restricciones a la inversión y compraventa de toda clase de bienes. 
Que, en consecuencia, se deduce del mencionado objeto social que la entidad está 
facultada para invertir en sociedades o adquirir acciones bajo cualquier modalidad, 
lo que indica que no se podrían constituir nunca como activo fijo, y que los 
dividendos obtenidos por la realización de ese tipo de negocios son ingresos 
ordinarios u operaciones gravadas con el impuesto de industria y comercio. Adujo 
que la Administración le indicó de manera detallada a la demandante los ingresos 
omitidos en la base gravable por concepto de dividendos y otros ingresos obtenidos 
y que tuvo la oportunidad de controvertir en la vía gubernativa. 
 
Adujo el Tribunal que las acciones sí constituyen activos movibles y su 
enajenación forma parte del giro ordinario de los negocios de la demandante, razón 
por la que debieron ser incluidas en la base gravable del impuesto de industria y 
comercio de los impuestos discutidos. Dijo el a quo que de conformidad con el 
artículo 42 del decreto 352 de 2002, la base gravable del impuesto de industria y 
comercio está constituida por el total de los ingresos netos obtenidos durante el 
período gravable, sin deducir el costo de la adquisición de acciones. En relación con 
el cuarto cargo, sostuvo el Tribunal que los ingresos obtenidos por la sociedad por 
concepto de dividendos son constitutivos del impuesto de industria y comercio. Dijo 
que la inversión de capitales con la finalidad de producir un rendimiento periódico o 
de renta es una actividad propia de la sociedad, producto de las inversiones que 
realiza. 
 
En las consideraciones de la Sala se indica que la Corporación ha sostenido en 
reiterada jurisprudencia que de la base gravable del impuesto de industria y 
comercio están excluidos los ingresos por la utilidad en la venta de activos fijos, 
entre las que se encuentran las acciones, cuando éstas no forman parte del giro 
ordinario de los negocios del contribuyente. La norma incluye expresamente los 
rendimientos financieros, comisiones y, en general, todos los ingresos que no estén 
expresamente incluidos. No existe norma que excluya o permita detraer de la base 
gravable del ICA los ingresos que perciben las empresas por concepto de 
dividendos y, por tanto, aunque esa actividad se desarrolla en ejercicio del objeto 
secundario de CEGA, se encuentra gravada con el impuesto de industria y 
comercio. Si bien la demandante es una entidad sin ánimo de lucro y por esa razón 
no realiza actividades comerciales, ni tiene por objeto invertir en acciones, la 
inversión como tal es una actividad comercial que produce ingresos que se 
encuentran gravados. Y revoca la sentencia emitida por el Tribunal. (Sentencia No. 
25000-23-27-000-2005-01677-01 (16967), 2010) 
__________________________________________________________________ 
La sentencia del 4 de marzo de 2010 cuenta con la particularidad que a pesar 
de ser una demanda presentada por una entidad sin ánimo de lucro esto en ningún 
momento se entra a estudiar como un hecho determinante para efectos de análisis 
del gravamen de los ingresos por dividendos como agregados a la base gravable 
del Impuesto de Industria y comercio. Solo entra a estudiarse si las acciones son 
consideradas como grabadas por el impuesto de Industria y Comercio. La sentencia 
revisa los periodos gravables de la sociedad Centro de Estudios Ganaderos y 
Agrícolas – [CEGA] vs. Secretaría de Hacienda, sociedad que basa su actividad 
social en el estudio de los desarrollos políticos y económicos de la agricultura y 
ganadería a nivel nacional e internacional. La sociedad presenta dentro de sus 
actividades la adquisición de unos bonos de acciones del Banco Ganadero, así 
como acciones. Posteriormente se ofreció la posibilidad de adquirir nuevas acciones 
del Banco Ganadero. En 1998 de acuerdo con lo informado por la sociedad se 
presenta la posibilidad de venta de las acciones que la sociedad acepta. Las 
acciones que se encuentran en estos casos se ven unidas a la necesidad que tiene 
la sociedad de hacer un uso debido de las donaciones e ingresos que la sociedad 
recibe y el incremento de su patrimonio que permite que la misma cuente con 
ingresos para mantener sus actividades (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-
01677-01 (16967), 2010) 
Adicional a este aspecto es posible analizar como base de muchas de las 
sentencias estudiadas que: “De conformidad con el artículo 20 del Decreto 2053 de 
1974, las acciones que se adquieren y no se enajenan dentro del giro ordinario de 
los negocios del contribuyente son activos fijos. Las acciones que se enajenen 
dentro del giro ordinario de los negocios son activos movibles” (Sentencia No. 
25000-23-27-000-2005-01677-01 (16967), 2010) La sociedad argumenta que las 
acciones que se encuentran en este caso se encuentran contabilizadas y adquiridas 
para ser tratadas como activos fijos de la empresa, en ningún momento como 
actividad económica o del giro ordinario de los negocios como es alegada por la 
Secretaría de Hacienda.  
Valmiera Enterprise Corp. Y Cia. S. en C. vs Secretaría de Hacienda – Dirección 
Distrital de Impuestos. (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-00794-01 (17339), 
2010) 
Problema jurídico: ¿Son consideradas las acciones como activos fijos no 
gravados? 
La sociedad actora consideró la inversión que mantenía en la sociedad 
CARACOL TELEVISIÓN S.A. como una inversión de carácter permanente, es decir 
como activos fijos. la sociedad puede adquirir y enajenar bienes, circunstancia que 
prueba que tiene capacidad para ello y no que éste sea su objeto social. Conforme 
a los estatutos sociales, la compañía no está constituida para comprar y vender 
bienes, sino para invertir en activos fijos y obtener de estos utilidades periódicas 
(por ejemplo, dividendos), sin perjuicio de que eventualmente pueda enajenar 
bienes en desarrollo de su objeto social. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante sentencia del 10 de 
abril de 2008, negó las súplicas de la demanda y levantó la sanción por inexactitud. 
Señaló que, conforme al certificado de existencia y representación legal expedido 
por la Cámara de Comercio de Bogotá, dentro del objeto social de la entidad 
demandante se encuentra la inversión en sociedades y la venta de acciones bajo 
cualquier modalidad, en consecuencia, los ingresos percibidos por el desarrollo de 
estas actividades durante el año 2002 no se pueden constituir como un activo fijo. 
Sin embargo, dicha clasificación contable no le da por sí sola la calidad de activo 
fijo a la venta de acciones, depende de la intención de la sociedad en el momento 
de su adquisición, esto es, de su enajenación en el giro ordinario o corriente de sus 
negocios. 
Finalmente anota la Sala que la sentencia apelada negó las pretensiones de la 
demanda y levantó la sanción por inexactitud impuesta, siendo lo procedente la 
anulación parcial de los actos demandados para levantar la sanción, razón por la 
cual la Sala revocará la sentencia apelada declarando la nulidad del acto 
demandado. Además, de la lectura del objeto social de la demandante no se puede 
derivar, como lo concluyó la demandada en el acto acusado, que en desarrollo de 
su objeto principal la enajenación de acciones sea del giro ordinario de sus 
negocios, pues, del mismo se colige el carácter permanente de sus inversiones, lo 
cual se respalda con las pruebas allegadas al proceso, conforme a las cuales, se 
reitera, las referidas acciones se contabilizaron como inversiones permanentes e 
hicieron parte de su activo fijo.” (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-00794-01 
(17339), 2010) 
_________________________________________________________________ 
Valmiera Enterpreise Corp. y Cia. S. en C., discute con la Secretaría de 
Hacienda y la Dirección Distrital de Impuestos la inclusión de ingresos en el 
impuesto de industria y comercio. Alega la empresa que los bienes vendidos y que 
la dirección intenta incluir dentro del impuesto de industria y comercio de la empresa 
corresponden a bienes que están en el activo fijo de la empresa y han permanecido 
por un periodo de 3 y 4 años en el patrimonio. Además, que el objeto social de la 
empresa permite la compra y venta de acciones, pero no por esto es su actividad 
comercial (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-00794-01 (17339), 2010) 
El Distrito se apoya en el argumento de que no se demuestra la calidad bajo la 
cual tienen los bienes la empresa y pasa a gravarlos basándose en el objeto social 
que la empresa tiene el cual le permite la inversión y venta de acciones en cualquier 
medida.  
El Consejo de Estado resuelve la disputa indicando que la inclusión en el objeto 
social de una actividad no pasa a determinarlo como del giro ordinario de los 
negocios, la empresa debe adquirir y enajenar acciones dentro del giro ordinario de 
los negocios para poder darle esta la característica a los bienes. Como se dijo en 
varias sentencias y se ha mantenido como precedente, el objeto social de la 
empresa apoya la permanencia de estas en el patrimonio, no como intenta hacerlo 
ver la Administración e incluirlos en el giro ordinario de los negocios.  
 
Continuando con la línea jurisprudencial y analizando los casos presentados 
como precedente la sentencia, el Consejo de Estado determina que las acciones 
son consideradas como activos fijos de acuerdo con lo que ha probado la  
Inversiones Zarate Gutiérrez y Cia. S.C.S vs. Dirección Distrital de Impuestos. 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-00115-01 (18703), 2013) 
Problema jurídico: ¿Es procedente a adición de ingresos a la base gravable 
del ICA declarada por la actora, por la enajenación de acciones de Davivienda 
S.A.? 
La demandante alega que El hecho de que las acciones se hubieren 
contabilizado como un activo permanente y, el largo tiempo de permanencia de esa 
inversión, demuestran que no fueron adquiridas para la venta, sino con la finalidad 
de conservarlas en el patrimonio de la sociedad. Las actividades del objeto social 
de la sociedad no contemplan la compra y venta de acciones, por lo que no puede 
concluirse que respecto de las mismas el contribuyente realiza una actividad 
comercial.  
La parte demandada se opuso a las pretensiones de la actora, con fundamento 
en los siguientes argumentos: Del certificado de existencia y representación legal 
de la sociedad, se deduce que dentro del objeto social está la inversión en 
sociedades y la venta de acciones bajo cualquier modalidad. Las mencionadas 
acciones no tienen el carácter de activos fijos, en tanto que son enajenadas en el 
giro ordinario de los negocios de la sociedad. El Consejo de Estado ha señalado 
que el carácter de activo fijo no lo da el término de posesión del bien dentro del 
patrimonio, sino su destinación específica. Es por eso, que para clasificar los 
ingresos por la venta de los enunciados bienes, debe considerarse si dicha actividad 
se encuentra prevista en el objeto social de la sociedad. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante providencia del 12 de 
noviembre de 2010, declaró la nulidad de los actos demandados, puesto que se 
encuentra demostrado el ánimo de conservación y permanencia dentro del 
patrimonio de la sociedad. Además, la enajenación de las citadas acciones fue 
registrada en la contabilidad de la sociedad como una venta de activo fijo. 
En este caso, la Sala considera que lo cierto es que la sociedad actora no tiene 
como objeto social principal la venta de acciones, ya que al adquirir 
esporádicamente estas acciones o cuotas partes sociales, no lo hace con el ánimo 
de enajenarlas en el giro ordinario de sus negocios, sino para que permanezcan en 
su patrimonio. En ese sentido, y de acuerdo con la reiterada doctrina judicial 
expuesta, las acciones que se adquieren con carácter permanente son activos fijos, 
por ende, los ingresos que se obtengan por su enajenación por fuera del giro 
ordinario de los negocios deben excluirse de la base gravable del impuesto de 
industria y comercio, avisos tableros. Confirmando la sentencia emitida por el 
Tribunal. 
__________________________________________________________________ 
La empresa Inversiones Zarate Gutiérrez y Cía. S.C.S. vs la Dirección Distrital 
de Impuestos se discute que los ingresos obtenidos por la empresa dada la venta 
de acciones son considerados activos fijos por parte de la empresa. La empresa 
cuenta con el tiempo de permanencia, objeto social y contabilización de las acciones 
como activos de la empresa. La administración alega que del objeto social de la 
empresa se puede deducir que la venta de acciones se da por acciones gravadas.  
La sentencia emitida por la empresa de Inversiones Zarate toma en cuenta del 
proceso de los activos fijos es posible observar que la empresa reconocer la 
permanencia, objeto social y contabilización de las acciones apoyado además por 
el Ministerio Público el cual muestra que el periodo en el que se conservaron las 
acciones es de 2 a 15 años. El Consejo de Estado toma en cuenta todos estos 
procesos la intención de adquisición de la empresa y la contabilización de las 
acciones. Por lo tanto, es posible concluir que la Ley excluye la venta de activos 
fijos en la base gravable (Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-00115-01 (18703), 
2013) 
Es evidente que la Ley excluye la venta de activos fijos de la base gravable de 
los impuestos de industria y comercio, pero se tiene en cuenta que la empresa tiene 
como objeto de la empresa la contabilización de la contabilidad de la inversión 
además de la intención de adquisición es claro que la persona jurídica tuvo la 
intención de que los bienes permanecieran en su patrimonio. Basado en esto se 
confirma la sentencia del tribunal en el que se declara la nulidad de los actos 
demandados.  
 
Bavaria S.A vs Secretaría de Hacienda Distrital de Bogotá D.C. (Sentencia No. 
25000-23-27-000-2012-00031-01 (19738), 2014) 
Problema jurídico: ¿Son gravados los ingresos que se intentan adicionar a la 
declaración? 
El Distrito Capital argumenta que la actividad de venta de acciones e inmuebles 
está incluida en el objeto social de la actora y se realiza dentro del giro ordinario de 
los negocios, por lo que se trata de una venta de activos móviles, cuyas utilidades 
y ganancias son ingresos ordinarios gravados con el impuesto de industria y 
comercio. 
La actora, por su parte, sostiene que la enajenación de acciones e inmuebles 
es una actividad ajena al giro ordinario de los negocios, pues la finalidad de su 
adquisición consistió en formar parte del activo de la compañía y, por tanto, se trata 
de activos fijos cuya utilidad por venta está excluida de la base gravable del 
impuesto de industria y comercio. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró la nulidad de los actos 
administrativos demandados. Consideró que de los certificados de cámara de 
comercio y de revisor fiscal que obra en el expediente, se evidencia que a pesar de 
que la inversión en acciones y bienes inmuebles hace parte del objeto social de la 
demandante, las mismas se realizaron con carácter permanente, pues hicieron 
parte del activo fijo de la actora durante un término de dos a cinco años, lo cual 
indica que no hacen parte del giro ordinario de los negocios y, por tanto, los ingresos 
obtenidos por tales operaciones no hacen parte de la base gravable del tributo. 
La Sala del Consejo de Estado considera que: Acorde con los datos señalados, 
el artículo 61 del Decreto 2649 de 1993 señaló que las inversiones representadas 
en títulos valores y demás documentos a cargo de otros entes económicos 
(acciones), al ser convertidas en efectivo antes de un año se denominan inversiones 
temporales, lo cual, no ocurre en este caso, pues las acciones fueron vendidas con 
posterioridad al término señalado. En ese orden de ideas, los bienes y acciones 
referidos son activos fijos, pues no fueron enajenados dentro del giro ordinario de 
los negocios de la actora y, por esto, los ingresos y utilidades obtenidas por su venta 
no hacen parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio de los 
periodos 5º y 6º del año gravable 2007. Por lo tanto, la Sala confirmará la sentencia 
proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que declaró la nulidad de 
los actos administrativos demandados.” (Sentencia No. 25000-23-27-000-2012-
00031-01 (19738), 2014) 
__________________________________________________________________ 
 Bavaria S.A. vende acciones e inmuebles que están enajenadas como 
activos fijos, sin embargo, la Secretaría de Hacienda Distrital de Bogotá es anotado 
que la utilidad y dividendos en ningún momento se ha decidido que legalmente 
exista una norma por la que se indique que los dividendos y utilidades se encuentran 
excluidos. El Ministerio Público por su parte apoya la decisión de la demandante 
indicando que es evidente la intención de permanencia que tienen los activos en 
disputa. El Consejo de Estado en este caso continua en todo momento con su 
precedente de que los ingresos por la venta de activos fijos están excluidos de la 
base gravable del impuesto de industria y comercio las utilidades e ingresos que 
deriven de esta cuando no se enajenen dentro del giro ordinario de los negocios 
Proyectar valores S.A. vs Distrito Capital de Bogotá. (Sentencia No. 25000-23-
27-000-2009-00242-01 (19346), 2014) 
Problema jurídico: ¿Es procedente el gravamen de industria y comercio a 
cargo de la sociedad? 
Proyectar Valores es una compañía que realiza actividades relacionadas con 
la intermediación en operaciones de compra y venta de valores, administración y 
custodia de éstos y asesoría en el manejo de portafolios de inversión. Dichas 
operaciones generan ingresos o débitos representados en la diferencia real entre el 
valor registrado en libros de las inversiones y el precio de venta, que puede ser 
menor o mayor al registrado en libros. Así las cosas, la utilidad o pérdida en la venta 
de inversiones se refleja como ingreso o egreso, según el resultado obtenido. En 
otras palabras, la sociedad registra como créditos los valores correspondientes a la 
utilidad en la venta de inversiones y, como débitos, los valores correspondientes a 
las pérdidas en ese mismo tipo de operaciones 
El Distrito Capital de Bogotá compareció al proceso y se opuso a las 
pretensiones de la demanda. Como fundamentos de la defensa, manifestó: Los 
ingresos que Proyectar Valores obtuvo por los períodos investigados corresponden, 
básicamente, a la comisión por intermediación en divisas e inversiones propias y, 
en general, por intermediación en la bolsa. Dicha actividad, para efectos del ICA, es 
reportada con el código 6713 –actividades de comisionistas y corredores de bolsa.. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca declara la nulidad parcial de la 
liquidación oficial. la Sala encuentra que Proyectar Valores cumple con los 
presupuestos establecidos en el concepto oficial 1184 de 2008, ya que es una 
persona jurídica del sector real que obtiene ingresos por la venta de inversiones –
acciones, divisas y títulos de deuda pública-, que adquieren la calidad de 
rendimientos financieros. En conclusión, los valores netos positivos glosados en las 
liquidaciones privadas del ICA presentadas por Proyectar Valores, correspondiente 
a los bimestres 3 a 6 del año 2006, eran los llamados a integrar la base gravable 
del impuesto, puesto que, de acuerdo con la postura adoptada por la doctrina oficial, 
era procedente disminuir de la base gravable los valores negativos de la cuenta 
4113, en tanto el ICA, para estas actividades únicamente grava los ingresos 
operativos financieros, entendidos como la utilidad. 
La Sala determina que en su condición de comisionista de bolsa, la 
demandante no estaba incluida en la categoría de institución financiera, por lo que 
debía tributar de acuerdo con las reglas generales del impuesto de industria y 
comercio, es decir, liquidarlo sobre los ingresos netos percibidos en el Distrito 
Capital, derivados de la actividad gravada, obtenidos durante el periodo, según el 
artículo 42 ib, pues solo con la expedición de la Ley 1430 de 2010, el legislador 
dispuso que los comisionistas de bolsa liquidarían el tributo sobre la base gravable 
establecida para los bancos, en los rubros pertinentes.  
En consecuencia, en el 2006, para determinar la base gravable, la 
demandante debía tomar los ingresos ordinarios y extraordinarios, incluidos los 
rendimientos financieros, comisiones y cualquier otro ingreso que no estuviera 
expresamente excluido y, de la totalidad de los ingresos percibidos en el periodo 
gravable, restar los ingresos correspondientes a actividades exentas y no sujetas, 
los obtenidos en otros municipios y las devoluciones, rebajas y descuentos, las 
exportaciones y la venta de activos fijos. Por lo que la Sala decide Confirmar la 
sentencia con una modificación. 
__________________________________________________________________ 
Proyectar valores S.A. tiene una disputa con el Distrito Capital de Bogotá 
resalta la labor de la empresa como inversionista, tanto de inversiones realizadas 
por terceros como por las inversiones realizadas con recursos propios por la 
empresa. Las actividades comerciales de la empresa se dan cuando esta desarrolla 
a nombre propio actividades de inversión de capital. La empresa dice que la 
actividad está dada como comisionista de bolsa y de inversión desarrollando 
solamente una actividad de servicio y no una comercial como quiere llegar a 
presentarla la empresa  
El Consejo de Estado en esta sentencia aclara un punto muy importante que 
no es tratado en otros documentos pero que aclara una duda que se presenta en la 
base gravable del impuesto de industria y comercio y es que en su gravamen se 
incluyen todos los ingresos, pero nunca se define que es un ingreso. La sentencia 
sin embargo define que: Ni la norma territorial ni la que regula el tributo a nivel 
nacional definen el concepto “ingresos”. No obstante, como uno de los objetivos de 
la información contable es fundamentar la determinación de las cargas tributarias, 
se acudirá a la definición contenida en el artículo 38 del Decreto 2649 de 199330, 
cuyo texto dice:  
“Los ingresos representan flujos de entrada de recursos, en 
forma de incrementos del activo o disminuciones del pasivo o 
una combinación de ambos, que generan incrementos en el 
patrimonio, devengados por la venta de bienes, por la prestación 
de servicios o por la ejecución de otras actividades, realizadas 
durante un período, que no provienen de los aportes de capital. 
(…) 
En consecuencia, tratándose del impuesto de industria y 
comercio para su cuantificación debe tenerse en cuenta el total 
de los ingresos, entendidos como los beneficios o utilidades 
obtenidos por el contribuyente, de la realización de las 
actividades gravadas, durante el bimestre correspondiente, 
datos que pueden tomarse de la contabilidad y de los respectivos 
soportes contables” (Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-
00242-01 (19346), 2014) 
Bajo este entendido la sentencia pasa a diferenciar los ingresos que deben o no 
ser gravados y decide que mientras que en la inversión de acciones y el desarrollo 
de la actividad de inversionista de bolsa de la empresa se desarrolla una actividad 
de servicio a nombre de un tercero, en la inversión de acciones y dinero a nombre 
propio se está realizando una actividad netamente comercial cuyos ingresos deben 
ser gravados con el impuesto de industria y comercio.  
Antes de terminar las sentencias que se han tratado de los casos de activos 
fijos haremos una pequeña mención de los temas de activos fijos que se trataron en 
las sentencias que se encuentran citadas en el aparte de Actividad principal y 
secundaria de los negocios.  
En el caso de la sentencia de Besmit Ltda, (Sentencia No. 4548, 1994) no se 
hace una gran referencia a los ingresos por ventas de activos fijos, pues la actividad 
principal de la empresa corresponde a la de la inversión en activos fijos, entre otras. 
Para los activos fijos se mantiene en todo caso como ingresos excluidos del 
gravamen de industria y comercio basado en la legislación tributaria  
La sentencia de la empresa Casa toro S.A. vs. La dirección de impuestos de 
Bogotá (Sentencia No. 9086, 1999) cuenta con un problema de que se realizaron 
inversiones en activos fijos. En el momento en el que se realiza el análisis de la 
obligación de declarar de la empresa se dejan al lado los conflictos procedimentales 
que se tienen con la empresa y se centran en las condiciones de la empresa de no 
tener dentro de su objeto social la negociación de activos de inversión. Para los 
activos fijos que se han obtenido en la empresa pueden entenderse a favor del 
aumento de los ingresos, pero se analizan como una actividad de inversión 
particular que no se centra como una actividad ordinaria o propia del negocio  
Como se analizó anteriormente las sentencias que se estudiaran en este caso 
corresponden a las sentencias de la empresa electrificadora de Bucaramanga. Se 
analizarán 3 sentencias en el mismo momento por el parecido que tienen las 
empresas en sus hechos, partes y tiempo. Las sentencias son: Electrificadora de 
Santander S.A. vs Municipio de Santander S.A. E.S.P del 11 de mayo de 2017 
(Sentencia No. 68001-23-31-000-2010-00458-01 (20768), 2017), Electrificadora de 
Santander S.A. vs Municipio de Santander S.A. E.S.P del 18 de mayo de 2017 
(Sentencia No. 680001-23-31-000-2010-00423-01 (21036), 2017) y Electrificadora 
de Santander S.A. vs Municipio de Santander S.A. E.S.P del 29 de junio de 2017 
(Sentencia No. 68001-23-31-000-2011-00931-01 (21918), 2017).  
En este caso la empresa justifica que los activos fijos que tiene la empresa han 
sido vendidos con el fin de lograr ingresos que le permitan realizar un cambio en los 
equipos que requiere la empresa para prestar este servicio. En este caso la 
electrificadora indica que los activos son fijos, sin embargo, el Consejo de Estado 
decide que la empresa debe realizar el cambio de los bienes con el fin de poder 
prestar un buen servicio a sus clientes de acuerdo con las exigencias de la empresa. 
Este tipo de prestaciones no se relacionan con un hecho que le permita a la empresa 
omitir el gravamen de los bienes. La empresa está en la obligación por la prestación 
de sus servicios por lo tanto no se requiere solo a contabilización que le da la 
empresa a los bienes sino también la intención con la que estos fueron comprados 
y es evidente que en este caso la venta y adquisición se refiere a los inventarios de 
la empresa puesto que los bienes en discusión se dan para permitir la prestación 
del servicio. La empresa Electrificadora de Santander es los tres casos con una 
decisión de precedente seguido indica que los bienes deben ser gravados y revoca 
parcialmente la sentencia del Tribunal Administrativo de Santander.   
La empresa Nuefari S.A. (Sentencia No. 25000-23-27-000-2008-00209-01 
(18750), 2014) en liquidación en todo momento defiende que los activos fijos cuando 
pueda entrar a definirse como activos fijos no deben ser gravados por el impuesto 
de industria y comercio. En caso de que no se entiendan como activos fijos es que 
debe ser gravado teniendo en cuenta el objeto social de la empresa y sus 
actividades de negocio  
En la sentencia de Socineg S.A. (Sentencia No. 25000-23-37-000-2015-01063-
01 (23009), 2018) se aclara que una de las opciones para definir que el bien 
obtenido por la empresa se debe tener en cuenta la prueba de la DANE, la Cámara 
de Comercio   de la empresa y el documento emitido por revisoría fiscal. Es 
importante anotar que aun con la presentación de estos documentos como la 
muestra de que se consideran como activos fijos pueden no tomarse en cuenta de 
manera completa, en esta sentencia como ejemplo de esto se tomó en cuenta el 
objeto social por encima de las consideraciones de la empresa respecto a los 
activos fijos que pasaron a ser considerados como gravados  
En la sentencia El Zuque S.A.(Sentencia No. 25000-23-37-000-2015-00840-01 
(23700), 2018), además se trata el caso de los activos fijos, en los que se aclara no 
deben tomarse en cuenta de acuerdo con las intenciones y actividades de la 
empresa, no solamente en lo que dice el revisor fiscal o la Cámara de Comercio. 
Con lo anterior se puede ver que no es evidente dentro de la jurisprudencia los 
conceptos claros bajo los que los activos fijos pueden ser determinados como 
activos fijos y son gravados o no  
En todas las sentencias analizadas es posible determinar que el Consejo de 
Estado en constancia con la legislación han mantenido los ingresos por concepto 
de venta de activos fijos alejados de los gravámenes del impuesto de industria y 
comercio, en todo momento se ha mantenido como tesis principal que los ingresos 
por la venta de activos fijos no se consideran gravada por el impuesto de industria 
y comercio.  
No obstante, el conflicto que se presenta para la determinación de los ingresos 
como gravados o no surgen en la percepción como ingresos producto de la venta 
de activos fijos por parte de las entidades administrativas. El principal problema se 
refiere a la posibilidad de que se llegue a demostrar que el ingreso no constituye un 
ingreso por dividendos.  
En ningún momento queda totalmente claro que prueba se considera vital para 
determinar que la empresa cuenta o no con ingresos obtenidos por activos fijos 
debido a que en múltiples casos los conceptos de activos fijos se cruzan con las 
evidencias obtenidas por la empresa de sus contadores o la forma como se 
consideran en los estados financieros y contables o incluso en la Cámara de 
Comercio   de la empresa casos en los que el Consejo de Estado no pasa a 
considerarlos como activos fijos y procede a gravarlos. 
Podemos concluir que las acciones desarrolladas por las empresas cuando 
manejan activos fijos no son gravadas por el impuesto de industria y comercio, sin 
embargo, la empresa debe asegurar que las actividades que se realicen por la 
empresa corresponden a activos fijos y no a su objeto social o giro ordinario de los 
negocios de inversión.   
3.3.  Ánimo de lucro y exenciones tributarias. 
Las entidades sin ánimo de lucro han sido creadas para el desarrollo de 
actividades según la Ley tributaria, marcadas por la Ley. Pero en estas épocas y 
tras este análisis se ha podido ver los diferentes entendimientos de que se considera 
una fundación y las funciones que tendrán estas en su objeto social y desarrollo. 
La Ley excluye de la base gravable del impuesto de industria y comercio ciertas 
actividades que considera no deben ser gravadas. Dichas actividades se 
encuentran de forma expresa en la Ley. Muchos legisladores, así como 
contribuyentes y personal de la administración han considerado que solo las 
actividades que se encuentran expresamente excluidas en la Ley pueden optar por 
el beneficio de no ser parte de los sujetos pasivos del impuesto de industria y 
comercio. Otros, por el contrario, consideran que, a pesar de la legislación, existe 
un margen de movimiento en la Ley que le permite al contribuyente considerar que 
la misma no se encuentra obligada al pago del impuesto por sus actividades.  
En este mismo sentido encontramos el conflicto con las entidades sin ánimo de 
lucro que de igual manera desarrollan actividades que en cierto momento pueden 
ser entendidas como comerciales. Una de estas actividades es la de obtención de 
ingresos por concepto de dividendos. Como veremos más adelante muchas de 
estas entidades pasan a tener dividendos que la administración considera gravadas.  
Las entidades sin ánimo de lucro tienen dos particularidades muy importantes 
la primera de ellas es la condición de “empresas civiles”8, las cuales generan 
actividades gravadas por el impuesto y realizan actividades comerciales. Por otro 
lado, nos encontramos con las sociedades que expresamente han sido excluidas 
por la Ley en la toma de consideración frente al impuesto de industria y comercio. 
 
8 Aunque el concepto es un poco confuso y no se considera por muchos autores permite en este caso dar a 
entender que a pesar de no tener ánimo de lucro para las condiciones del impuesto y que a pesar de su 
condición puede generar ingresos y realizar igualmente actividades comerciales.  
La dificultad se presenta cuando se encuentra ante la mercantilidad de la 
Fundación, se afirma que la Fundación ha desarrollado actividades comerciales que 
si deben ser gravados. Los ingresos que ha obtenido la Fundación por las 
actividades comerciales desarrolladas pasan a ser gravados, pues como se había 
aclarado antes, el concepto de Fundación no exime del ejercicio de la mercantilidad 
de las actividades necesarias para mantener la renta de la Fundación.  
Aunque esta es una de las sentencias respecto a entidades sin ánimos de lucro 
con disputas por dividendos gravados por el impuesto de industria y comercio no es 
la única y existen un grupo de sentencias dentro de las analizadas que cumplen con 
estas condiciones y que a continuación estudiaremos.  
La jurisprudencia en el caso de las entidades sin ánimo de lucro que pueden 
ser gravadas con el impuesto de industria y comercio tienen una posición clara del 
proceso. Está a pesar de haber tenido fallos a favor o en contra de fundaciones y 
su obligación de pagar en todo momento ha mantenido los mismos estándares y 
lineamientos claros para decisión de si es o no sujeto pasivo del gravamen.  
El primer punto para analizar es la exclusión de las actividades sin ánimo de 
lucro de las entidades en la Ley 14 de 1983. La Ley en su artículo 39 cita:  
“(…) d) La de gravar con el impuesto de Industria y Comercio, 
los establecimientos educativos públicos, las entidades de 
beneficencia, las culturales y deportivas, los sindicatos, las 
asociaciones de profesionales y gremiales sin ánimo de lucro, 
los partidos políticos y los hospitales adscritos o vinculados al 
sistema nacional de salud” (Ley 14, 1983) (Art. 39) (Subrayado 
fuera del texto). 
Volvemos a llamar la atención del artículo ahora en la opción de que entiende 
el Consejo de Estado y en donde se enmarcan estas entidades sin ánimo de lucro 
porque es claro que el concepto de beneficencia que mantiene la Ley y que puede 
verse en la RAE de: “Conjunto de instituciones y servicios de ayuda a los 
necesitados” (Real Academia Española (RAE), 2019) que se refiere exclusivamente 
al apoyo de personas poco favorecidas o que no tienen recursos suficientes para 
cubrir sus necesidades básicas.  
Es muy diferente al concepto que manejan actualmente las entidades de ellas 
mismas. Las intenciones de estas se amplían no solo a beneficencia, sino al apoyo 
para “el costeo de gastos educativos en todos los niveles” (Sentencia No. 2007-
00100-01 (17552), 2005)  así como “favorecer el discernimiento vocacional de los 
que se sienten llamados al ministerio sacerdotal diocesano y proveer los medios 
necesarios para la formación integral, según la imagen de Jesucristo Maestro, 
Sacerdote y Pastor, capacitándolos para asumir su responsabilidad en la 
evangelización de la ciudad de Bogotá” (Sentencia No. 25000 – 23-27-0002010-
00053-01 (18663), 2013) y no basados en los “conceptos de asistencialismo” que 
maneja la DIAN. Las fundaciones ahora manejan temas por encima de solo ayudas 
a personas menos favorecidas, creando apoyo a personas que requieren un apoyo, 
pero no que no va enfocado directa y exclusivamente a las condiciones de 
subsistencia (Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-00041-01 (18263), 2011) 
En los casos que se han presentado se encuentra en disputa el concepto de 
Fundación y el proceso de ayuda que la misma presta a la sociedad. En principio, 
porque las sociedades que llegan al Consejo de Estado disputando estas decisiones 
con la Dian o las Secretarías de Hacienda defienden su labor social y los ingresos 
que se manejan con el fin de conservar el objeto para el que fueron creados.  
No obstante, se estudia la mercantilidad de las operaciones, la cual refiere a la 
permeabilidad de las actividades comerciales frente a las actividades civiles. Es 
decir, a pesar de que las entidades sean sin ánimo de lucro esto no evita que una 
entidad realice actividades comerciales. El proceso de mercantilidad se ve en las 
Fundaciones en las que en todos los casos se van presentando las dudas sobre el 
desarrollo de estas. 
Tanto la exención por ser entidades sin ánimo de lucro como el gravamen por 
desarrollar actividades mercantiles en las entidades será estudiada en este aparte 
de sentencia a continuación:  
Fundación Carulla vs. DIAN. (Sentencia No. 2007-00100-01 (17552), 2005) 
Problema jurídico: ¿Está una entidad sin ánimo de lucro sujeta al ICA por los 
dividendos percibidos? 
 Señaló la demandante que el hecho generador del impuesto es la actividad 
económica, y no los meros ingresos recibidos, de manera que para gravar los 
rendimientos de una entidad hace falta probar, primero, que ejerce actividades 
comerciales o de servicios remunerados, hecho que se presume en una sociedad 
mercantil, pero se descarta en una fundación sin ánimo de lucro.  La Fundación 
Carulla recibió de su fundador acciones de la sociedad Carulla S.A., pero el acto del 
inversionista de aportar capital a las sociedades como socio o accionista, aunque 
se califique de mercantil por el artículo 20 numeral 5 del Código de Comercio, no 
conlleva necesariamente la ejecución de actividades gravadas, pues si se interpreta 
correctamente la remisión que hace el artículo 35 de la Ley 14 de 1983 a las demás 
(actividades) definidas como tales (como comerciales) por el Código de Comercio, 
se concluye que la mercantilidad del acto de inversión en sociedades surge 
directamente del objeto social de las sociedades, que contemplen directamente o 
por conexidad cualquier acto de comercio, y del carácter especulativo de la inversión 
que implicaría la mercantilidad de las rentas pasivas obtenidas de la inversión.  No 
ocurre lo propio cuando el inversionista no es comerciante. 
 La demandada solicitó que se desestimaran las pretensiones de la demanda 
y se mantuviera la legalidad del acto acusado, por las siguientes razones: el hecho 
de que la Fundación Carulla no tenga ánimo de lucro, no la excluye de adquirir la 
calidad de sujeto pasivo del impuesto, cuando ejerza actividades comerciales o de 
servicios gravadas, pues el requisito de “sin ánimo de lucro”, que la ley tributaria ha 
establecido para las asociaciones gremiales y de profesionales, cuya naturaleza 
jurídica las hace acreedoras a los beneficios fiscales, no puede extenderse a 
cualquier otro tipo de entidad que no tenga ánimo de lucro, como lo pretende la 
demandante. 
 El Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante sentencia del 11 de 
abril de 2007 declaró la nulidad de los actos administrativos demandados. La 
demandante recibió, al momento de su fundación, en calidad de donativo, mil 
acciones de la Sociedad Carulla & Cia S.A.  La fundación no posee tales acciones 
y participaciones para fines de especulación en el mercado, sino para que el 
producto de éstas se emplee en la realización de su objeto, razón por la cual tales 
recursos no pueden ser gravados con ICA. 
 Observa la Sala que, contrario a lo estimado por la apelante, no puede 
asimilarse el tratamiento tributario de una fundación sin ánimo de lucro, la cual se 
rige por el derecho civil, a una sociedad que ejerce con ánimo de lucro, regida por 
las normas comerciales. La ausencia de ánimo de lucro no impide a la fundación la 
realización de negocios o actividades encaminadas a conservar o aumentar sus 
bienes, ya que este es precisamente el medio o instrumento para desarrollar con 
eficacia las actividades encaminadas a cumplir su objeto social (colaborar 
económicamente con la educación de las clases menos favorecidas). Toda vez que 
la Fundación Carulla ejecutó dicha inversión como un simple medio para la 
conservación de un patrimonio existente (artículo 652 del Código Civil), destinado a 
cumplir actividades de interés social, esa no se puede predicar como actividad 
mercantil (artículo 20 del Código de Comercio) gravada con el Impuesto de Industria 
y Comercio. Se confirma la sentencia apelada. 
__________________________________________________________________ 
Empezaremos el estudio con el caso de la Fundación Carulla. A dicha 
Fundación se le reprocha el manejo de recursos. Sin embargo, en esta sentencia 
como se puede analizar en el anexo correspondiente, se procede a determinar que 
no son totalmente equiparables las actividades comerciales a las civiles, así como 
tampoco pueden ser tomadas como iguales las “empresas civiles” (Sentencia No. 
2007-00100-01 (17552), 2005) o comerciales. Es claro para la jurisprudencia que 
las sociedades no pueden ser equiparadas en el ánimo de lucro pues lo que 
diferencia las actividades es la reinversión que tiene la Fundación en pro de su 
actividad y no a favor de sus socios. Así mismo, marca la pauta determinante de 
que las sociedades sin ánimo de lucro pueden tener las acciones dentro de su 
patrimonio pues no es excluyente un posible aumento de capital por parte de la 
Fundación puesto que esto ayuda a que la labor realizada por la empresa pueda 
ser sustentable. El cumplimiento del objeto social de la empresa se encuentra 
enmarcado en la posibilidad de mantener su patrimonio. La Fundación recibe 
donaciones y acciones para aumentar su capital que pasa a ser la disputa de la 
Secretaría de Hacienda, pero el manejo de las acciones no es especulativo, es solo 
para desarrollo del objeto social de la Fundación. Esta sentencia no permite una 
demarcación de la mercantilidad de la Fundación, sino que al contrario determina 
su actividad como excluida por la Ley 14 de 1983 en el sentido de considerarla 
actividad de beneficencia.  
El Centro de Estudios Ganaderos y Agrícolas [CEGA], es una entidad sin ánimo 
de lucro que como su nombre lo indica se basa en el estudio del sector 
agropecuario, la empresa no desarrolla actividades comerciales como lo intentan 
hacer ver la Administración. La empresa cuenta con la venta de activos fijos. En 
esta sentencia se reconoce que los ingresos por la venta de activos no se 
encuentran gravado, sin embargo, no se hace mayor referencia la calidad de entidad 
sin ánimo de lucro de la entidad, solo a los activos fijos.  
Asociación para la sistematización bancaría – en liquidación vs. Secretaría de 
Hacienda – Dirección Distrital de Impuestos de Bogotá. (Sentencia No. 25000-
23-27-000-2005-00260-01 (17002), 2010) 
Problema jurídico: ¿Los ingresos obtenidos en la enajenación de acciones 
formaban parte de la base gravable del ICA? 
 La accionante dice que contrario, la actividad que desarrolla es aquella para 
la que fue creada y, si bien tal actividad genera ingresos, éstos solo se encaminan 
a obtener el fin buscado, cual es la optimización de los sistemas tecnológicos, con 
miras a mejorar y hacer más eficientes los servicios financieros que han de prestar 
sus asociados. Sostuvo que las acciones que la asociación adquirió de la Sociedad 
Tecnibanca S.A. entraron a formar parte del activo fijo de la entidad, en calidad de 
inversiones. Que, cuando la demandante decidió vender las acciones, el negocio se 
pactó como venta a plazos y se condicionó la entrega de las acciones, a medida 
que se vencían los plazos pactados. Que, en esa medida, la operación siempre fue 
una sola. Recalcó que existe una marcada diferencia entre la venta y la modalidad 
de pago de la misma. Que, en consecuencia, lo que realizó la demandante fue una 
venta de activos fijos y no movibles como lo dijo la demandada. 
 El apoderado de la Dirección Distrital de Impuestos se opuso a las 
pretensiones de la demanda por las siguientes razones. Señaló que el apoderado 
de la parte demandante yerra al afirmar que las actividades desarrolladas por 
Servibanca no están sujetas al impuesto de industria y comercio, por considerar que 
ésta es una asociación gremial sin ánimo de lucro. Dijo que las asociaciones y las 
sociedades civiles o comerciales- aun cuando pertenecen al grupo de las 
corporaciones o agrupaciones, se diferencian en que en las asociaciones no existe 
ánimo de lucro, mientras que en las sociedades sí. Precisó que la actividad 
desarrollada por la demandante es múltiple y nada tiene que ver con la protección 
de intereses comunes. Que el objeto particular como persona jurídica 
independiente, entre otros, es prestar asesorías a los bancos para el logro de sus 
fines y fomentar la generación, surgimiento o automatización bancaria o financiera.  
 El Tribunal accedió a las súplicas de la demanda y declaró la nulidad de las 
resoluciones sostuvo que dentro del objeto social de la demandante no se encuentra 
la enajenación de títulos valores. Que, en consecuencia, la compra y venta de las 
acciones que la demandante poseía en Tecnibanca S.A. no se realizó dentro del 
giro ordinario de los negocios de la demandante y deben ser calificadas dichas 
acciones como activos fijos no sujetas al impuesto de industria y comercio, de 
acuerdo con el concepto establecido en el artículo 60 del E.T. 
Se reitera que los ingresos que obtuvo la demandante por los servicios 
técnicos y administrativos que prestó no son objeto de discusión en esta instancia, 
toda vez que la demandante corrigió las declaraciones de ICA en relación con estos 
conceptos, pero se precisa la condición de sujeto pasivo del ICA de la demandante 
en razón a los argumentos que expuso en la demanda y que ahora controvierte el 
Distrito en el recurso de apelación. En ese contexto y tal como se precisó, de la 
lectura del objeto social de la demandante no es posible inferir que la venta de las 
acciones se haya realizado dentro el giro ordinario de los negocios o en desarrollo 
de su objeto secundario porque esa actividad no se previó en ninguno de los dos 
objetos.  
Tampoco reposa en el expediente prueba que le permita inferir a la Sala que 
esas acciones se contabilizaron como activo fijo y que, como lo argumentó la 
demandante, se enajenaron en un solo negocio, pero con pago a cuotas, para 
justificar el por qué de los ingresos mensuales que por ese concepto percibió 
durante los años 2001 y 2002, conforme con las pruebas que reposan en los folios 
88 y 89 de los antecedentes administrativos. Revoca del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca. 
__________________________________________________________________ 
 Por otra parte, la entidad sin ánimo de lucro, Asociación para la sistematización 
bancaría, la entidad tiene el objeto social de realizar actividades de actividades de 
optimización tecnológica. La venta de las acciones hace parte del giro ordinario de 
los negocios. Sin embargo, la Administración dice que se trata de una empresa, no 
de una fundación pues no guarda los aspectos de tener desarrollados los intereses 
comunes de la fundación. La Ley busca en este caso dar beneficios a las 
asociaciones culturales e intelectuales esta decisión no es requerida para todas las 
asociaciones.  
La consideración de la sala indica que las asociaciones gremiales cuentan con 
prohibición de que serían gravadas, pero las actividades llevan una intención de 
ánimo de lucro y en ningún momento la asociación demostró que las acciones se 
encontraran dentro del activo fijo, así como tampoco percibe las condiciones bajo 
las cuales fueron vendidas las acciones y por lo tanto es importante la posible 
mercantilidad de las Fundaciones como este caso. Por lo que los ingresos deben 
ser gravados.  
Comunidad Universidad Javeriana – Compañía de Jesús vs. Bogotá D.C. – 
Secretaría de Hacienda. (Sentencia No. 25000-23-27-000-2008-90230-01 
(17881), 2011) 
Problema jurídico: ¿Está la comunidad religiosa obligada a pagar ICA? 
 La Javeriana argumenta que en ejercicio de las actividades de su objeto 
social, la comunidad no celebra ningún tipo de contrato. Concluyó aduciendo que 
no se encuentra dentro de la normativa que regula el impuesto de Industria y 
Comercio, que tales normas deban ser aplicadas a las personas jurídicas de 
carácter no nacional, como es el caso de la Comunidad Universidad Javeriana 
Compañía de Jesús. 
 La accionada argumenta que Si bien es cierto que en el acto constitutivo de 
la Comunidad se establece que su actividad principal consiste en la celebración de 
ministerios apostólicos (bautismos, eucaristías, confesiones, santos óleos, etc), no 
es menos cierto que en desarrollo de sus actividades ha realizado algunas que, de 
conformidad con el artículo 20 del Código de Comercio, son denominadas 
mercantiles y, por ende, susceptibles de ser gravadas con el impuesto de Industria, 
Comercio, Avisos y Tableros, como los rendimientos de inversiones, intereses de 
cuentas de ahorro, dividendos, etc. 
 El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta Subsección “B”, 
mediante sentencia del 18 de junio de 2009 declaró la nulidad de los actos 
acusados, previas las siguientes consideraciones: De manera que las presuntas 
actividades comerciales que pretende gravar la Administración, (I) no están 
previstas en los estatutos de la comunidad, (II) no son desarrolladas de manera 
habitual y profesional (III) y no tienen como finalidad la obtención de utilidades para 
repartir entre sus miembros, lo cual deviene en que los ingresos provenientes de 
aquellas no puedan ser gravados. 
 La Sala revoca la sentencia apelada considerando que, cualquier persona 
natural o jurídica o sociedad de hecho, pública o privada, que realice actividades 
industriales, comerciales o de servicios en el Distrito Capital (salvo expresa 
disposición legal) estará gravada con el impuesto de industria y comercio y está en 
la obligación de pagar el tributo, bien sea por vía de declaración, recibo de pago o 
mediante retención que le efectúe algún agente de retención del tributo. Por lo tanto, 
la Comunidad Universidad Javeriana Compañía de Jesús en la medida que realice 
el hecho generador del impuesto del Industria y Comercio, es sujeto pasivo de la 
obligación tributaria. 
__________________________________________________________________ 
La Comunidad Universidad Javeriana – Compañía de Jesús, es una persona 
jurídica reconocida, que no tiene relación con la Universidad Pontificia Javeriana, 
que se dedica a la celebración de actos litúrgicos y apoyo a las personas. La 
comunidad, sin embargo, no celebra contratos. No obstante, a esto se mantiene la 
posición de la mercantilidad que tienen las entidades sin ánimo de lucro, es decir 
que pueden ser gravadas las actividades comerciales que estas realizan. Para el 
Consejo de Estado este es un de esos casos puesto que se puede tener la 
realización de actividades comerciales por ser una persona jurídica, y el factor bajo 
el que se da la calidad de comerciante va aplicado solo a las personas naturales, 
no jurídicas. Por lo anterior se considera gravada con impuesto de Industria y 
Comercio la actividad de la Entidad.  
Fundación social vs. Secretaría de Hacienda Distrital. (Sentencia No. 25000-
23-27-000-2009-00041-01 (18263), 2011)  
Problema jurídico: ¿Está obligada la Fundación a declarar el impuesto de 
industria y comercio? 
Aduce la demandante que: en los actos demandados, dado que en el certificado 
de la Cámara de Comercio de la fundación se prevé la posibilidad de que la entidad 
realice actos de comercio, la Administración asume que su celebración tipifica una 
actividad comercial gravada con ICA, cuando lo gravado es la actividad comercial y 
no los actos de comercio. Ahora, en el evento remoto de considerar que la fundación 
sea sujeto pasivo del ICA, existiría un error claro en la cuantificación de la sanción, 
por cuanto la autoridad administrativa debió establecer con claridad las actividades 
gravadas que ésta desarrolló en los periodos discutidos, que necesariamente se 
refieren a actividades comerciales e industriales, por lo que las de servicios no 
pueden hacer parte de la base para sancionar. 
La dirección de impuestos Distritales por su parte argumenta duce que la actora, 
de acuerdo con el objeto social que figura en la certificación expedida por la Cámara 
de Comercio, aparte de desarrollar actividades de beneficencia o caridad pública, 
lleva a cabo actos de comercio que le generan ingreso. El desarrollo de las 
anteriores actividades le genera a la fundación la obligación de presentar 
declaraciones de industria y comercio, avisos y tableros, como lo establece el 
artículo 26 del Decreto 807 de 1993.  
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró la nulidad parcial de los 
actos demandados, y reliquidó la sanción cuestionada, se concluye entonces, que 
la actora estaba obligada a presentar declaración de Industria y Comercio por los 
periodos revisados por haber realizado actividades gravadas, luego, al no cumplir 
con dicha obligación, dio lugar al supuesto fáctico para sancionar, de acuerdo con 
lo contemplado por el artículo 60 del Decreto 807 de 1993, para lo cual declara la 
nulidad parcial y reliquida la sanción.  
La Sala del Consejo de Estado considera que lo que genera la obligación de 
declarar y pagar ICA no es la naturaleza jurídica de la entidad que realice las 
actividades gravadas, sino la actividad que desarrolle dentro del territorio donde se 
considera sujeto pasivo del impuesto. De tal forma, independiente de que se trate 
de una persona natural, jurídica, sociedad de hecho o entidad sin ánimo de lucro, lo 
que determina la sujeción al gravamen es que se lleve a cabo cualquier actividad 
que pueda ser calificada como industrial, comercial o de servicio. Queda 
demostrado que la percepción de los dividendos no pertenece directamente al 
objeto social de la actora, y por tanto, los ingresos que se pretenden gravar 
corresponden a distribución derivada de una inversión de carácter permanente, que 
hace parte del activo fijo de la sociedad, los cuales están excluidos del impuesto en 
discusión, quedando demostrado que la actora no recibió ingresos por concepto de 
actividades comerciales al no estar inmersa en los actos descritos por el numeral 5° 
del artículo 20 del Código de Comercio, de donde no es dable encuadrar la 
percepción de dividendos como actividad mercantil, aún para el evento de que quien 
los perciba tenga la calidad de comerciante, mucho menos para una entidad cuyo 
objeto principal son las actividades de beneficencia. De lo anteriormente expuesto, 
se concluye que procede la exclusión de las cifras correspondientes tanto a 
‘Dividendos percibidos’ como a ‘Ventas de Inversiones’ ejecutadas por la fundación 
en los bimestres discutidos, de la base para sancionar. Confirmase parcialmente la 
sentencia de Tribunal. (Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-00041-01 (18263), 
2011) 
__________________________________________________________________ 
Fundación social vs. Secretaría de Hacienda Distrital. (Sentencia No. 2008-
00287-01 (18277), 2011) 
Problema jurídico: ¿Deben ser gravados los ingresos de la Fundación social? 
El objeto principal de la Fundación es el de “trabajar por superar las causas 
estructurales de la pobreza para promover la construcción de una sociedad más 
justa, más humana y más prospera”. (Sentencia No. 2008-00287-01 (18277), 2011) 
Según lo expuesto, la Fundación Social se enmarca dentro del concepto de entidad 
de beneficencia por cuanto su objeto es el de hacer el bien con las actividades que 
realiza encaminadas a superar las causas estructurales de la pobreza mediante la 
formación, capacitación de la comunidad y la generación de condiciones adecuadas 
para la satisfacción de las necesidades básicas de las poblaciones pobres y 
excluidas, y así lo ha hecho desde su creación en 1911. En consecuencia, de 
conformidad con el literal c) del artículo 39 del Decreto Distrital 352 de 2002, la 
Fundación Social no es sujeto pasivo del Impuesto de Industria y Comercio. Por tal 
razón, no está en la obligación de declarar el impuesto. La Fundación Social realiza 
actos de comercio porque ello es consecuente con su misión. Al promover la 
creación y gestión de empresas que atienden sectores populares se logra 
bancarizar a la población más excluida y pobre, se le dan oportunidades de 
desarrollo a los pequeños empresarios y se genera empleo. 
La Secretaría de Hacienda – Dirección Distrital de Impuestos se opuso a las 
pretensiones de la demanda, la fundación realiza actividades comerciales tales 
como comprar, vender, permutar, enajenar, adquirir a cualquier título toda clase de 
bienes muebles e inmuebles, materiales o inmateriales y darlos o recibirlos en pago, 
recibir o entregar en arrendamiento; descargar, protestar y cancelar toda clase de 
títulos valores y darlos o recibirlos en pago. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca anuló parcialmente los actos 
demandados. Los fundamentos de la decisión se resumen así: La Fundación sí es 
sujeto pasivo del impuesto, pues no obstante su calidad de entidad beneficiaria, sí 
realizó algunas actividades comerciales gravadas que le generaron ingresos que 
entran a formar parte de la base para imponer la sanción por no declarar, pues no 
acreditó la reinversión en las actividades a las que tiene acceso la comunidad, que 
le permitiera el tratamiento preferencial pretendido. 
 La Sala considera que: Es claro, entonces, que el objeto social principal de 
la fundación lo constituyen las actividades de beneficencia. Sin embargo, ejecuta 
actividades comerciales y de servicios que le proporcionan ingresos dentro del 
Distrito Capital de Bogotá, que, en principio, no gozan del beneficio analizado. Por 
tanto, respecto de éstos, la entidad se encuentra en la obligación de declarar y 
tributar por ICA. Se debe observar que en la cuenta 41.70 del PUC se registran los 
ingresos por prestación de ‘servicios’ comunitarios, sociales y personales. Estos 
tienen el carácter de no gravados en el parágrafo 1º del artículo 39 del Decreto 352 
de 2002, según el cual las entidades de beneficencia cuando desarrollan actividades 
comerciales o industriales quedan sujetas al ICA respecto de los ingresos obtenidos 
de estas actividades, razón por la cual no forman parte de la base gravable del 
tributo los ingresos que se obtengan por servicios. Prospera en consecuencia el 
cargo planteado por la actora. Se modifica la sentencia apelada.  
 
__________________________________________________________________ 
El estudio encuentra como sentencia hito tanto para las sentencias de 
fundaciones como para las demás sentencias que a partir del año 2011 son emitidas 
emitida por la Sala Cuarta del Consejo de Estado por la magistrada Martha Teresa 
Briceño Valencia.  
El conflicto de la Fundación social para esta sentencia se refiere a la falta de 
presentación y pago de la Fundación de la declaración del impuesto de industria y 
comercio. La demandante como es de esperar apela a su posición como Fundación 
y entidad de ánimo de lucro que busca con su trabajo ayudar a su comunidad. 
Mientras que la Secretaría de Hacienda Distrital asegura que la Fundación cuenta 
con negocios comerciales de los que aun sin obtener ingresos con fines de lucro si 
genera actividades mercantiles por lo que se puede entrar a solicitar el pago del 
impuesto de industria y comercio.  
Tomando como base esta sentencia podemos analizar los pasos que siguió el 
Consejo de Estado que se han adelantado con anterioridad en el estudio para llegar 
a determinar si es o no gravable con el impuesto de industria y comercio la actividad 
realizada por esta Fundación sin ánimos de lucro. En primer lugar, tenemos que la 
demandante ha alegado la frecuencia con la que se desarrolla una actividad 
económica. Como se ha observado la frecuencia no es frecuente que se tome como 
un hecho definitivo para la actividad comercial, pues a pesar de que es una base 
para que se declare una entidad como comerciante o no también es cierto que estas 
actividades son dirigidas muchas veces al impuesto de industria y comercio el cual 
no acepta como un tema relevante la habitualidad del proceso pues la Ley 
claramente indica que el ejercicio de una actividad gravada puede ser habitual o 
esporádica y de igual manera generar impuesto.  
En segundo lugar, nos encontramos con la discusión de los activos fijos y en 
todo momento se ha determinado que la venta de activos fijos no es un ingreso que 
deba ser gravado con el impuesto de industria y comercio. Es cierto como ya se 
analizó anteriormente que la venta de activos fijos la jurisprudencia se ha decantado 
de manera clara por determina que si se considera activo fijo el mismo no puede 
ser gravado respetando lo escrito en el estatuto tributario. La disputa por las 
consideraciones de activos fijos o no se va a la parte de prueba de que se entiende 
el mismo como un activo fijo en la contabilidad, las actividades y el manejo del bien. 
Pero, en este caso no se discute y la administración afirma que la venta de activos 
fijos no se encuentra gravada por el impuesto de industria y comercio y reconoce la 
venta y estos como no gravada sin disputa.  
Es interesante notar que en este caso la mercantilidad de la empresa no se 
pone en cuestionamiento directo, la Fundación no tiene dentro de su objeto social 
la realización de actividades mercantiles, pero es evidente para el Consejo que las 
actividades que desarrolla con el fin de poder mantener su patrimonio y desarrollar 
su objeto social es lo que pasa a determinar la obligación de declarar y pagar 
impuesto de industria y comercio por los ingresos de las actividades comerciales 
realizadas dentro de un territorio. Desviando esta situación de la percepción inicial 
de exclusión de las Fundaciones por Ley y su condición de sociedad civil que no 
realiza actividades comerciales gravadas.  
Fundación San Antonio vs. Secretaría de Hacienda – Dirección Distrital. 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2006-01363-01 (17364), 2011) 
Problema jurídico: ¿Está obligada la Fundación a declarar ICA por la ejecución 
de ciertas actividades? 
La Fundación San Antonio informa como defensa: Que el distrito no discute que 
la actividad de beneficencia que desarrolla la parte actora está excluida del impuesto 
de industria y comercio. Que, por lo tanto, la inconformidad radica en la indebida 
interpretación que hizo el Distrito sobre el alcance y cobertura de la exclusión 
correspondiente a la actividad de beneficencia. Transcribió el artículo 39 del 
Estatuto Tributario Distrital en cuanto regula las actividades no sujetas al impuesto 
y alegó que el Distrito interpretó que las actividades generadoras de ingresos que 
desarrolla colateralmente la parte actora para subsidiar la actividad de beneficencia 
se encuentran gravadas en todos los eventos, porque asume que son actividades 
mercantiles y, por tanto, se encuentran gravadas al tenor del parágrafo primero del 
artículo 39 del Estatuto Tributario Distrital. 
El apoderado de la Secretaría Distrital de Hacienda se opone alegando Que en 
el caso sub- examine, la Fundación San Antonio tiene como objeto principal la 
atención de niños y jóvenes de escasos recursos económicos (función pastoral). 
Que, adicionalmente, desarrolla otras actividades económicas en el Distrito Capital 
de Bogotá que le generan ingresos no operacionales por concepto de la 
participación en la explotación de minas y canteras, obra de la Arquidiócesis que 
tiene su concesión otorgada por el Estado, por actividades financieras, rendimientos 
financieros, dividendos y participaciones y por alquiler de inmuebles utilidad en 
venta de inversiones y diferencia en cambio. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en sentencia del 8 de mayo de 
2008, declaró la nulidad parcial de los actos administrativos demandados. Analizó 
el objeto social de la parte actora y concluyó que las actividades financieras, la 
obtención de rendimientos financieros, de dividendos y participaciones, el 
arrendamiento de inmuebles y las ventas ocasionales de acciones y títulos valores 
estaban consagradas como actividades propias del objeto de la fundación para 
desarrollar su finalidad. Es decir que, según el a quo, tales actividades se ejecutaron 
dentro del giro ordinario de sus actividades y que, por eso, hacían parte de los 
activos movibles sujetos al impuesto de industria y comercio. Arguyó que era 
irrelevante establecer si tales operaciones se ejecutaron de manera habitual. 
La Sala del Consejo de Estado considera que: las regalías que percibe son 
rentas pasivas que tienen origen en la cesión de la licencia de explotación y 
exploración de minas y canteras y, por ende, no están gravadas con el impuesto de 
industria y comercio. Añadió que si las acciones forman parte del activo fijo de la 
fundación, los ingresos por su venta, además, no serían objeto del tributo por 
expresa disposición de la Ley 14 de 1983 y del Acuerdo 21 de 1983. En esta 
oportunidad, la Sala reitera la doctrina expuesta y la aplica al caso concreto, toda 
vez que, también está probado en este caso, que la Fundación San Antonio, parte 
actora en el presente proceso, se creó con la finalidad principal de brindar atención 
integral cristiana de niños y jóvenes de escasos recursos económicos. Para lograr 
el desarrollo de su objeto y la consecución de la finalidad propuesta, el parágrafo 
del artículo 2º de los estatutos de la Fundación la habilitan para ejecutar varias 
actividades, pero ninguna referida a las previstas en el numeral 5º del artículo 20 
del C.Co. En consecuencia, no prospera el recurso de apelación que interpuso el 
Distrito Capital y se revoca la sentencia apelada”. (Sentencia No. 25000-23-27-000-
2006-01363-01 (17364), 2011) 
__________________________________________________________________ 
En el caso de la Fundación San Antonio se ve una mezcla de los conceptos que 
se vienen analizando en las sentencias emitidas en una situación parecida. En este 
momento, se mantiene el reconocimiento de que la obligación de declarar y pagar 
el impuesto de industria y comercio no se determina por la naturaleza jurídica de la 
Fundación sino por la posibilidad de realizar actividades gravadas por el impuesto 
que lo obliguen como sujeto pasivo del mismo dentro del territorio en el que se 
desarrolle la actividad gravada. El gravamen de la actividad se dará en caso de que 
la misma se encuentre una actividad gravada siempre manteniendo en cuenta que 
las actividades que se entienden como excluidas no se encontrarán enmarcadas 
dentro de los ingresos a ser agregados a la posible declaración del impuesto de 
industria y comercio. Adicionalmente se encuentra que las actividades desarrolladas 
por la Fundación son variadas y abarcan procesos de minería, cantera y actividades 
de inversión y obtención de dividendos. Respecto a las actividades de dividendos 
se continua con el precedente de que las actividades de percepción de activos de 
acuerdo con la obtención de rentas pasivas por concepto de dividendos se mantiene 
la decisión de que la obtención de estos ingresos no son per se gravados por el 
impuesto y se consideran rentas pasivas. Decidiendo a pesar de la combinación de 
precedentes que no se encuentran gravados los ingresos de la Fundación 
(Sentencia No. 25000-23-27-000-2006-01363-01 (17364), 2011)  
 
Fundación Social vs.  Secretaría de Hacienda – Dirección Distrital de 
Impuestos. (Sentencia No. 25000-23-27-000-2008-00189-01 (18383), 2012) 
Problema jurídico: ¿Deben ser gravados los ingresos de la Fundación social? 
El segundo caso que se presenta ese mismo año por la Fundación Social es 
fallado en este caso por el consejero ponente William Giraldo Giraldo, y a pesar de 
la similitud de los casos con la primera sentencia que se estudió de esta Fundación 
las determinaciones son un poco diferentes. Esta sentencia no causa tanta 
impresión como la primera y no llega a es tomada como una sentencia hito como la 
primera, ni entra a hacer un estudio tan amplio del impuesto de industria y comercio 
en los procesos de dividendo como la primera llega a realizarla  
Esta sentencia estudia su objeto social, luchando con la idea de asistencialismo 
que mantiene la DIAN y que ya pasa a ser considerada como arcaica por las 
fundaciones. Además, del mantenimiento del concepto de activos fijos como no 
gravados por el impuesto, el cual como ha sido la línea del Consejo de Estado lo 
encuentran como no gravado. Así mismo se maneja la idea de que el numeral 5 del 
artículo 20 del Código de Comercio refiere a la creación de empresas con el fin de 
que se generen dividendos y aumentar las ganancias, pero en este caso ni su objeto 
social ni el desarrollo habitual de la empresa se centra en las empresas o acciones 
por lo tanto solo pueden entrarse a considerar los activos fijo como no gravados en 
el mismo sentido. Este caso mantiene la idea que prima en el Consejo de Estado y 
que se comparte que dice que, si se realizan actividades gravadas por el impuesto 
a pesar de su naturaleza, deben gravarse.  
La demandante establece que el concepto de “entidades de beneficencia”, no 
tiene definición legal, y el mismo es una acepción que se utilizó a finales del siglo 
XIX y comienzos del XX y que modernamente ha sido reemplazado por la noción 
de “entidad de utilidad común”, tal y como lo prevé la Constitución Política de 1991, 
en consecuencia, de conformidad con el literal c) del artículo 39 del Decreto Distrital 
352 de 2002, la Fundación Social no es sujeto pasivo del Impuesto de Industria y 
Comercio. Por tal razón, no está en la obligación de declarar el impuesto. 
El demandado contesta que es sujeto pasivo la persona natural o jurídica o la 
sociedad de hecho que realice el hecho generador de la obligación tributaria 
consistente en el ejercicio de actividades industriales, comerciales o de servicios en 
la Jurisdicción del Distrito Capital. 
La Fundación Social cuando realiza actividades comerciales es sujeto pasivo 
del impuesto de industria y comercio y como tal debe cumplir con las obligaciones 
formales y sustanciales del tributo, es decir la declaración y pago del impuesto. 
Conforme se encuentra acreditado en los antecedentes administrativos.  
En la sentencia del Tribunal el a quo concluyó que la demandante estaba 
obligada a presentar la declaración del impuesto de industria y comercio por los 
períodos que se revisan, dado que realizó actividades gravables y al no hacerlo dio 
lugar a que ocurriera el supuesto fáctico para la imposición de la sanción porno 
declarar contemplado en el artículo 60 del Decreto Distrital 807 de 1993. 
La Sala del Consejo de Estado e acuerdo con ello, concluyó que los dividendos 
percibidos por la Fundación Social, dedicada a actividades de beneficencia y cuyo 
objeto no es la negociación de acciones, no podían integrar la base para imponer la 
sanción por no declarar el impuesto de industria y comercio, toda vez que su 
actividad principal no se relaciona con la obtención de tales ingresos, ni éstos 
devienen del ejercicio de ninguna actividad gravada sino de las acciones que le 
pertenecen, cuyo objeto era formar parte del activo fijo. Teniendo en cuenta que si 
las acciones tienen el carácter de activo fijo, la distribución de los dividendos que de 
ellas se derivan no constituye actividad gravada con el impuesto de Industria y 
Comercio, pues ni siquiera la utilidad obtenida en la venta de activos fijos se 
encuentra sujeta al tributo, por expresa disposición de la Ley 14 de 1983 y del 
Acuerdo 21 de 1983, modificando la sentencia del Tribunal. (Sentencia No. 25000-
23-27-000-2008-00189-01 (18383), 2012) 
_________________________________________________________________ 
La última sentencia para estudiar de la Fundación Social mantiene la intención 
de que no sean gravadas las acciones puesto que es una entidad sin ánimo de lucro 
que no realiza actividades mercantiles. Y en caso de realizar estas actividades, las 
mismas no tienen el ánimo de ser realizadas como actos de comercio o para generar 
ganancia hacia los dueños o accionistas de la Fundación. 
El Consejo, sin embargo, mantiene la decisión de que las entidades sin ánimo 
de lucro a pesar de desarrollar estas actividades no se considera que tengan el 
ánimo de lucro. La Fundación mantiene la decisión de no gravar los ingresos o 
dividendos basado en que las entidades utilizan estos recursos para que se pueda 
mantener en pie el patrimonio de la entidad.  
Fundación Otero de Francisco y María Liévano de Otero vs. Secretaría de 
Hacienda – Dirección Distrital de Impuestos. (Sentencia No. 25000-23-27-000-
2008-00179-01 (18128)., 2012) 
Problema jurídico: ¿Deben ser gravados los ingresos por dividendos de la 
Fundación? 
La Accionante inicia la demanda declarando que: “[L]a prohibición de cobrar el 
impuesto de Industria y Comercio a las entidades de beneficencia tiene lógica sólo 
si se entiende referida a las rentas que producen sus bienes y con las cuales se 
garantiza su existencia, funcionamiento y dedicación exclusiva al interés social 
previsto por el fundador. Las entidades sin ánimo de lucro son empresas en sí 
mismas consideradas, sin que por ello tengan la calidad de comerciantes, posean 
establecimientos de comercio o sus actos se reputen mercantiles. 
La Secretaría de Hacienda por su parte afirma que: Si bien es cierto que en el 
acto constitutivo de la fundación se establece que la misma es una entidad de 
beneficencia, no es menos cierto que en desarrollo de sus actividades, ha realizado 
algunas que, de conformidad con el artículo 20 del Código de Comercio, son 
denominadas mercantiles, y por ende, susceptibles de ser gravadas con ICA. 
El Tribunal en su sentencia falla a favor de la accionante puesto que: las 
presuntas actividades comerciales que pretende gravar la Administración: (I) no 
están previstas en el objeto de la fundación, (II) no son desarrolladas de manera 
profesional y (III), no tienen como finalidad la obtención de utilidades para repartir 
entre sus miembros, lo cual deviene en que los ingresos provenientes de aquéllas 
no puedan ser gravados.  
La Sala del Consejo de Estado confirma la sentencia emitida por el Tribunal 
considerando que: Toda vez que la Fundación Jorge Otero de Francisco y María 
Liévano de Otero ejecutó inversiones como medio para la conservación de un 
patrimonio existente (artículo 652 del Código Civil), destinado a cumplir actividades 
de interés social, esa no se puede predicar como actividad mercantil (artículo 20 del 
Código de Comercio) gravada con el impuesto de Industria y Comercio.” (Sentencia 
No. 25000-23-27-000-2008-00179-01 (18128)., 2012). 
__________________________________________________________________ 
La Fundación Otero de Francisco y María Liévano de Otero vs Secretaría de 
Hacienda y la Dirección Distrital de Impuestos, tiene conflictos debido a que la 
sociedad no ha declarado el impuesto de industria y comercio considerando que las 
entidades sin ánimo de lucro están exentas de la declaración. Además, los 
dividendos y activos fijos son rentas de naturaleza pasiva no sujeta al impuesto. La 
Administración sostiene la posibilidad de mercantilidad de las entidades sin ánimo 
de lucro. No obstante, El Consejo de Estado da prioridad al manejo de recursos y la 
repartición de las ganancias entre los asociados, sin embargo, la entidad decide que 
las ganancias son reinvertidas en pro de la actividad. (Sentencia No. 25000-23-27-
000-2008-00179-01 (18128), 2012) 
El Consejo indica al final que la ausencia sin ánimo de lucro no indica que la 
empresa no pueda realizar actividades comerciales que puedan ser gravadas, pero 
si tiene claro que los rendimientos que tiene la empresa constituyen por sí sola una 
actividad comercial al impuesto de industria y comercio. Al final es posible definir 
que las actividades realizadas por la empresa son guiadas por la necesidad que 
tienen estas entidades para mantener el patrimonio existente y bajo este supuesto 
no pueden ser gravados los ingresos.    
Seminario conciliar de Bogotá vs Distrito Capital – Secretaría de Hacienda de 
Bogotá: (Sentencia No. 25000 – 23-27-0002010-00053-01 (18663), 2013) 
Problema jurídico: ¿Es el Seminario contribuyente del impuesto de industria 
y comercio por los ingresos percibidos? 
El seminario consular indica que en los actos demandados el Distrito Capital 
reconoció que las donaciones que recibió el Seminario para el financiamiento parcial 
de las actividades de formación sacerdotal que constituyen su objeto, no estaban 
gravadas con el impuesto de industria y comercio. No obstante, estimó que los 
rendimientos (dividendos) que obtuvo sobre dichos recursos, así como los 
obtenidos por la diferencia en cambio, sí estaban gravados con el impuesto, y sobre 
ellos liquidó la sanción que le fue impuesta. El Seminario se opuso a ese argumento 
y manifestó que en ninguna parte del Código de Comercio se advierte que la 
percepción de dividendos se considere una actividad mercantil, pues simplemente 
corresponde a la retribución de una inversión efectuada por una persona natural o 
jurídica. Que, por tanto, no se puede considerar una actividad gravada. 
El apoderado judicial del Distrito Capital contestó la demanda en los siguientes 
términos: 
Que el Seminario es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio, pues 
la exención del Acuerdo 16 de 1999, en concordancia con la Ley 6 de 1972, opera 
para los agentes diplomáticos, que en el caso del Estado Vaticano sería el nuncio 
apostólico, únicamente. Que aun cuando dentro del objeto social del Seminario no 
está la actividad de compra y venta de acciones, ni el arrendamiento de inmuebles, 
lo cierto es que sí realizó, de manera habitual, la compra y venta de acciones y otras 
actividades generadoras del tributo durante los períodos objeto de discusión, lo que 
la convierte en sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio. 
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró la nulidad de los actos 
demandados con base en las siguientes consideraciones: 
Que la actividad de venta de acciones se enmarca como la venta de un activo fijo, 
la que no forma parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio de 
conformidad con el artículo 42 del Decreto 352 de 2002. Que tampoco están 
gravados con el impuesto los ingresos por rendimientos financieros, dividendos y 
participaciones, pues no fueron recibidos por la realización de actividades 
comerciales o de servicios, en los términos de las normas que regulan el impuesto. 
Para lograr el desarrollo de su labor y la consecución de la finalidad 
propuesta, el Seminario obtiene ingresos de los dividendos y de las participaciones 
en sociedades, entre otros, actividades que no encajan dentro de las previstas en 
el numeral 5 del artículo 20 del Código de Comercio. Por lo tanto, los ingresos 
percibidos por dividendos no son pasibles del impuesto de industria y comercio y, 
por lo mismo, no había lugar a imponer sanción por no declarar por dichos 
conceptos. 
Sala concluye que los actos administrativos demandados son nulos, 
principalmente, por violar lo dispuesto en los artículos 32 y 34 del Decreto 352 de 
2002, al tener como gravados con el impuesto de industria y comercio los ingresos 
que percibió la demandante por rendimientos financieros, dividendos y los ingresos 
percibidos por la venta de tales activos, diferencia en cambio y arrendamiento de 
inmuebles, y con base en ello, al liquidar una sanción por no declarar por dichos 
conceptos, como acertadamente concluyó el Tribunal. (Sentencia No. 25000 – 23-
27-0002010-00053-01 (18663), 2013) 
_________________________________________________________________ 
 
La última sentencia para analizar en este caso de fundaciones refiere a la 
sentencia del Seminario Consular de Bogotá, se refiere a las actividades propias de 
estudios sacerdotales, para el sostenimiento y manejo de su objeto social la 
Fundación. Los elementos que tiene la Fundación tienen dentro de su entidad 
dividendos por activos fijos que tiene la fundación. El aspecto básico de la demanda 
requiere informa los ingresos obtenidos por la entidad dentro de las condiciones del 
artículo 20 numeral 5 de Código de Comercio. En una parte se refiere a los 
inmuebles que da los ingresos por los arrendamientos de ellos. La sentencia en este 
caso decide que los inmuebles no se encuentran dentro de los ingresos gravados 
por considerando que las mismas no son gravables pues se entienden como rentas 
pasivas que no constituyen como tal una actividad comercial, industrial o de servicio, 
así como las otras actividades que la empresa refiere no son gravables pues son 
utilizadas para el uso desarrollo de sus objetos sociales de la Fundación (Sentencia 
No. 25000 – 23-27-0002010-00053-01 (18663), 2013) 
Una muestra gráfica de las decisiones de estas situaciones y decisiones que 
nos permitan dilucidar de mejor manera la línea que ha marcado en este caso el 
Consejo de Estado para las sentencias de industria y comercio en los casos de 
entidades sin ánimo de lucro son las siguientes:  
¿Es gravada con impuesto de industria y comercio la actividad de Entidades sin 
ánimo de lucro? 
 
Gráfica 3 Ica en Entidades sin ánimo de lucro. Creación de la autora 
 
Obligado                        No Obligado 












Gráfica 4 Ica en Entidades sin ánimo de lucro. Creación de la autora 
 
Gráfica 5 ICA en Entidades sin ánimo de lucro. Creación de la autora 
 
En los gráficos anteriores podemos ver en primer lugar la distribución de la 
decisión del Consejo de Estado en los mismos vemos como se mueve entre las 
decisiones de gravar o no con el impuesto de industria y comercio las actividades 
desarrolladas por las entidades sin ánimo de lucro y como algunas son gravadas 
parcialmente identificando los hechos específicos de cada uno de los casos. Este 
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A pesar de la obligatoriedad de declarar y pagar impuestos de Industria y comercio no se obligó el 
pago de dividendos en ninguno de los casos estudiados para las Entidades sin ánimo de lucro al 
considerarlos Rentas pasivas, activos fijos o que no se obtenían para especulación en el mercado o 
creación y administración de empresas para su obtención.  
grafico remite directamente a la mercantilidad de la entidad sin ánimo de lucro no 
directamente al fallo sobre dividendos.   
Igualmente se observa como dentro del periodo tomado en cuenta solo las 
sentencias que se posicionan en los extremos temporales toman como no excluidas 
las actividades realizadas por la Fundación. Mientras que también tienen una 
posición relevante en este caso y muy atada con el título del capítulo que es la 
mercantilidad de las Fundaciones. En este caso el Consejo de Estado determina 
que si bien es cierto la necesidad de que las Fundaciones es el mantenimiento y 
posible aumento de sus recursos para poder sostener el desarrollo del objeto social, 
muchas de estas actividades que realizan pasan a ser económicas y la Ley no 
excluye estas actividades por la naturaleza de la Entidad, pues en los casos 
analizados en el momento en que se trata de activos fijos se mantiene la negativa 
de eliminar su cobro. No obstante, el desarrollo de actividades comerciales si lo 
encuentra unido a la Ley 14 de 1983 y determina que el desarrollo de una actividad 
gravada convierte a la persona natural y jurídica en sujeto pasivo de la actividad.  
Podemos decir entonces que la naturaleza de la Fundación no determina su 
exclusión del impuesto de industria y comercio, pero si permite que mantenga en 
caso de ser sujeto pasivo del derecho la posibilidad de sacar como ingresos 
gravados los correspondientes a dividendos pues en ningún caso se probó el 
desarrollo del numeral 5 artículo 20 del Código de Comercio. Ninguna de las 
entidades creo empresas con el fin de obtener lucro de sus dividendos de manera 
activa y comercial, simplemente se beneficiaban de sus ingresos como renta pasiva 
para mantener su renta y patrimonio. El hecho de mantener rentas pasivas no 
constituye una actividad comercial, industrial o de servicios que pueda ser entendida 
como gravada por el impuesto de industria y comercio.  
3.4. Unión de sentencias. 
Grosso modo y teniendo en cuenta todas las diferentes condiciones que se han 
observado en el texto es posible mostrar una ilustración en la que se unifique la 
información respecto a la línea jurisprudencial que ha seguido el Consejo de Estado 
para determinar en qué momento se considera como gravado o no un ingreso 
obtenido por dividendos por el impuesto de industria y comercio.  
A la pregunta ¿Es gravado un ingreso por dividendos por el impuesto de 
industria y comercio? La representación de las sentencias objeto de análisis es el 
siguiente:  
 
Gráfica 6 Gravamen dividendos en ICA. Creación de la Autora 



















Gráfica 7 Gravamen dividendos en ICA. Creación de la Autora 
Excluido Gravado















































En un primer lugar, podemos indicar que una de las conclusiones que más llama 
la atención es la falta de sentencias en las que el demandante se refiera a una 
persona natural. A pesar de que el hecho generador del impuesto de industria y 
comercio permite que sean gravadas las persona naturales, jurídicas o sociedades 
de hecho, las sentencias referidas en el estudio son en todos los casos de personas 
jurídicas. No se conoce una razón específica del porque las sentencias de personas 
naturales no llegan a ser estudiadas por el Consejo de Estado, sin embargo, es una 
conclusión importante el saber que las sentencias de gravamen de dividendos en el 
impuesto de industria y comercio ante el Consejo de Estado no se encuentra con 
personas naturales como sujeto de la demanda.  
El primer capítulo del documento corresponde a las consideraciones básicas 
del impuesto de industria y comercio. En este caso, se puede ver que los elementos 
objetivos más relevantes pasan a ser el hecho generador, mientras que en el 
elemento subjetivo su distinción primordial es a la base gravable. Los aspectos 
temporales, espaciales o cuantitativos respecto al gravamen de dividendos, aunque 
en ciertos casos como en las sentencias de la electrificadora de Bucaramanga9, o 
la sentencia de la Fábrica Nacional de Automotores Fanalca S.A.10  corresponden 
a hechos del aspecto espacial o cuantitativo del impuestos sin llegar a causar 
especial efecto sobre la determinación del gravamen, por esta razón no nos 
concentraremos mucho en estos elementos.  Así mismo, el elemento subjetivo del 
impuesto es tratado de manera diferenciada en el tercer capítulo del documento.  
Respecto al hecho generador y la base gravable podemos referirnos a ellos de 
manera diferenciada. El hecho generador corresponde como se dijo en el primer 
capítulo a la obligación tributaria del sujeto pasivo en el que se determina que se 
encuentra obligado a gravar por la actividad realizada. Mientras tanto, la base 
 
9 Véase sentencias: (Sentencia No. 68001-23-31-000-2010-00458-01 (20768), 2017), (Sentencia No. 680001-
23-31-000-2010-00423-01 (21036), 2017), (Sentencia No. 68001-23-31-000-2011-00931-01 (21918), 2017) 
10 Véase sentencia: (Sentencia No. 76001-23-25-000-1997-5258-01 (10066), 2000) 
gravable se refiere a los ingresos que deben ser gravados, no con una referencia 
indicativa de las actividades que se realizan por parte del sujeto pasivo. Es posible 
entonces anotar la principal diferencia que se tiene entre los dos conceptos y es 
importante tenerlos en cuenta.  
La importancia de la diferencia se ve clara en los aspectos teóricos de los 
elementos, sin embargo, no es posible observar esta diferencia de forma tan 
evidente cuando se empiezan a estudiar las sentencias emitidas por el Consejo de 
Estado. En las sentencias no es posible observar de manera clara que se tenga una 
clara diferencia de los conceptos. En este caso no es posible señalar una expresión 
clara de los conceptos o una mezcla de los conceptos, es más evidente esta 
confusión de conceptos cuando se pasa a hablar de los términos de las actividades 
comerciales en contraposición de los ingresos que van a ser gravados.  
Un caso es posible observarlo en las sentencias en las que se determina la 
exclusión11 de las actividades o gravámenes de las actividades comerciales. En esta 
sentencias no es posible observar la diferencia por base gravable, cuando aducen 
que se refiere a los ingresos que no se encuentren expresamente excluidos de la 
ley de acuerdo con el artículo 33 de la ley 14 de 1983. 
En segundo lugar, se puede observar que la diferencia de ingresos en todo 
momento pasa a relacionar los ingresos obtenidos directamente con el tipo de 
actividad que ha llegado a generar en todo especifico cada uno de los ingresos que 
llega a tener la persona jurídica. El hecho generador puede guiar un aspecto general 
de la persona diferenciada de la visión más cercada de ingreso, pero la relación y 
la discusión de los ingresos por actividades y su obligación de ser gravados es 
manejado de manera indistinta en las sentencias. Un claro ejemplo se puede ver en 
 
11 Véase sentencias: (Sentencia No. 4209, 1992) (Sentencia No. 05-001-23-31-000-1999-0319-01 (14876), 
2005) (Sentencia No. 25000-23-27-000-2008-00179-01 (18128), 2012) (Sentencia No. 76001-23-24-000-1998-
0305-01 (12299), 2001) (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-01677-01 (16967), 2010) 
la sentencia de la Inversora Colmena S.A. (Sentencia No. 25000-23-27-000-2008-
00196-01 (17953), 2010), el cual muestra la diferencia de ingresos e inversión.  
Aparte de esta diferencia de conceptos es posible concluir de este análisis que 
es analizado de manera separada el hecho generador del impuesto de industria y 
comercio el Consejo de Estado ha limitado sus propias decisiones considerando la 
normativa en la que se basa.  
El hecho generador del impuesto de industria y comercio establece que:  
“Artículo 32. El Impuesto de Industria y comercio recaerá, en 
cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades 
comerciales, industriales y de servicio que ejerzan o realicen en 
las respectivas jurisdicciones municipales, directa o 
indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por 
sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma 
permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con 
establecimientos de comercio o sin ellos” (Ley 14, 1983)(Art. 32) 
Es decir que de manera real y objetiva es posible gravar todas las actividades, 
en el caso de estudio todas las actividades comerciales, y las establecidas en el 
código de comercio. Este hecho es curioso debido a que las acciones se indica 
dependen solo del artículo 20 numeral 5 del Código de Comercio y es citado como 
único artículo relevante para la actividad de inversionista o de ingresos por 
dividendo. Sin embargo, se olvida en este caso que el Código de Comercio también 
cuenta con el numeral 19 el artículo 20 del Código de Comercio el cual cita:  
“19) Los demás actos y contratos regulados por la ley mercantil.” 
Es decir que cualquier actividad que se base en un contrato comercial puede 
ser gravado. La actividad de inversión, la recepción de dividendos e incluso solo la 
compra de acciones puede existir como una opción clara de que se realiza una 
actividad comercial, una actividad económica primaría establecida en el Código de 
Comercio. Es decir, en todo momento se realiza el hecho generador por el que 
pueden ser gravados los ingresos por concepto de dividendos y por lo tanto nuestra 
primera conclusión y base del examen es indicar que: Los ingresos obtenidos por 
dividendos deben ser gravados en todos los casos en que sean realizados por 
personas jurídicas.  
Después de estas conclusiones pasamos a ver el segundo capítulo en el que 
centra el estudio en las analogías que manejan las analogías y referencias en el 
impuesto de industria y comercio. En principio analizamos la referencia que se 
maneja a las actividades comerciales, entre ellos el objeto social y el giro ordinario 
de los negocios, así como la connotación de comerciantes y actividades 
comerciales.  
En este apartado es posible igualmente analizar que las referencias del 
articulado de la ley 14 de 1983 acerca del impuesto de industria y comercio logra 
referenciar en primer lugar los actos de comercio. Es importante anotar que los 
actos de comercio son todos aquellos actos realizados a título oneroso en 
consideración de las empresas. Los actos se refieren a las actividades realizadas 
por las empresas. Cuando se entra a revisar las sentencias es posible observar en 
concordancia con la primera conclusión del documento que todos los actos 
comerciales provenientes de empresas pueden llegar a ser entendidas como actos 
comerciales.  
Las empresas en todo momento tienen como base de su proceso la obtención 
de ingresos a títulos onerosos por lo tanto podemos concluir como segunda gran 
conclusión del documento que todas las acciones, ingresos y dividendos obtenidos 
por las empresas deben ser gravados por el impuesto de industria y comercio pues 
es inevitable pensar que no se traten de actos comerciales o que tengan una 
identidad como actividad comercial de acuerdo con el Código de Comercio.  
Basado en esta conclusión es posible observar que la analogía a las actividades 
de comerciantes, así como al objeto social y al giro ordinario de las empresas no 
serían necesarios como determinantes de los ingresos gravados por el impuesto de 
industria y comercio.  
Las empresas anteriormente no tienen conflicto con la idea del objeto social y 
se limitaba a lo que se encontraba en ellos anotado, sin embargo, las sociedades 
por acciones simplificadas permiten poner como objeto social que la empresa puede 
realizar todas las actividades legales en el desarrollo de su objeto. Problema que 
noto es que la administración utiliza incorrectamente este sentido de apertura del 
objeto social en contra de la empresa imponiendo obligaciones sobre actividades 
que la empresa puede no haber desarrollado pero que se encuentran 
“contempladas” dentro del objeto social de la empresa alegando entonces que los 
ingresos obtenidos están ligados al objeto social de la empresa.  
Todas las actividades y actos realizados por las empresas que provengan de 
una entidad con ánimo de lucro independientemente del objeto social con el que ha 
sido constituido debe ser en todo momento gravado. Esta conclusión cobra especial 
relevancia cuando la legislación permite que las sociedades por acciones 
simplificadas permiten que realicen cualquier actividad legalmente permitida.  
En el tercer capítulo del documento pudimos revisarlo en tres divisiones básicas 
que se tienen en cuenta. Las divisiones tomadas son: Las sentencias respecto al 
objeto social o el giro ordinario de los negocios; Las sentencias respecto a los 
activos fijos; por último, las sentencias emitidas respecto de las entidades sin ánimo 
de lucro.  
En el primer numeral de las sentencias tenemos un total de 22 sentencias de 
las 43 sentencias que al final han sido estudiadas para la realización del documento. 
En su orden de temporalidad de las primeras sentencias a las últimas podemos ver 
como va cambiando la percepción del giro ordinario de los negocios o el objeto 
social de la empresa en cada uno de los casos estudiados.  
Las primeras cuatro sentencias que han sido estudiadas12 mantienen una teoría 
que se replica en varios casos que refiere a que las sociedades extranjeras no 
tienen una obligación de pagar impuesto de industria y comercio debido a que no 
ejercen actividades comerciales en Colombia, después de estas sentencias no se 
conocen empresas que se acojan a la nacionalidad de la empresa. Es importante 
en este caso anotar que la diferencia de objetos se da partiendo de los salvamentos 
de voto13 que se desarrollan de las sentencias. 
Posteriormente, Se amplía el estudio y se orienta a lo que entienden las 
empresas como el objeto social de las empresas, en este caso ya se ve como el 
precedente se entre mezcla con sentencias que refieren al giro ordinario de los 
negocios. En el caso del objeto social podemos ver nueve sentencias en las que se 
decide que nueve14 son ingresos. Estas sentencias tienen la determinación inicial 
de que dice en principio el objeto social de la empresa y se limitan a las decisiones 
del Consejo de Estado. El objeto social que pasa a observarse es la actividad 
inversionista. El que se analice como actividad inversionista como una renta pasiva 
o como una actividad comercial es lo que por lo general decide su gravamen. 
En cuanto al concepto de activos fijos considero que es necesario establecer 
una legislación más fuerte o clara respecto a los activos fijos debido a que es 
evidente que no se tiene un estándar claro que sea determinado más allá de la 
intención y el tiempo que tiene la empresa sobre los activos. Se estudiaron 12 
sentencias de las que 315 sentencias son falladas en contra del demandante 
 
12 Véase las sentencias: (Sentencia No. 3412, 1992) (Sentencia No. 4209, 1992) (Sentencia No. 4548, 1994) 
(Sentencia No. 5206, 1994) 
13 (Sentencia No. 9086, 1999) 
14 véase sentencias: (Sentencia No. 4548, 1994) (Sentencia No. 76001-23-24-000-1998-0305-01 (12299), 
2001) (Sentencia No. 05001-23-31-000-1999-03916-01(14876), 2005) (Sentencia No. 25000-23-27-000-2009-
00222-01 (18923), 2013) (Sentencia No. 25000-23-27-000-2008-00209-01 (18750), 2014) (Sentencia No. 
25000-23-37-000-2015-01063-01 (23009), 2018) (Sentencia No. 25000-23-37-000-2013-00618-01 (22374), 
2018) (Sentencia No. 25000-23-37-000-2014-01004-01 (22452), 2018) (Sentencia No. 25000-23-37-000-2015-
00840-01 (23700), 2018) 
15 véase sentencias: (Sentencia No. 76001-23-24-000-1998-0305-01 (12299), 2001) (Sentencia No. 25000-23-
27-000-2005-00340-01 (16206), 2008) (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-01677-01 (16967), 2010) 
imponiendo el gravamen de los ingresos obtenidos por la venta o tenencia de 
activos fijos.  
En muchos casos el Consejo de Estado y la administración ponen en duda que 
las empresas cuenten con los bienes y los reconozcan como activos fijos. Muchos 
de los casos pasan a ser decididos por la intención que tuvo la empresa al momento 
de adquirirlo, a lo que se suma la permanencia de los bienes dentro del patrimonio 
de la empresa y la intención de que estos continúen generando ingresos para la 
empresa en su calidad de rentas pasivas.  
Por otra parte, los activos fijos que posean las empresas como activos fijos en 
claro en todo el documento que se encontrarán excluidos del gravamen de industria 
y comercio.  
En el caso de las sentencias de los activos fijos16 se analizan nueve sentencias. 
De esas sentencias existe una en la que se establece que gravan los activos fijos, 
sin embargo, esta sentencia17 es un conflicto que gira alrededor de una entidad sin 
ánimo de lucro lo que complica la decisión. En estas se analiza la mercantilidad y 
posibilidad de prueba de los activos fijos. El conflicto de la capacidad de prueba y 
los requerimientos de pruebas en las sentencias pasan a ser uno de los principales 
conflictos de los activos fijos y pasa a ser el conflicto en que podemos llegar a 
determinar si los activos fijos deben o no ser gravados dependiendo los casos. 
Sin embargo, en esta área me parece que existen demasiadas matices grises y 
zonas no establecidas con la suficiente claridad como para poder tener una certeza 
de que los ingresos deben o no ser gravadas. Ejemplo de esta es la temporalidad 
del bien, la determinación de que se tiene un bien por un periodo superior a 2 años 
es subjetivo y puede no determinar con la certeza y la precisión que requiere el 
sistema el gravamen de los ingresos. Considero que la temporalidad debe ser 
tomada en cuenta por las entidades, pero incluso llegar a aumentar el tiempo, con 
 
16 Véase tabla de contenido sentencias de activos fijos.  
17 (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-01677-01 (16967), 2010) 
este aumento es posible dejar clara la necesidad de temporalidad de las acciones, 
pues si una empresa considera la venta por un periodo más prolongado es posible 
determinar que el ánimo de permanencia del bien es mayor.  
La determinación de que sean más años es igual de subjetiva que la 
determinación de que se establezca el límite temporal de los activos fijos en dos 
años, pero considerando un tiempo mayor como son 4 años es probable relaje la 
posición de la administración por la cantidad de periodos contables que deben pasar 
para la venta del activo. Si el bien permanece este tiempo en la empresa puede 
asegurarse la permanencia basada en la pobre disponibilidad del bien en el tiempo.  
Este argumento va atado a la intención de la empresa. Que una empresa diga 
que el bien tenía toda la intención de permanecer en su patrimonio es subjetivo, 
especulativo y lleva a gran cantidad de confusiones con la administración. Esta idea 
de intención puede o no mantenerse en el tiempo y puede variar de posiciones y 
hechos tan sencillos como el cambio de gerencia en una empresa o la idea de 
capitalización o contabilización de los activos en el tiempo y considero debe ser 
eliminado como forma de demostrar la intención y la falta de intención de obtener 
ingresos.  
Así mismo, la contabilización de los bienes como activos fijos puede ser tomado 
como prueba valida, aunando esto a la temporalidad que la empresa lo tenga es 
una forma de la administración de limitar las solicitudes para los ingresos de 
dividendos. El conflicto claro está en los tiempos previos a los que se cumplan los 
4 años, pero sería claro entonces que si no se ha vendido el activo fijo no sería 
necesario para la administración el registro por venta el cual es el principal conflicto 
presentado ante el Consejo de Estado. A pesar de que la administración incluye la 
obtención de ingresos es evidente que la mayor parte de las disputas que involucran 
activos fijos es relativo a la venta de estos, con esto es posible cercar un poco las 
quejas presentadas por la administración respecto a los bienes.  
Además, es importante anotar que la contabilidad18 es una de las pruebas más 
claras que tiene la empresa para defender su intención de mantener un bien dentro 
de su patrimonio. No obstante, en los casos en los que no se tomó en cuenta o se 
subestimo esta información debemos aclarar que la empresa tiene como cualquier 
persona la posibilidad de presentar pruebas y defenderse de las acusaciones de la 
manera que considere más correcta, mejor en este caso si es por medio de una 
contabilidad que basada en la ética profesional no debe mentir ni incurrir en errores 
en el momento de presentarse.  
La mezcla final que está tomando la jurisprudencia de solicitar dentro de los 
opciones de gravamen de los dividendos, resulta en unir los argumentos y tomarlo 
en cuanta todos para llegar a la determinación de que los bienes se están tomando 
como activos, dentro del giro ordinario de los negocios y el objeto social, que se 
tuvieron con esta intención y que en la contabilidad se mantienen también reflejadas 
como esto. Es una prueba de realización de los activos o ingresos como gravados 
o no. Sin embargo, es evidente que no todos los bienes que tienen las empresas 
son exentos. Es claro que existen rentas pasivas de la empresa y que todas las 
empresas cuentan con la posibilidad de tener dentro de sus bienes estas acciones. 
Un hecho muy diferente es tener las acciones en una empresa cuyo objeto social 
este incluido en el proceso de inversión, constitución de empresas con el fin de 
obtener rentas puesto que es exactamente este el objeto social económico que se 
grava en la Ley y que define claramente el Código de Comercio.  
Sobre todo el proceso se debe tener en cuenta y mantener la decisión como se 
mostró en el documento que la verdad real debe primar sobre la verdad formal, 
importan los conceptos bajo los que se desarrollen los dividendos y los gravámenes 
del impuesto, pero las condiciones propias que adopten las entidades o la empresa 
no es posible que se refieran sus decisiones personales y que estas no puedan ser 
refutadas o estudiadas a por menor con el fin de que puedan ser decidido que te 
 
18 véase sentencias: (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-00340-01 (16206), 2008) (Sentencia No. 25000-
23-27-000-2006-01227-01 (16790), 2009) (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-00771-01 (16788), 2009) 
manera certera están realizando las actividades comerciales, civiles o de 
beneficencia que se espera. 
La diferencia de conceptos no es que la empresa tenga en su objeto social que 
puede vender o negociar acciones porque es posible observar en el certificado de 
muchas de las empresas la libertad que se les ha dado a las Sociedades por 
Acciones Simplificadas de tener una actividad comercial y “todas las demás 
actividades que considere importantes para el desarrollo de su actividad comercial”. 
Si se compara con este objeto social podemos entender que todas las empresas 
pueden al final ser gravadas con el Impuesto y pueden ser gravadas por esta 
actividad, no importa que este en su objeto social o no, o como lo tomen en su 
contabilidad al final lo que debe entenderse es una “realidad objetiva” sobre una 
“realidad formal”.  
Por su parte dentro de las sentencias cuyo sujeto principal es una entidad sin 
ánimo de lucro se observa que tres de estas sentencias19 son gravadas en 
comparación con las nueve sentencias que son emitidas. La discordia de estas 
sentencias está en la idea de la mercantilidad de las entidades sin ánimo de lucro. 
El realizar actividades comerciales que no sean utilizadas solo para el 
mantenimiento de los patrimonios de las empresas, dependiendo en cada caso del 
estudio. 
Antes de iniciar las conclusiones del análisis jurisprudencial podemos anotar las 
actividades exentas. Las actividades exentas de beneficencia están claras que son 
exentas y no son gravadas por el impuesto de industria y comercio. No obstante, 
también es evidente que muchas de las entidades sin ánimo de lucro realizan 
actividades mercantiles que pueden llegar a generar ingresos que se pueden 
considerar como superiores a las condiciones de mantenimiento del patrimonio. A 
pesar de que las entidades sin ánimo de lucro se encuentran exentas de los 
 
19 véase sentencias: (Sentencia No. 25000-23-27-000-2008-90230-01 (17881), 2011) (Sentencia No. 25000-
23-27-000-2005-00260-01 (17002), 2010) (Sentencia No. 25000-23-27-000-2005-01677-01 (16967), 2010) 
gravámenes del impuesto puede considerarse que los ingresos de estas entidades 
pueden llegar a ser gravadas en el momento en que se realicen actividades 
comerciales. Puede decirse entonces que: La mercantilidad de las entidades sin 
ánimo de lucro es clara y debe ser gravada cualquier actividad económica realizada 
por las entidades sin ánimo de lucro.  
En cuanto a las entidades sin ánimo de lucro, comparto la decisión de la 
mercantilidad que contienen las entidades sin ánimo de lucro, en el momento en el 
que desarrollen actividades comerciales, industriales o de servicio deben ser 
gravadas con el impuesto de industria y comercio sin tener presente su ánimo de 
lucro. Toda entidad con o sin ánimo de lucro que desarrolle una actividad comercial 
como lo es la obtención de ingresos por dividendos o venta de activos fijos que 
generen dividendos debe ser gravada.  
Esta decisión se desvirtúa por la necesidad del mantenimiento del patrimonio 
de las entidades, sin embargo, el marco conceptual de las NIIF es claro al indicar 
que el mantenimiento del patrimonio de una empresa es una obligación de cualquier 
entidad con y sin ánimo de lucro. es la obligación de la gerencia y los contadores 
velar porque la empresa se mantenga a flote y genere los ingresos requeridos para 
mantenerse.  
Esta conclusión puede ser un poco conflictiva si se tiene en cuenta que las 
entidades se encuentran exentas, pero no es la condición de entidad sin ánimo de 
lucro una limitante del gravamen puesto que la normativa permite gravar a todas las 
personas que desarrollen actividades comerciales. Es entonces unido a la primera 
conclusión de la existencia de actividades comerciales cuando se realicen contratos 
de acciones que permitan la obtención de ingresos por concepto de dividendos que 
se puede concluir que si se firma un contrato comercial se está realizando una 
actividad comercial. Todas las entidades sin ánimo de lucro que realicen esta 
actividad comercial de obtener ingresos deberán ser gravadas por los ingresos 
obtenidos. 
 Después de presentado todo el estudio y considerando el estudio minucioso 
de cada una de las sentencias explicadas en el trabajo y analizando los diferentes 
puntos de vista puedo concluir que en Colombia hay una falencia en el gravamen 
de los ingresos obtenidos por concepto de dividendos. Considero que los ingresos 
por concepto de dividendos deben ser gravados en los caso de personas jurídicas 
con o sin ánimo de lucro indistintamente considerando la realización de un acto de 
comercio que no requiere continuidad, profesionalidad o algún otro requisito 
adicional para generarse. Además, que es necesario establecer un mejor control de 
los activos fijos desligándolos de la idea de inversión y bienes de renta pasiva que 
terminan encubriendo los ingresos por el generados, o que por el contrario se 
establezca una política clara y precisa de cuando la venta de activos fijos sin duda 
y con una factibilidad probatoria inequívoca están exentos del gravamen.  
Tristemente mi posición personal puede ser manchada por la visión social y 
política del momento en el que muchas de las entidades sin ánimo de lucro cuentan 
con grandes patrimonios y están exentas de impuestos por la necesidad de cubrir 
las falencias del Estado en la protección social y de los estamentos básicos de un 
Estado social de derecho. Igualmente, con las entidades sin ánimo de lucro que son 
usadas como fachadas para evasión de los impuestos a su cargo. Por lo tanto, 
puedo decir que debe presentarse un mayor control de las entidades sin ánimo de 
lucro y deben ser estas obligadas a pagar impuesto de industria y comercio cuando 
realicen actividades comerciales e incluso obligarlas a pagar por ciertas donaciones 
y beneficios económicos que reciben, cumpliendo con otro deber social que el 
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